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Resumen 

 

En el marco del SIDH, la Corte IDH ha fijado parámetros evolutivos sobre reparación 

integral a víctimas. Recientemente, el Estado colombiano ha adoptado varias decisiones, 

en reconocimiento del derecho a la reparación integral de las víctimas de violaciones a 

los derechos humanos e infracciones al DIH, producto del conflicto armado y la violencia 

presentes en el país. Teniendo en cuenta ambas circunstancias, se plantea la cuestión 

sobre la influencia ejercida por la Corte IDH en materia de reparaciones, en los 

mecanismos internos de reparación que ha adoptado Colombia. Esta investigación 

plantea que el grado de influencia ha sido muy alto; y, a su vez, anticipa debates futuros 

en el litigio ante el SIDH, pues la cualificación de los mecanismos internos, planteará a 

las victimas la pregunta sobre el mecanismo a acceder para buscar la reparación de la 

violación de sus derechos.   

 

 

Palabras clave: Reparación Integral, Víctimas, Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, Derechos Humanos. 

 

 

Abstract 

Under the Inter-American System of Human Rights, the Inter-American Court of Human 

Rights has set evolutionary parameters on integral reparation to victims. Recently, the 

Colombian State has taken several decisions, recognizing the right to the reparation of 

victims of Human Rights violations and breaches of International Humanitarian Law, 

produced under the context of an armed conflict and the violence in the country. Taking 

into account these two facts, it is raised the question of the influence of the Inter-

American Court of Human Rights on victim's reparations, in the internal mechanisms 



 

adopted by Colombia. This research suggests that the degree of influence has been very 

high; and, in turn, it anticipates future debates on the litigation before the Inter-American 

Human Rights System. Thus, the qualification of internal mechanisms, will pose a 

question to the victims about the mechanism to seek reparation for violation of their 

rights. 

 

 

Keywords: Integral reparation; Victims; Inter-American Court of Human Rights; Human 

Rights. 
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Introducción 

El deber de reparar la vulneración del derecho de una persona por acción de otra 

(persona natural o persona jurídica, si es por ejemplo, el caso de un Estado) está 

directamente relacionado con un principio de justicia: una idea inmersa en las sociedades 

antiguas y actuales, de “compensar” los daños causados, de “responder” por las 

acciones emprendidas por sí o, por interpuesta persona, cuando ésta actúa bajo su 

responsabilidad, de “disculparse” ante el ofendido por las acciones propias o de 

“remediar” los efectos del daño. Y, dependiendo del grupo social al que se haga 

referencia, será suficiente con la realización de una de estas acciones o, quizás, deba 

verificarse la ejecución de todas. 

 

El derecho civil, el derecho administrativo y el derecho penal se han ocupado, a nivel de 

los ordenamientos jurídicos internos de los Estados, de determinar las fórmulas más 

adecuadas en que las personas deben ser reparadas cuando sufren un menoscabo en 

sus derechos, sea por una responsabilidad originada en acuerdos o contratos (la llamada 

responsabilidad civil contractual) o sea por una responsabilidad con una fuente distinta a 

lo contractual (la llamada responsabilidad civil extracontractual: civil -cuando se origina 

por acción de particulares-, penal -cuando el origen es un hecho ilícito- o administrativa -

cuando se origina por acción del Estado-). 

 

En el derecho internacional, ha ocurrido algo similar, particularmente en el marco del 

derecho internacional público (sin perjuicio de los desarrollos logrados en el derecho 

internacional privado) y, de manera más específica en el campo del DIDH y en sus 

sistemas internacionales de protección: el universal y, los regionales (el Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos, si se trata de nuestro continente). 

 

La CADH, en su artículo 63.1 y, los pronunciamientos de la Corte Interamericana en 

aplicación de esta disposición, en el marco del aludido SIDH, han determinado la 

obligación a cargo de los Estados de disponer a nivel interno de todo un andamiaje que 
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permita la protección y el respeto de los derechos de las personas sometidas a su 

jurisdicción; y en aquellos casos en los que se genera una violación a los derechos 

reconocidos, han previsto el deber de proveer los recursos necesarios con el fin de 

investigar, juzgar y sancionar a los responsables y, a su vez, reparar integralmente a las 

víctimas. 

 

De manera particular, la Corte IDH, ha sido abanderada de una evolución constante del 

concepto de reparación, añadiendo el calificativo de “integral”, por la ocurrencia de 

violaciones a los derechos humanos. Año tras año, sus decisiones han determinado 

estándares relevantes en esta materia y le han valido erigirse como referente 

internacional en la materia 

 

La fórmula empleada por la Corte IDH ha sido la de desarrollar el precepto normativo 

previsto en la Convención Americana, tomar en consideración los supuestos de hecho de 

los casos sometidos a su conocimiento e incorporar en sus decisiones aquel principio de 

justicia, bajo los criterios enunciados de “compensar”, “responder”, “disculparse” y 

“remediar” y, desarrollarlo de manera amplia y comprehensiva, en torno al concepto de 

“reparación integral”, como una forma de atender las demandas de cientos de víctimas 

que han acudido al Sistema Interamericano, con el propósito de exigir de sus Estados 

respectivos la reparación por los daños que se les han causado. 

 

Surge al respecto la cuestión: ¿qué tanto han influido las decisiones de la Corte IDH, en 

este ámbito de reparaciones, en la adopción de medidas de derecho interno (legislativas, 

administrativas o judiciales) por parte de los Estados? 

 

Esta investigación gira en torno a esa pregunta, en relación con el caso colombiano; 

sobre qué tanto y cómo ha influido la jurisprudencia de la Corte IDH en los mecanismos 

internos de reparación que han emprendido las autoridades en Colombia, en los ámbitos 

judicial, legislativo y administrativo.  

 

El contexto actual de Colombia nos ofrece una serie de elementos de debate alrededor 

de estos asuntos: el conflicto armado con una vigencia superior a cinco décadas; la 

cantidad de víctimas que se han presentado por efecto del aludido conflicto -según la 
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Unidad Administrativa para la Atención y Reparación Integral a Víctimas, la cifra estaría 

cercana a las 7 millones quinientas mil personas víctimas-; el actual proceso de paz con 

una de las partes en el conflicto armado: las FARC-EP; los procesos judiciales y 

administrativos iniciados con ocasión de la desmovilización, individual o colectiva, de 

partes en el conflicto y, las decisiones tomadas en tales ámbitos; el activismo en 

Colombia, liderado por diversas organizaciones de defensa de derechos humanos o de 

víctimas, que ha motivado la presentación de una serie de peticiones y denuncias ante el 

Sistema Interamericano de Derechos Humanos; las decisiones ya tomadas por la Corte 

IDH contra Colombia; y, las decisiones por adoptar por casos pendientes de resolverse o, 

incluso, pendientes de litigio.  

 

Tanto los desarrollos del concepto de reparación al nivel de la Corte IDH, de reconocida 

calidad y contribución a la materia, como los desarrollos logrados en el sistema jurídico 

del Estado colombiano; especialmente, su correlación e interacción mutua, suponen una 

importante base de información para resolver la cuestión planteada respecto del aporte 

de la Corte al desarrollo interno del concepto de reparación. 

 

De esta manera, la búsqueda de la respuesta a tal cuestión se presenta en los siguientes 

cuatro capítulos de este documento, denominado aportes del Sistema Interamericano de 

Derechos Humanos en la reparación integral a víctimas: análisis del caso colombiano. 

 

El primer capítulo, se refiere al alcance del concepto del derecho a la reparación, desde 

una mirada del derecho nacional y del DIDH: su definición, características, alcances, 

limitaciones y elementos integradores. El abordaje del concepto de este derecho permite 

sentar las bases para los análisis a elaborarse en los capítulos subsiguientes.  

 

El segundo capítulo, tiene por objeto presentar los avances registrados por la Corte IDH 

en materia de reparaciones; de manera general, considerando algunos elementos 

conceptuales y una reseña histórica y, de manera particular, mediante la presentación y 

valoración de las medidas de reparación que la Corte ha ordenado contra el Estado 

colombiano, como resultado de los casos fallados en su contra. Este capítulo, al igual 

que el primero, es la antesala para las aproximaciones que se plantearán en los capítulos 

tercer y cuarto sobre el grado de influencia de las decisiones de la Corte IDH en el 

ordenamiento interno de Colombia. 
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En el tercer capítulo, se describe, valora y analiza la incorporación de los estándares de 

reparación integral en el orden interno del Estado colombiano. Al respecto se toman en 

cuenta, aquellos ámbitos en los cuales previamente se verificó algún nivel de impacto o 

con la potencialidad de ser influidos por las decisiones de la Corte IDH. Entre ellos, (i) se 

aborda bla acción de reparación directa que adelanta la jurisdicción contencioso 

administrativa, mediante la cual se resuelven las demandas contra el Estado por daños 

que puedan sufrir las personas por causa u omisión de las autoridades públicas. Al 

respecto, se analizaron las cincuenta y dos (52) sentencias proferidas por el Consejo de 

Estado en las cuales se ordenaron medidas de reparación integral, más allá de la 

tradicional indemnización pecuniaria ordenada por esta instancia judicial.  

 

A su vez, se exponen dos mecanismos de justicia transicional: (ii) la jurisdicción de 

justicia y paz (tanto el marco legal previsto en la Ley 975 de 2005, como las veinticinco 

[25] decisiones proferidas por los tribunales de justicia y paz hasta la fecha); y, (iii) la Ley 

de Víctimas y de Restitución de Tierras (Ley 1448 de 2011), en lo que tiene que ver con 

sus antecedentes, enfoque y contenido. Al respecto, tanto las disposiciones normativas 

como las decisiones judiciales son observadas y analizadas, para establecer el grado de 

integración de los criterios esbozados por la Corte IDH en ambos mecanismos.  

 

Y, en el cuarto capítulo, se toman en consideración las decisiones de la Corte IDH contra 

el Estado colombiano, en las cuales ha expresado su opinión sobre los mecanismos 

internos de reparación en Colombia: tanto los judiciales como los administrativos; en 

concreto, se trataría de la opinión de la Corte sobre los mecanismos de reparación en 

general, aunque se priorizarán las consideraciones esbozadas por la Corte IDH sobre la 

compatibilidad de los mecanismos analizados en el Capítulo III con los estándares que, la 

misma Corte, ha desarrollado. 

 

Finalmente, se presentarán las conclusiones de esta investigación. Tanto los hallazgos 

como los desafíos vigentes en esta materia serán objeto de la reflexión final, que se 

espera contribuyan al debate interno, e incluso interamericano, sobre la influencia de las 

decisiones de la Corte IDH en relación con sus desarrollos sobre reparaciones. 



 

1. Derecho a la reparación 

1.1 Naturaleza y alcance de la obligación de reparar 

La Corte IDH en el marco de su función contenciosa ha señalado que “toda violación de 

una obligación internacional que haya producido un daño comporta el deber de repararlo 

adecuadamente y que esa disposición recoge una norma consuetudinaria que constituye 

uno de los principios fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo sobre 

responsabilidad de un Estado”1. 

 

Para el efecto, ha sostenido que “[l]as reparaciones, como el término lo indica, consisten 

en las medidas que tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones 

cometidas. Su naturaleza y su monto dependen del daño ocasionado en los planos tanto 

material como inmaterial. Las reparaciones no pueden implicar ni enriquecimiento ni 

empobrecimiento para la víctima o sus sucesores. En este sentido, las reparaciones que 

se establezcan deben guardar relación con las violaciones declaradas anteriormente”2. 

 

Este derecho a la reparación se encuentra consagrado en diferentes tratados de 

derechos humanos, y principios adoptados en el seno de los Sistemas de Protección de 

Derechos Humanos, y su alcance ha sido dado por diferentes órganos internacionales. 

En este sentido, los instrumentos han hecho referencia de manera expresa al derecho a 

                                                
 

1 CORTE IDH.  Caso Velásquez Rodríguez. Sentencia de Indemnización Compensatoria de 21 de 
julio de 1989, párr. 25, y Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo 
Indígena Mapuche). Sentencia de Fondo, Reparaciones y Costas de 29 de mayo de 2014, párr. 
412. 
2 CORTE IDH. Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Sentencia de 5 de julio de 2004, párr. 223; 
Caso Gutiérrez Soler Vs. Colombia. Sentencia de 12 de septiembre de 2005, párr. 64; Caso 
Acosta Calderón. Sentencia de 24 de junio de 2005, párr. 148; Caso Yatama Vs. Nicaragua.  
Sentencia de 23 de junio de 2005, párr. 233; y Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Sentencia 
de 20 de junio de 2005, párr. 124. 
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obtener reparaciones, o el deber de los Estado de disponer de un recurso efectivo para 

exigir reparaciones a nivel interno.  

 

Así, en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, el derecho a la reparación se 

encuentra consagrado en el artículo 63.1 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos que establece “cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad 

protegidos en esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el 

goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera 

procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha 

configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la 

parte lesionada”. 

 

De igual manera, se encuentra consagrado en el artículo 9 de la Convención 

Interamericana para prevenir y sancionar la tortura, al disponer la obligación de los 

Estados de garantizar una compensación adecuada a las víctimas de tortura3. Así 

mismo, la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 

contra la mujer, en su artículo 7 literal g, fijó la obligación a cargo de los Estados de 

establecer mecanismos para garantizar la reparación del daño u otros medios de 

compensación justos y eficaces4. 

 

En el ejercicio de su función contenciosa, la Corte IDH ha sostenido que en materia de 

reparaciones se debe buscar siempre que se pueda la plena restitución (restitutio in 

integrum), que consiste en el restablecimiento de la situación anterior, pero debido a que 

en la mayoría de casos esto no se logra debido al tipo de violación, ha dispuesto una serie 

                                                
 

3 OEA. Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. Artículo 9. Los Estados 
partes se comprometen a incorporar en sus legislaciones nacionales normas que garanticen una 
compensación adecuada para las víctimas del delito de tortura. Nada de lo dispuesto en este 
artículo afectará el derecho que puedan tener la víctima u otras personas de recibir compensación 
en virtud de legislación nacional existente.  
4 OEA. Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer. Artículo 7. […] “Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer 
y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a 
prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: (g) establecer los 
mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia 
tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación 
justos y eficaces, y […]” 
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de medidas con el fin de garantizar una reparación integral, las cuales abarque más allá de 

la compensación económica, y contemple medidas de restitución, rehabilitación, 

satisfacción y garantías de no repetición5. Con base en este pronunciamiento, la Corte IDH 

ha venido desarrollando su jurisprudencia constante desde 1993, la cual será objeto de 

análisis en el Capítulo II del presente documento.  

 

Por su parte, en el Sistema Universal de Derechos Humanos, es posible determinar que 

el derecho a la reparación se encuentra consagrado en el artículo 14 de la Convención 

contra la tortura y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes6, al prever una 

indemnización justa y adecuada para las personas afectadas. En el artículo 6 de la 

Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación 

racial7, se regula la atribución o el derecho de las víctimas de poder pedir ante la 

autoridad judicial una reparación justa y adecuada por los daños sufridos como 

consecuencia de la discriminación.  

 

Asimismo, la Convención Internacional para la protección de todas las personas contra 

las desapariciones forzadas, consagra en el artículo 24 el deber de los Estados de 

garantizar a las víctimas el derecho a la reparación y a una indemnización rápida, 

justa y adecuada8. De otra parte, el artículo 83 de la Convención Internacional sobre la 

                                                
 

5 CORTE IDH. Caso De la Masacre de las Dos Erres Vs. Guatemala. Sentencia de Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas de 24 de noviembre de 2009, párr. 226, y Caso Osorio 
Rivera y Familiares Vs. Perú. Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas 
de 26 de noviembre de 2013, párr. 236. 
6 ONU. Convención contra la Tortura y otros Tratos Crueles, Inhumanos y Degradantes. Artículo 
14. Todo Estado Parte velará porque su legislación garantice a la víctima de un acto de tortura la 
reparación y el derecho a una indemnización justa y adecuada, incluidos los medios para su 
rehabilitación lo más completa posible. En caso de muerte de la víctima como resultado de un 
acto de tortura, las personas a su cargo tendrán derecho a indemnización. 2. Nada de lo dispuesto 
en el presente artículo afectará a cualquier derecho de la víctima o de otra persona a 
indemnización que pueda existir con arreglo a las leyes nacionales. 
7 ONU. Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación 
Racial. Artículo 6. Los Estados partes asegurarán a todas las personas que se hallen bajo su 
jurisdicción, protección y recursos efectivos, ante los tribunales nacionales competentes y otras 
instituciones del Estado, contra todo acto de discriminación racial que, contraviniendo la presente 
Convención, viole sus derechos humanos y libertades fundamentales, así como el derecho a pedir 
a esos tribunales satisfacción o reparación justa y adecuada por todo daño de que puedan ser 
víctimas como consecuencia de tal discriminación. 
8 ONU. Convención internacional para la protección de todas las personas contra las 
desapariciones forzadas. Artículo 24.4. Los Estados Partes velarán por que su sistema legal 
garantice a la víctima de una desaparición forzada el derecho a la reparación y a una 
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protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares 

puedan obtener una reparación efectiva y obtener reparaciones por la vía judicial9; y 

el artículo 27.1 de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad  

establece la obligación del Estado de adoptar medidas para la reparación por agravios 

sufridos10.  

 

Si bien, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos no cuenta con una norma 

en la que expresamente se haga referencia al derecho a obtener reparaciones, si se 

consagra en el artículo 2.311 la obligación a cargo de los Estados de garantizar recursos 

efectivos para la protección de sus derechos. Adicionalmente, los artículos 9 y 14 del 

Pacto establecen el derecho a contar con una indemnización en casos de error judicial.  

 

Frente al derecho a la reparación ha sostenido el Comité de Derechos Humanos de 

Naciones Unidas, que en atención a las obligaciones generales de los Estados 

                                                                                                                                              
 

indemnización rápida, justa y adecuada. / 5. El derecho a la reparación al que se hace referencia 
en el párrafo 4 del presente artículo comprende todos los daños materiales y morales y, en su 
caso, otras modalidades de reparación tales como: a) La restitución; b) La readaptación; c) La 
satisfacción; incluido el restablecimiento de la dignidad y la reputación; d) Las garantías de no 
repetición”. 
9  ONU. Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores 
migratorios y de sus familiares. Artículo 83. Cada uno de los Estados Partes en la presente 
Convención se compromete a garantizar que: a) Toda persona cuyos derechos o libertades 
reconocidos en la presente Convención hayan sido violados pueda obtener una reparación 
efectiva, aun cuando tal violación haya sido cometida por personas que actuaban en ejercicio de 
sus funciones oficiales; b) La autoridad judicial, administrativa o legislativa competente, o 
cualquier otra autoridad competente prevista en el sistema jurídico del Estado, decida sobre la 
procedencia de la demanda de toda persona que interponga tal recurso, y que se amplíen las 
posibilidades de obtener reparación por la vía judicial”. 
10 ONU. Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad. Artículo 27.1: “[…]Los 
Estados Partes salvaguardarán y promoverán el ejercicio del derecho al trabajo, incluso para las 
personas que adquieran una discapacidad durante el empleo, adoptando medidas pertinentes, 
incluida la promulgación de legislación, entre ellas: […] b) Proteger los derechos de las personas 
con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a condiciones de trabajo justas y 
favorables, y en particular a igualdad de oportunidades y de remuneración por trabajo de igual 
valor, a condiciones de trabajo seguras y saludables, incluida la protección contra el acoso, y a la 
reparación por agravios sufridos”. 
11 ONU. Pacto internacional de derechos civiles y políticos. Artículo 2.3: Cada uno de los Estados 
Partes en el presente Pacto se compromete a garantizar que: a) Toda persona cuyos derechos o 
libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso 
efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en ejercicio 
de sus funciones oficiales. 
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consignadas en el párrafo 3 del artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos:  

 

“El párrafo 3 del artículo 2 requiere que los Estados Partes otorguen una 

reparación a las personas cuyos derechos del Pacto han sido violados. Si no se 

otorga una reparación a los individuos cuyos derechos del Pacto han sido 

violados, la obligación de proporcionar un recurso efectivo, que es fundamental 

para la eficacia del párrafo 3 del artículo 2, no se cumple. Además de la 

reparación explícita exigida por el párrafo 5 del artículo 9 y el párrafo 6 del artículo 

14 el Comité considera que el Pacto entraña por lo general una indemnización 

adecuada. El Comité señala que, cuando procede, la reparación puede entrañar 

la restitución, la rehabilitación y medidas de satisfacción, como apologías 

públicas, memoriales públicos, garantías de no repetición y cambios en las leyes y 

las prácticas pertinentes, así como al sometimiento a la justicia de los autores de 

violaciones de derechos humanos”12.  

 

Por su parte, el Comité contra la Tortura, en relación con el derecho a la reparación ha 

manifestado que:  

 

“[L]a reparación incluye las cinco formas siguientes: la restitución, la 

indemnización, la rehabilitación, la satisfacción y las garantías de no repetición. El 

Comité reconoce los elementos de la reparación plena en el derecho y la práctica 

internacionales enumerados en los Principios y directrices básicos sobre el 

derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales 

de derechos humanos y de violaciones graves del DIH a interponer recursos y 

obtener reparaciones (Principios y Directrices Básicos)13. La reparación debe ser 

suficiente, efectiva y completa. Se recuerda a los Estados partes que, al 

determinar las medidas de reparación y resarcimiento que se ofrezcan o 

                                                
 

12 ONU. Comité de los Derechos Humanos, Observación General No. 31. La índole de la 
obligación jurídica general impuesta a los Estados Partes en el Pacto. 80º período de sesiones. 
Doc. ONU HRI/GEN/1/REV.7. (2004), párr. 16. 
13 ONU. Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones 
manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del 
derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones, resolución 60/147 
de la Asamblea General. 
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concedan a las víctimas de la tortura, deben tenerse en cuenta las características 

propias y las circunstancias de cada caso y que la reparación debe ajustarse a las 

necesidades particulares de la víctima y ser proporcional a la gravedad de las 

transgresiones cometidas contra ella. El Comité destaca que la reparación tiene 

un efecto preventivo y disuasivo inherente respecto de la comisión de 

transgresiones en el futuro”14.  

 

De igual manera, principios de los sistemas internacionales de protección de derechos 

humanos también ha permitido llenar de contenido este derecho y brindarle un mayor 

alcance. Así, el artículo 29.2 de los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos 

al hablar de una indemnización adecuada u otra forma de reparación justa a favor de 

los desplazados internos.  

 

Por su parte, los Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 

violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de 

violaciones graves del DIH a interponer recursos y obtener reparaciones15, hacen 

referencia al deber de los Estados de conceder reparaciones adecuadas, 

proporcionales, efectivas y rápidas.  

 

Frente a los principios y directrices adoptadas en el seno de Naciones Unidas, se ha 

indicado que éstos recogen todos los componentes del derecho a la reparación16 y que 

en el derecho internacional […] son fuente de derecho en la medida en que contienen las 

obligaciones internacionales de los Estados derivadas de tratados vigentes, costumbre 

internacional, principios generales de derecho internacional”17.  

 

                                                
 

14 ONU. Comité contra la Tortura. Observación General Nº 3 (2012). Aplicación del artículo 14 por 
los Estados partes. Doc. CAT/C/GC/3. Distr. General 13 de diciembre de 2012, párr.6.  
15 ONU. Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones 
manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del 
derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones. Resolución 
60/147 Resolución aprobada por la Asamblea General el 16 de diciembre de 2005.  
16 COMISIÓN COLOMBIANA DE JURISTAS. Principios internacionales sobre impunidad y 
reparaciones. Compilación de documentos de la Organización de las Naciones Unidas. Bogotá 
D.C.: Comisión Colombiana de Juristas, 2007, pp.18. 
17 Ibídem. pp. 19 
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En este sentido, es de destacar que el principio 18 establece específicamente que 

conforme al derecho interno y al derecho internacional, y teniendo en cuenta las 

circunstancias de cada caso, se debería dar a las víctimas de violaciones manifiestas de 

las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del DIH, de 

forma apropiada y proporcional a la gravedad de la violación y a las circunstancias de 

cada caso, una reparación plena y efectiva, según se indica en los principios 19 a 23, en 

las formas siguientes: restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías 

de no repetición. 

 

De conformidad con lo expuesto, es de indicar que los diferentes tratados adoptados en 

el seno de la Organización de Naciones Unidas y la Organización de Estados 

Americanos, han venido incorporando obligaciones a cargo de los Estados con el fin de 

que las víctimas de violaciones a sus derechos puedan hacer exigible su derecho a la 

reparación a nivel interno, y que éste sea comprendido de conformidad con la evolución 

que en la materia ha tenido el DIDH.  

 

 

1.2 El derecho a la reparación en el ordenamiento 
jurídico colombiano 

En Colombia el derecho a la reparación se encuentra consagrado en diferentes  

disposiciones. El artículo 250 de la Constitución Política consagró que “En ejercicio de 

sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: […] 6. Solicitar ante el juez de 

conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las víctimas, lo 

mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los 

afectados con el delito”. Por su parte, en el artículo 90 de la Constitución Política18, se 

contempló el deber del Estado de responder patrimonialmente por los daños antijurídicos 

que sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.  

                                                
 

18 Constitución Política de Colombia. Artículo 90. El Estado responderá patrimonialmente por los 
daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades 
públicas. En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales 
daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente 
suyo, aquél deberá repetir contra éste. 
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Adicionalmente, el artículo 16 de la Ley 446 de 199819 al regular lo relativo a la valoración 

del daño, estableció que dentro de cualquier proceso que se surta ante la Administración 

de Justicia, la “valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, atenderá los 

principios de reparación integral y equidad”.  

 

De igual manera, el artículo 8 y el capítulo IX de la Ley 975 de 2005 consagró lo relativo 

al derecho a la reparación de las víctimas, indicando que ésta comprende las acciones 

que propendan por la restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción; y las 

garantías de no repetición de las conductas; determinando el alcance de cada una de 

ellas20.  

 

Por su parte, el artículo 25 de la Ley 1448 de 2011 -Ley de Víctimas y Restitución de 

Tierras-, estableció que las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera 

adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva por el daño que han sufrido. Para el 

efecto, la misma disposición establece que la reparación comprende las medidas de 

restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en 

sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. 

                                                
 

19 Congreso de la República de Colombia. Ley 446 de 1998. Artículo  16. Valoración de daños. 
Dentro de cualquier proceso que se surta ante la Administración de Justicia, la valoración de 
daños irrogados a las personas y a las cosas, atenderá los principios de reparación integral y 
equidad y observará los criterios técnicos actuariales. 
20 Ley 975 de 2005. Artículo 8.Derecho a la Reparación. El derecho de las víctimas a la reparación 
comprende las acciones que propendan por la restitución, indemnización, rehabilitación, 
satisfacción; y las garantías de no repetición de las conductas. Restitución es la realización de las 
acciones que propendan por regresar a la víctima a la situación anterior a la comisión del delito. 
La indemnización consiste en compensar los perjuicios causados por el delito. La rehabilitación 
consiste en realizar las acciones tendientes a la recuperación de las víctimas que sufren traumas 
físicos y sicológicos como consecuencia del delito. La satisfacción o compensación moral consiste 
en realizar las acciones tendientes a restablecer la dignidad de la víctima y difundir la verdad 
sobre lo sucedido. Las garantías de no repetición comprenden, entre otras, la desmovilización y el 
desmantelamiento de los grupos armados al margen de la ley. Se entiende por reparación 
simbólica toda prestación realizada a favor de las víctimas o de la comunidad en general que 
tienda a asegurar la preservación de la memoria histórica, la no repetición de los hechos 
victimizantes, la aceptación pública de los hechos, el perdón público y el restablecimiento de la 
dignidad de las víctimas. La reparación colectiva debe orientarse a la reconstrucción sico-social de 
las poblaciones afectadas por la violencia. Este mecanismo se prevé de manera especial para las 
comunidades afectadas por la ocurrencia de hechos de violencia sistemática. Las autoridades 
judiciales competentes fijarán las reparaciones individuales, colectivas o simbólicas que sean del 
caso, en los términos de esta ley.  
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Ha indicado la Corte Constitucional que las disposiciones contenidas en la norma 

constitucional han de ser interpretadas de conformidad con lo tratados ratificados por 

Colombia en materia de derechos humanos, a la luz del bloque de constitucionalidad, 

consagrado en el artículo 93 de la Constitución Política de Colombia21.  

 

Así, ha señalado que “la jurisprudencia de las instancias internacionales de derechos 

humanos, tal como de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, tiene una especial 

relevancia constitucional en cuanto constituye una pauta hermeneútica para interpretar el 

alcance de esos tratados, como la Convención Americana de Derechos Humanos, y por 

ende de los propios derechos constitucionales” 22. 

 

En este sentido, se ha considerado que el denominado “bloque de constitucionalidad” 

obliga entonces a entender que la Constitución no es un texto cerrado y rígido, sino que 

por el contrario está nutrido de una cantidad de enunciados normativos a los que los 

operadores jurídicos deben acudir en el ejercicio judicial por ser parte integrante de la 

Carta”23. 

 

De esta manera, en cuanto al derecho a la reparación, la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional ha fijado los siguientes parámetros y estándares constitucionales, en 

armonía con el derecho y la jurisprudencia internacional en la materia24: 

 

(i) “El reconocimiento expreso del derecho a la reparación del daño causado que le 

asiste a las personas que han sido objeto de violaciones de derechos humanos, 

y de que por tanto éste es un derecho internacional y constitucional de las 

víctimas, como en el caso del desplazamiento forzado; 

                                                
 

21 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia SU 254 de 2013. M.P. Luis Ernesto 
Vargas Silva; Sentencia C-010 de 2000, M.P. Alejandro Martínez Caballero; Sentencia T-1319 de 
2001. M.P. Rodrigo Uprimny Yepes. 
22 Ibídem.  
23 UPRIMNY Yepes, Rodrigo. Bloque de Constitucionalidad, Derechos Humanos y Proceso Penal. 
Bogotá D.C.: Consejo Superior de la Judicatura, Sala Administrativa y Escuela Judicial “Rodrigo 
Lara Bonilla”, 2006. Pág. 58.  
24 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-099 de 2013, M.P. María Victoria 
Calle Correa.  
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(ii) el derecho a la reparación integral y las medidas que este derecho incluyese 

encuentran regulados por el derecho internacional en todos sus aspectos: 

alcance, naturaleza, modalidades y la determinación de los beneficiarios, 

aspectos que no pueden ser desconocidos y deben ser respetados por los 

Estados obligados; 

 

(iii) el derecho a la reparación de las víctimas es integral, en la medida en que se 

deben adoptar distintas medidas determinadas no sólo por la justicia distributiva 

sino también por la justicia restaurativa, en cuanto se trata de la dignificación y 

restauración plena del goce efectivo de los derechos fundamentales de las 

víctimas;  

 

(iv) las obligaciones de reparación incluyen, en principio y de manera preferente, la 

restitución plena (restitutio in integrum), que hace referencia al restablecimiento 

de la víctima a la situación anterior al hecho de la violación, entendida ésta como 

una situación de garantía de sus derechos fundamentales, y dentro de estas 

medidas se incluye la restitución de las tierras usurpadas o despojadas a las 

víctimas; 

 

(v) de no ser posible tal restablecimiento pleno es procedente la compensación a 

través de medidas como la indemnización pecuniaria por el daño causado; 

 

(vi) la reparación integral incluye además de la restitución y de la compensación, 

una serie de medidas tales como: la rehabilitación, la satisfacción y garantías de 

no repetición. Así, el derecho a la reparación integral supone el derecho a la 

restitución de los derechos y bienes jurídicos y materiales de los cuales ha sido 

despojada la víctima; la indemnización de los perjuicios; la rehabilitación por el 

daño causado; medidas simbólicas destinadas a la reivindicación de la memoria 

y de la dignidad de las víctimas; así como medidas de no repetición para 

garantizar que las organizaciones que perpetraron los crímenes investigados 

sean desmontadas y las estructuras que permitieron su comisión removidas, a 

fin de evitar que las vulneraciones continuas, masivas y sistemáticas de 

derechos se repitan;  
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(vii) la reparación integral a las víctimas de graves violaciones a los derechos 

humanos tiene tanto una dimensión individual como colectiva;  

 

(viii) en su dimensión individual la reparación incluye medidas tales como: la 

restitución, la indemnización y la readaptación o rehabilitación;  

 

(ix) en su dimensión colectiva la reparación se obtiene también a través de medidas 

de satisfacción y carácter simbólico o de medidas que se proyecten a la 

comunidad;  

 

(x) una medida importante de reparación integral es el reconocimiento público del 

crimen cometido y el reproche de tal actuación. En efecto, como ya lo ha 

reconocido la Corte, la víctima tiene derecho a que los actos criminales sean 

reconocidos y a que su dignidad sea restaurada a partir del reproche público de 

dichos actos. Por consiguiente, una manera de vulnerar de nuevo sus derechos, 

es la actitud dirigida a desconocer, ocultar, mentir, minimizar o justificar los 

crímenes cometidos; 

 

(xi) el derecho a la reparación desborda el campo de la reparación económica, e 

incluye además de las medidas ya mencionadas, el derecho a la verdad y a que 

se haga justicia. En este sentido, el derecho a la reparación incluye tanto 

medidas destinadas a la satisfacción de la verdad y de la memoria histórica, 

como medidas destinadas a que se haga justicia, se investigue y sancione a los 

responsables. Por tanto, la Corte ha evidenciado el derecho a la reparación 

como un derecho complejo, en cuanto se encuentra en una relación de 

conexidad e interdependencia con los derechos a la verdad y a la justicia, de 

manera que no es posible garantizar la reparación sin verdad y sin justicia; 

 

(xii) la reparación integral a las víctimas debe diferenciarse de la asistencia y 

servicios sociales y de la ayuda humanitaria brindada por parte del Estado, de 

manera que éstos no pueden confundirse entre sí, en razón a que difieren en su 

naturaleza, carácter y finalidad. Mientras que los servicios sociales tienen su 

título en derechos sociales y se prestan de manera ordinaria con el fin de 
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garantizar dichos derechos sociales, prestacionales o políticas públicas relativas 

a derechos de vivienda, educación y salud, y mientras la asistencia humanitaria 

la ofrece el Estado en caso de desastres; la reparación en cambio, tiene como 

título la comisión de un ilícito, la ocurrencia de un daño antijurídico y la grave 

vulneración de los derechos humanos, razón por la cual no se puede sustituirlas 

o asimilarlas, aunque una misma entidad pública sea responsable  de cumplir 

con esas funciones, so pena de vulnerar el derecho a la reparación; 

 

(xiii) la necesaria articulación y complementariedad de las distintas políticas públicas, 

pese a la clara diferenciación que debe existir entre los servicios sociales del 

Estado, las acciones de atención humanitaria y las medidas de reparación 

integral. De esta manera, el Estado debe garantizar todas las medidas, tanto de 

atención como de reparación a la población desplazada, hasta el 

restablecimiento total y goce efectivo de sus derechos”. 

 
Sobre la base de los anteriores criterios que desarrollan y caracterizan el derecho a la 

reparación, se procede -en el siguiente Capítulo- a analizar, con detalle, el concepto de 

las reparaciones en el SIDH, particularmente en la jurisprudencia de la Corte IDH con 

énfasis en los casos decididos contra el Estado de Colombia. 

 



 

2. Reparaciones en el Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos 

2.1 Reseña Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos 

El Sistema Interamericano de Derechos Humanos, es el sistema regional de protección 

de derechos humanos para los Estados de América, y hace parte la Organización de 

Estados Americanos. Se encuentra conformado por dos órganos, a saber: la CIDH y la 

Corte IDH.   

 

La Corte IDH es una institución judicial autónoma que ejerce jurisdicción internacional 

bajo los principios de subsidiaridad, coadyuvancia y complementariedad de la jurisdicción 

interna de los Estados. Tiene su sede en San José de Costa Rica y su objetivo es aplicar 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como otros instrumentos 

internacionales que le han otorgado competencia, entre ellos:, el Protocolo Adicional a la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”; la Convención Interamericana para 

Prevenir y Sancionar la Tortura; la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”; la Convención 

Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, y Convención Interamericana 

para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las Personas con 

Discapacidad.  

 

La Corte desarrolla su labor mediante su función contenciosa a través del conocimiento 

de casos en los que conoce de la presunta responsabilidad de los Estados por 

violaciones a los instrumentos que le atribuyen competencia. Adicionalmente tiene una 

función cautelar que ejerce al momento de decretar medidas provisionales en casos de 

extrema gravedad y urgencia; y por último cuenta con una función consultiva.  
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Por su parte, la CIDH es un órgano cuasi-judicial del Sistema Interamericano de 

Derechos Humanos. Tiene su sede en Washington D.C., y está encargada de la 

promoción y protección de los derechos humanos en el continente americano. 

Adicionalmente, la CIDH sirve como órgano consultivo de la Organización de Estados 

Americanos. Tiene competencia para conocer de peticiones individuales por presuntas 

violaciones a la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y a los 

instrumentos de derechos humanos de la Organización de Estados Americanos. Así, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 41 de la Convención Americana y lo 

establecido en su Reglamento, puede solicitar a los Estados la adopción de medidas 

cautelares para la protección de las personas y la prevención de perjuicios irremediables 

en casos de gravedad y urgencia.  

 

De conformidad con su Estatuto, la CIDH es un órgano de la Organización de los 

Estados Americanos creado para promover la observancia y la defensa de los derechos 

humanos y servir como órgano consultivo de la Organización en esta materia.  

 

2.2 Evolución de las reparaciones en la jurisprudencia de 
la Corte Interamericana 

La Corte IDH como órgano judicial del Sistema de Protección de Derechos Humanos de 

la Organización de Estados Americanos, en ejercicio de su función contenciosa ha 

resuelto más de 200 casos25, en los cuales ha analizado la responsabilidad internacional 

de los Estados por violaciones a los derechos consagrados en los tratados que le 

asignan competencia, y de encontrarlos responsables ha ordenado, en virtud del artículo 

63.1 de la CADH, la implementación de diferentes medidas de reparación. 

 

En su ejercicio jurisdiccional durante más de 35 años, la Corte IDH ha hecho un profundo 

aporte al alcance y comprensión del derecho a la reparación de las víctimas, al ordenar 

                                                
 

25 CORTE IDH. Informe Anual 2014. San José de Costa Rica, pp. 1.  



Reparaciones en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos 19 

 

medidas de reparación diferentes a las pecuniarias26. Al respecto, el Ex Juez de la Corte 

IDH, Sergio García Ramírez, señaló que en la jurisprudencia de la Corte IDH “se ha 

construido una verdadera doctrina sobre reparaciones, que va mucho más allá de la 

simple reiteración de las medidas indemnizatoria tradicionales”27. 

 

Si bien, en los dos primeros casos conocidos por la Corte IDH, a saber, Velásquez 

Rodríguez vs Honduras, y Godínez Cruz vs Honduras, el Tribunal Interamericano sólo 

ordenó medidas de reparación de tipo pecuniario, como fue el reconocimiento de una 

justa indemnización a los familiares de las víctimas, por concepto de daño material y 

moral28, y no accedió a las otras medidas de reparación formuladas por la CIDH29, su 

criterio varió posteriormente. 

 

Así, años más tarde, la Corte IDH al conocer del Caso Aloeboetoe y otros vs Suriname, 

modificó su jurisprudencia, y ordenó medidas de reparación no pecuniarias, entre ellas, 

reabrir la escuela de Gujaba y dotarla de personal docente y administrativo para que 

funcionara permanentemente; así como reabrir y poner en condiciones operativas el 

dispensario que existía en la Aldea30.  

 

Fue justamente, a partir de dicho caso, que la jurisprudencia del Sistema Interamericano 

ha enriquecido el alcance del derecho a la reparación, solicitando a los Estados la 

                                                
 

26 SAAVEDRA, Alessandri, Pablo. Las reparaciones en el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos. Consultado el 1 de marzo de 2015 en la página de internet 
http://www.usergioarboleda.edu.co/instituto_derechos_humanos/pablo_saavedra_alessandri.htm 
27 GARCÍA Ramírez, Sergio. La Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
en materia de reparaciones. En La Corte Interamericana de Derechos Humanos. Un cuarto de 
siglo. 1979 – 2004. San José de Costa Rica: Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2005, 
pp. 3. 
28 CORTE IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs Honduras. Sentencia de Indemnización 
Compensatoria. Op. Cit., párr. 60, y Caso Godínez Cruz vs Honduras. Sentencia de 
Indemnización Compensatoria de 21 de julio de 1989, párr. 55. 
29 Por ejemplo, en el Caso Velázquez Rodríguez vs Honduras, la Corte no accedió a fijar otras 
medidas de reparación solicitadas por la Comisión Interamericana y los peticionarios, tales como: 
investigar las circunstancias de la desaparición de Manfredo Velásquez, el pago de una pensión 
vitalicia para la viuda de la víctima, el pago de pensión o subsidio para los estudios universitarios 
de los hijos de la víctima, y una vivienda digna. Ver: CORTE IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs 
Honduras. Sentencia de Indemnización Compensatoria. Op. Cit., párr. 36. Caso Godínez Cruz vs 
Honduras. Sentencia de Indemnización Compensatoria. Op. Cit. párr. 6, 7 y 34.  . 
30 CORTE IDH. Caso Aloeboetoe y otros vs Suriname. Sentencia de Reparaciones. Sentencia de 
10 de septiembre de 1993, párr. 116. 

http://www.usergioarboleda.edu.co/instituto_derechos_humanos/pablo_saavedra_alessandri.htm
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adopción de medidas de reparación, que trascienden del componente material31. Si bien, 

en las sentencias posteriores las medidas de reparación ordenadas por la Corte IDH, 

correspondieron con la obligación del Estado de continuar las investigaciones y sancionar 

a quienes resulten responsables, o la identificación de los restos de las víctimas y 

entregarlos a sus familiares32, luego, vino la incorporación de garantías de no repetición, 

y medidas de satisfacción dentro de las reparaciones ordenadas, tal como se procede a 

mencionar a continuación.  

 

Este desarrollo jurisprudencial en materia de reparaciones, también ha venido 

acompañado, de la inclusión de un enfoque diferencial en atención a la calidad y 

condición de la víctima, al momento de determinar el tipo de medidas a ordenar. Así, por 

ejemplo, en relación con comunidades indígenas, la Corte IDH “ha tenido en cuenta la 

visión del mundo de las comunidades involucradas en orden a determinar las 

reparaciones más adecuadas”33, al considerar que la CADH debe ser interpretada 

teniendo en cuenta “el derecho a la identidad cultural de los pueblos indígenas”34. La 

incorporación de este enfoque diferencial será presentada al momento de desarrollar 

cada uno de las medidas de reparación que a lo largo de su jurisprudencia ha ordenado 

el Tribunal Interamericano.  

 

                                                
 

31 SAAVEDRA, Alessandri, Pablo. Las reparaciones en el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos. Op. Cit.  
32 Al respecto, ver por ejemplo: CORTE IDH. Caso El Amparo vs Venezuela. Sentencia de 
Reparaciones de 18 de enero de 1996, párr. 61, en el cual la Corte IDH ordenó “continuar las 
investigaciones de los hechos a que se refiere este caso y sancionar a quienes resulten 
responsables”. En el Caso Neira Alegría Vs. Perú. Sentencia de Reparaciones 19 de septiembre 
de 1996, párr. 69, como parte de las reparaciones en relación con el daño moral ordenó al Estado 
“hacer todo el esfuerzo posible para localizar e identificar los restos de las víctimas y entregarlos a 
sus familiares”. En el Caso Garrido y Baigorria vs Argentina. Sentencia de 27 de agosto de 1998, 
párr. 57, la Corte ordenó investigar los hechos que condujeron a la desaparición de los seńores 
Adolfo Garrido y Raúl Baigorria y someter a proceso y sancionar a sus autores, cómplices, 
encubridores y a todos aquéllos que hubiesen tenido participación en los hechos.  
33 PARRA, Vera, Oscar. La influencia de la visión del mundo de los pueblos indígenas en la 
determinación de reparaciones por parte de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Octubre de 2008. Pág. 91. Consultado en la página web 
http://www.academia.edu/10060275/La_influencia_de_la_visi%C3%B3n_del_mundo_de_los_pueb
los_ind%C3%ADgenas_en_la_determinaci%C3%B3n_de_reparaciones_por_parte_de_la_Corte_I
nteramericana_de_Derechos_Humanos 
34 Ibídem.  

http://www.academia.edu/10060275/La_influencia_de_la_visi%C3%B3n_del_mundo_de_los_pueblos_ind%C3%ADgenas_en_la_determinaci%C3%B3n_de_reparaciones_por_parte_de_la_Corte_Interamericana_de_Derechos_Humanos
http://www.academia.edu/10060275/La_influencia_de_la_visi%C3%B3n_del_mundo_de_los_pueblos_ind%C3%ADgenas_en_la_determinaci%C3%B3n_de_reparaciones_por_parte_de_la_Corte_Interamericana_de_Derechos_Humanos
http://www.academia.edu/10060275/La_influencia_de_la_visi%C3%B3n_del_mundo_de_los_pueblos_ind%C3%ADgenas_en_la_determinaci%C3%B3n_de_reparaciones_por_parte_de_la_Corte_Interamericana_de_Derechos_Humanos
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Ha señalado la Corte IDH que la reparación que debe brindar el Estado con ocasión del 

daño que ha sufrido la víctima y sus familiares, por el incumplimiento de las obligaciones 

internacionales, debe implicar siempre que sea posible la plena restitución (restitutio in 

integrum). No obstante en los eventos en que no es posible, como puede ocurrir en la 

mayoría de los casos de violaciones a derechos humanos, el Tribunal Interamericano ha 

ordenado diferentes medidas para garantizar los derechos conculcados y reparar las 

consecuencias, entre las que además de las compensaciones pecuniarias, se encuentran 

las medidas de restitución, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición35. 

 

En relación con medidas de satisfacción la Corte IDH ha ordenado la publicación del 

resumen o de apartes de la sentencia en un diario de amplia circulación nacional y en el 

diario oficial; así como la realización de actos públicos de reconocimiento de 

responsabilidad y disculpas públicas a los familiares de las víctimas.  

 

De igual manera, ha ordenado la designación de escuelas con el nombre de las víctimas, 

y la realización de audiovisuales como ocurrió en el Caso Contreras y otros vs El 

Salvador en donde la Corte dispuso realización y difusión de un documental sobre 

desaparición forzada de niños y niñas durante el conflicto armado en El Salvador36. 

 

En los casos que ha conocido por violaciones a derechos de las comunidades étnicas, 

como en el Caso Sawhoyamaxa vs Paraguay, el Tribunal ordenó la difusión de los 

apartes de la sentencia en el idioma que la comunidad decidiera37, y en el Caso Escué 

Zapata vs Colombia, la Corte dispuso que el acto de reconocimiento de responsabilidad 

                                                
 

35 CORTE IDH. Caso Osorio Rivera y familiares vs Perú. Op. Cit. párr. 236; Caso Cantoral 
Benavides Vs. Perú. Op. Cit., párrs. 79 a 81, y Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y 
otros) Vs. Ecuador. Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas de 28 
de agosto de 2013, párr. 244; Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Op. Cit, párr. 222. Caso 
Gutiérrez Soler Vs. Colombia. Op. Cit., párr. 63; Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Op. Cit., párr. 
147; Caso Yatama. Op. Cit., párr. 232; y Caso Fermín Ramírez. Op. Cit., párr. 123. 
36 CORTE IDH. Caso Contreras y Otros Vs. El Salvador. Sentencia de Fondo, Reparaciones y 
Costas de 31 de agosto de 2011, párr. 210. 
37 CORTE IDH. Caso Sawhoyamaxa vs Paraguay. Sentencia de Fondo, Reparaciones y Costas 
de 29 de marzo de 2006, párr. 236.  
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se debía realizar tanto en el idioma nasa yute como en el idioma español, tomando en 

consideración las tradiciones, usos y costumbres de los miembros de la Comunidad38.  

  

Como parte de las medidas de rehabilitación, la Corte ha ordenado a los Estados 

brindar gratuitamente, a través de sus instituciones de salud especializadas, y de forma 

inmediata, adecuada y efectiva, el tratamiento médico y psicológico o psiquiátrico, a las 

víctimas que así lo soliciten, incluyendo el suministro gratuito de los medicamentos que 

eventualmente se requieran, tomando en consideración los padecimientos de cada uno 

de ellos. 

 

En el Caso Espinoza González vs Perú39 la Corte dispuso una medida de rehabilitación 

con enfoque de género al ordenar al Estado implementar un mecanismo que permitiera a 

todas las mujeres víctimas de dichas violaciones que lo soliciten, tener acceso gratuito, a 

través de las instituciones públicas del Estado, a una rehabilitación especializada de 

carácter médico, psicológico y/o psiquiátrico dirigido a reparar este tipo de violaciones. 

 

En cuanto a las garantías de no repetición, la Corte ha dispuesto de diferentes medidas 

entre las que se encuentra, la adecuación del  ordenamiento jurídico, como ocurrió en el 

Caso Trujillo Oroza vs Bolivia, en el cual la Corte ordenó como medida de reparación la 

tipificación del delito de desaparición forzada de personas en el ordenamiento jurídico 

interno de Bolivia40. De manera previa, en la sentencia del Caso Caballero Delgado y 

Santana contra Colombia41, la Corte, a pesar de detectar el vacío jurídico presente en 

Colombia respecto del tipo penal de desaparición forzada no accedió a ordenar la 

tipificación de tal conducta al Estado42.  

 

De igual manera, como garantía de no repetición, la Corte ha ordenado el Acceso público 

a los archivos estatales: así, en el caso Rochac Hernández y otros vs El Salvador, 

                                                
 

38 CORTE IDH. Caso Escué Zapata vs Colombia. Sentencia de Fondo, Reparaciones y Costas de 
29 de marzo de 2006. Sentencia de 4 de julio de 2007. Serie C No. 165, párr. 177.  
39 CORTE IDH. Caso Espinoza González vs Perú. Sentencia de Interpretación de la Sentencia de 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas de 20 de noviembre de 2014, párr.331.  
40 CORTE IDH. Caso Trujillo Oroza Vs. Bolivia. Sentencia de 27 de febrero de 2002, párr. 98. 
41 CORTE IDH. Caso Caballero Delgado y Santana contra Colombia. Sentencia de 29 de enero de 
1997, párr. 56.    
42 Ibídem.  
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ordenó al Estado adoptar las medidas pertinentes y adecuadas para garantizar a los 

operadores de justicia, así como a la sociedad salvadoreña, el acceso público, técnico y 

sistematizado a los archivos que contengan información útil y relevante para la 

investigación en causas seguidas por violaciones a los derechos humanos durante el 

conflicto armado43. 

 

Así mismo, ha dispuesto la implementación de capacitación para funcionarios. Por 

ejemplo, en el caso Fleury y otros vs. Haití se ordenó al Estado implementar, en un plazo 

razonable, un programa o curso obligatorio como parte de la formación general y 

continua de la Policía Nacional de Haití, sobre los estándares nacionales e 

internacionales en derechos humanos, particularmente sobre el uso proporcional de la 

fuerza por parte de las fuerzas de seguridad del Estado44. 

 

Respecto de las medidas de restitución ha ordenado dejar sin efecto las condenas 

penales impuestas a las víctimas como lo dispuso en el caso Norín Catrimán y Otros 

(Dirigentes, miembros y activista del pueblo indígena Mapuche) vs. Chile45.  

 

En relación con costas y gastos del proceso, la Corte IDH desde el caso Garrido y 

Baigorria vs Argentina ha sostenido que este rubro hace parte de las reparaciones de 

conformidad con lo consagrado en el artículo 63.1 de la Convención Americana, al 

considerar que “la actividad desplegada por [por la víctima, sus derechohabientes o sus 

representantes] para acceder a la justicia que la Convención provee implica o puede 

                                                
 

43 CORTE IDH. Caso Rochac Hernández y otros vs El Salvador. Sentencia de Fondo, 
Reparaciones y Costas de 14 de octubre de 2014, párr. 209 
44 CORTE IDH. Caso Fleury y Otros vs. Haiti. Sentencia de Fondo y Reparaciones de 23 de 
noviembre de 2011, párr. 129. 
45 CORTE IDH. Caso Norín Catrimán y Otros (Dirigentes, miembros y activista del pueblo indígena 
Mapuche) vs. Chile. Op. Cit., párr. 422; Ver otros casos: Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. 
Sentencia de Reparaciones y Costas de 3 de diciembre de 2001; Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. 
Sentencia de 2 de julio de 2004; Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Sentencia de 22 de noviembre de 
2005; Caso Kimel Vs. Argentina. Sentencia de Fondo, Reparaciones y Costas de 2 de mayo de 208; 
Caso Tristán Donoso Vs. Panamá. Sentencia de Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas 
de 27 de enero de 2009; Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Sentencia de Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas de 20 de noviembre de 2009 y Caso López Mendoza Vs. Venezuela. 
Sentencia de Fondo, Reparaciones y Costas de 1 de septiembre de 2011. 
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implicar erogaciones y compromisos de carácter económico que deben ser compensados 

a la víctima cuando se dicta sentencia condenatoria”46. 

 

Justamente, en este sentido, se ha sostenido que lo relativo a costas y gastos “tiene que 

ver con el problema de acceso a la justicia. De nada serviría un sistema muy elaborado 

de recursos y garantías ante los tribunales, si los particulares se vieran impedidos de 

llegar a él, de manera efectiva, por carecer los recursos necesarios para tal fin”.47 

 

Las modalidades para el reconocimiento de gastos y costas del proceso en la 

jurisprudencia de la Corte IDH han tenido diferentes momentos. Así en los primeros 

casos de los que conoció, ésta no reconoció el reembolso de los gastos que asumieron 

las víctimas y representantes a nivel nacional e internacional, debido a que no se 

presentó esta solicitud48. Y en los eventos en los que la CIDH solicitó el reembolso por 

este concepto, la Corte determinó que no es viable dicha solicitud dado que “El 

funcionamiento de los órganos del sistema interamericano de derechos humanos es 

pagado por los Estados Miembros mediante su cuota anual”49. 

 

En el Caso Neira Alegría vs. Perú, la Comisión manifestó ante la Corte que “esas costas 

que nunca han sido reconocidas hasta ahora en la jurisprudencia de esta Corte, deben 

ser reconocidas... por un principio elemental de justicia”,  por lo que solicitó el reembolso 

de las costas incurridas por los familiares al iniciar el trámite ante la Comisión y ante la 

Corte50. De conformidad, con la petición, la Corte reconoció por primera vez a favor de 

los familiares de las víctimas un monto por este concepto, criterio que se aplicó 

posteriormente en otras sentencias. 

                                                
 

46 CORTE IDH. Caso Garrido y Baigorria vs Argentina. Op. Cit., párr. 79.   
47 GARCÍA Ramírez, Sergio. La Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
en materia de reparaciones. Op. Cit., pp. 60. 
48 CORTE IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs Honduras. Sentencia de Indemnización 
Compensatoria. Op. Cit, párr. 193 y Caso Godínez Cruz vs Honduras; Sentencia de 
Indemnización Compensatoria. Op. Cit., párr. 40: “No aparece en los autos solicitud de 
condenatoria en costas y no es procedente que la Corte se pronuncie sobre ellas (art. 45.1 del 
Reglamento)”. 
49 CORTE IDH. Caso Caballero Delgado y Santana Vs Colombia. Sentencia de Reparaciones. Op. 
Cit. párr. 59; Caso Neira Alegría vs Perú. Op. Cit., párr. 41; Caso El Amparo vs Venezuela. Op. 
Cit., párr. 63; y, Caso Aloeboetoe y otros vs Suriname. Op. Cit., párr. 113 a 115.  
50 CORTE IDH. Caso Neira Alegría vs Perú. Op. Cit., párr. 40. 
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Un segundo momento en la jurisprudencia de la Corte se da en el Caso el Caracazo vs 

Venezuela, en el cual se realizó un reconocimiento de gastos futuros que se pudieran 

generar con ocasión de las gestiones a adelantar a nivel interno e internacional en el 

cumplimiento de la sentencia proferida por la Corte IDH51. Para el efecto, el Tribunal 

dispuso el reintegro de gastos generados ante el Sistema Interamericano, y a su vez fijo 

un monto por concepto de gastos generado y los gastos que se puedan tener a nivel 

interno.  

 

Justamente en relación con este alcance de los gastos, el Secretario de la Corte IDH, 

Pablo Saavedra Alessandri, había señalado en un artículo académico, que se “deberá 

contemplar en las sentencias de la Corte una mención especial a los gastos y costas 

futuras dentro del capítulo correspondiente”52, y que el precedente fijado en el Caso El 

Caracazo debería ser aplicado en posteriores decisiones53.  

 

Siguiendo con la línea de reconocimiento de los gastos que posteriormente se pudieran 

generar, la Corte en el Caso Usón Ramírez Vs Venezuela, dentro del monto ordenado 

por concepto de gastos y costas, incluyó lo relativo a gastos futuros en los que pudiera 

incurrir la víctima o representantes, pero ya no solo a nivel interno, sino también 

reconoce todo lo relativo a la supervisión del cumplimiento de la sentencia54. Similar 

criterio fue aplicado en el Caso Chitay Nech y otros vs Guatemala55, en el Caso Radilla 

Pacheco vs México56, entre otros. 

 

La última modalidad que ha sido implementada por la Corte IDH, fue en el Caso de la 

Comunidad Indígena Xakmok Kasek vs Paraguay, en el que el Tribunal determinó que 

“en el procedimiento de supervisión de cumplimiento de la presente Sentencia, el 

                                                
 

51 CORTE IDH. Caso El Caracazo vs Venezuela. Op. Cit., párr. 133 
52 SAAVEDRA, Alessandri, Pablo. Las reparaciones en el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos. Op. Cit., pp. 14.  
53 Ibídem., pp. 15. 
54 CORTE IDH. Caso Usón Ramírez Vs Venezuela. Sentencia de 20 de noviembre de 2009, párr. 
193. 
55 CORTE IDH. Caso Chitay Nech y otros vs Guatemala. Sentencia de Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas de 25 de mayo de 2010, párr. 289.  
56 CORTE IDH. Caso Radilla Pacheco vs. México. Sentencia de Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas de 23 de noviembre de 2009, párr. 385.  



26 Aportes del Sistema Interamericano de Derechos Humanos en la Reparación 

Integral de Víctimas: Análisis del Caso Colombiano 

 
Tribunal podrá disponer el reembolso por parte del Estado a las víctimas o sus 

representantes de los gastos razonables debidamente comprobados”57. 

 

Este criterio fue aplicado en casos como Contreras y otros vs. El Salvador58, y 

recientemente en el Caso Arguelles y otros vs Argentina, en donde señaló que “en el 

procedimiento de supervisión del cumplimiento de la […] Sentencia, podrá disponer que 

el Estado reembolse a las víctimas o sus representantes los gastos razonables en que 

incurran durante dicha etapa procesal”59. 

 

Con ocasión de la creación y funcionamiento del Fondo de Asistencia Legal de Víctimas 

del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, establecido con el “objeto [de] 

facilitar el acceso al sistema interamericano de derechos humanos a aquellas personas 

que actualmente no tienen los recursos necesarios para llevar su caso al sistema”60, la 

Corte IDH ha ordenado a los Estados el reintegro de las erogaciones en las que se 

hubiese incurrido por la representación y comparecencia de las víctimas ante el Tribunal, 

tal como ocurrió en el Caso de Personas Dominicanas y Haitianas expulsadas vs. 

República Dominicana61, entre otros.   

                                                
 

57 CORTE IDH. Caso Comunidad Indígena Xakmok Kasek vs Paraguay. Sentencia de Fondo, 
Reparaciones y Costas de 24 de agosto de 2010, párr. 331.  
58 CORTE IDH. Caso Contreras y otros vs. El Salvador. Op. Cit., Sentencia de Fondo, 
Reparaciones y Costas.  
59 CORTE IDH. Caso Arguelles y otros vs Argentina. Sentencia de Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas de 20 de noviembre de 2014, párr. 299. 
60 AG/RES. 2426 (XXXVIII-O/08), Resolución adoptada por la Asamblea General de la OEA 
durante la celebración del XXXVIII Período Ordinario de Sesiones de la OEA, en la cuarta sesión 
plenaria, celebrada el 3 de junio de 2008, “Creación del Fondo de Asistencia Legal del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos”, Punto Resolutivo 2.a), y CP/RES. 963 (1728/09), 
Resolución adoptada el 11 de noviembre de 2009 por el Consejo Permanente de la OEA, 
“Reglamento para el Funcionamiento del Fondo de Asistencia Legal del Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos”, artículo 1.1.” 
61 CORTE IDH. Caso de Personas Dominicanas y Haitianas expulsadas vs- República 
Dominicana. Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas de 28 de 
agosto de 2014, párr. 502. Adicionalmente, ver: CORTE IDH. Caso Hermanos Landaeta Mejías y 
otros vs Venezuela. Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas 27 de 
agosto de 2014, párr. 332.  
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2.3 Medidas de reparación en las sentencias contra 
Colombia 

Colombia es Estado Parte en la CADH desde el 31 de julio de 1973 y el 21 de junio de 

1985 reconoció la competencia contenciosa de la Corte IDH.  

 

En el marco de su función contenciosa, a la fecha, la Corte IDH ha decidido en contra de 

Colombia quince (15) casos62 por la violación de derechos consagrados en la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Convención Interamericana para 

Prevenir y Sancionar la Tortura, y sobre las cuales mantiene actualmente su competencia 

respecto de la supervisión del cumplimiento de la medidas de reparación ordenadas en 

dichos fallos.  

 

Actualmente, la Corte IDH conoce de tres (3) casos63 en trámite, que fueron sometidos a 

su jurisdicción por la CIDH, y en los que se alega la violación a derechos consagrados en 

la CADH.  

 

En cada una de las sentencias que ha proferido la Corte IDH, se ha ordenado al Estado 

implementar diferentes medidas de reparación. A continuación, se procede a describir las 

medidas de reparación que han sido ordenadas en cada uno de los casos, sin realizar 

apreciaciones sobre su estado de cumplimiento.   

 

                                                
 

62 CORTE IDH. Caballero Delgado y Santana; Caso Las Palmeras; Caso 19 comerciantes; Caso , 
Masacre de Mapiripán; Caso Gutiérrez Soler; Caso de la Masacre de Mapiripán; Caso de la 
Masacre de Pueblo Bello; Caso de las Masacres de Ituango; Caso de la Masacre de La Rochela; 
Caso Escué Zapata; Caso Valle Jaramillo y Otros; Caso Manuel Cepeda Vargas; Caso Vélez 
Restrepo y Familiares; Caso de la Masacre de Santo Domingo; Caso de las Comunidades 
Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Rio Cacarica (Operación Génesis), y Caso 
Rodríguez Vera y Otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia). 
63 CIDH. Caso No. 12.251. Vereda La Esperanza, sometido a la jurisdicción de la Corte 
Interamericana el 13 de diciembre de 2014; Caso 12.841. Ángel Alberto Duque, sometido a la 
jurisdicción de la Corte Interamericana el 21 de octubre de 2014, y Casos No.12.595, 12.596 y 
12.621 Ana Teresa Yarce y Otras, sometido a la jurisdicción de la Corte Interamericana el 3 de 
junio de 2014. 
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2.3.1 Caso Caballero Delgado y Santana vs Colombia 

La CIDH presentó el Caso Caballero Delgado y Santana ante la Corte IDH el 24 de 

diciembre de 1992, con el fin de que conociera de la responsabilidad del Estado 

colombiano por las violaciones a la CADH.  

 

De conformidad con su competencia, el 8 de diciembre de 1995, la Corte IDH profirió 

sentencia de fondo, en la que concluyó que la detención y desaparición de Isidro 

Caballero Delgado y María del Carmen Santana fue realizada por miembros del Ejército 

Nacional y particulares que contaron con su apoyo. En este sentido, encontró 

responsable al Estado por la violación a los derechos a la vida y libertad personal, pero 

decidió que no se habían violado los derechos a la integridad personal, la protección 

judicial, las garantías judiciales, y el deber de adoptar disposiciones de derecho interno.  

 

En correspondencia con las conclusiones y la declaratoria de responsabilidad, la Corte 

IDH decidió que el Estado debía continuar con la investigación y sanción de los 

responsables de los hechos del caso, y pagar una justa indemnización a los familiares de 

las víctimas. Con el fin de fijar los montos respectivos, y otras solicitudes que en materia 

de reparación presentó la CIDH, la Corte IDH se pronunció mediante sentencia de 29 de 

enero de 199764.  

 

La Corte IDH ordenó indemnizaciones por daño material con ocasión de la detención y 

desaparición de Isidro Caballero Delgado. No obstante, debido a que no contaba con 

información de María del Carmen Santana como “identidad real, edad y filiación que 

permita determinar el monto de tales daños, ni sobre sus eventuales beneficiarios”65, se 

abstuvo de ordenar indemnizaciones por este concepto.  

 

Asimismo, la Corte IDH ordenó el pago de indemnizaciones por daño inmaterial a favor 

de los familiares de las víctimas, y en el caso de María del Carmen Santana, dispuso que 

                                                
 

64 CORTE IDH. Caso Caballero Delgado y Santana. Sentencia de Fondo. Sentencia de 8 de 
diciembre de 1995.  
65 CORTE IDH. Caso Caballero Delgado y Santana. Sentencia de Reparaciones. Op. Cit., párr. 
45. 
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se entregara al pariente más cercano, para lo cual estableció que a nivel interno se debía 

continuar adelantando las acciones que permitieran conocer la identidad de la víctima66.  

 

De igual manera, se ordenó al Estado continuar los esfuerzos para localizar los restos de 

las víctimas y entregarlos a sus familiares67.  

 

De otra parte, es de indicar que la CIDH solicitó a la Corte IDH ordenar al Estado realizar 

un reconocimiento de responsabilidad, otorgar especial atención y aporte económico 

“razonable” al colegio departamental “Isidro Caballero Delgado” y desarrollar un 

programa de promoción y difusión de los derechos humanos “dirigido a los distintos 

estamentos sociales”. Estas medidas no fueron otorgadas, pues la Corte IDH consideró 

que la sentencia de fondo y el reconocimiento de responsabilidad realizado por el Estado 

habían constituido una adecuada reparación68.  

 

Frente a otras solicitudes de reparaciones como la reforma de la legislación colombiana 

respecto del recurso de hábeas corpus, la Corte IDH no la consideró procedente debido a 

que no se había encontrado responsable al Estado por la violación de los artículos 2, 8 y 

25 de la Convención Americana, y además, porque “el examen de la legislación interna 

no es materia apropiada para ser considerada en la fase de reparaciones de un 

proceso”69.  

 

En cuanto a la tipificación del delito de desaparición forzada70, consideró la Corte IDH 

que la “tipificación es deseable, pero que la falta de ella no ha obstaculizado el desarrollo 

de los procesos que sigue la justicia colombiana para investigar y sancionar los delitos 

cometidos en perjuicio de las personas a que se refiere el presente caso”71. 

 

                                                
 

66 Ibídem., párr. 45 y 51. 
67 Ibídem, párr. 58. 
68 Ibídem.  
69 Ibídem, párr. 55. 
70 Ibídem, párr. 53. 
71 Ibídem, párr. 56. 
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2.3.2 Caso Las Palmeras Vs Colombia 

El Caso Las Palmeras fue sometido a conocimiento de la CIDH el 27 de enero de 1994. 

Los hechos que sustentaron la denuncia presentada por los peticionarios ocurrieron el 23 

de enero de 1991 en la localidad de Las Palmeras, municipio de Mocoa, departamento 

de Putumayo, en los cuales murieron siete personas con ocasión del accionar de 

miembros de la Policía Nacional y del Ejército Nacional.  

 

Luego de surtido el trámite ante la CIDH, y considerando que las partes no llegaron a un 

acuerdo para adelantar una solución amistosa y que el Estado no cumplió las 

recomendaciones formuladas por la CIDH en el Informe de Fondo, el caso fue 

presentado a la Corte IDH el 6 de julio de 1998, con el fin de que declarara 

internacionalmente responsable al Estado colombiano por la violación del derecho a la 

vida, a la protección judicial y las garantías judiciales, en perjuicio de las víctimas 

mortales y sus familiares72.  

 

La Corte IDH, de conformidad con los alegatos y las pruebas obtenidas durante el 

proceso determinó como hechos probados, entre otros que: “durante el operativo 

efectuado el 23 de enero de 1991 por miembros del Cuerpo Especial Armado de la 

Policía Nacional y del Ejército Nacional de Colombia, fueron ejecutados 

extrajudicialmente, mientras se encontraban bajo su custodia, Artemio Pantoja Ordóñez, 

Hernán Javier Cuarán Muchavisoy, Julio Milciades Cerón Gómez, Wilian Hamilton Cerón 

Rojas y Edebraes Norverto Cerón Rojas.  Dichas personas no pertenecían a ningún 

grupo armado subversivo. […] Los miembros de la policía y/o del ejército implicados en 

los hechos realizaron una serie de acciones con el propósito de alterar las circunstancias 

en que ocurrieron éstos y obstaculizar o no colaborar con las investigaciones iniciadas 

con el fin de esclarecer el caso”73. 

 

A su vez, el Tribunal Interamericano mediante sentencia de 6 de diciembre de 2001 

declaró responsable al Estado colombiano por la violación del derecho a la vida con 

                                                
 

72 CORTE IDH. Caso Las Palmeras. Sentencia de Excepciones Preliminares. Op. Cit., párr. 12.  
73 CORTE IDH. Caso Las Palmeras. Sentencia de Reparaciones de 26 de noviembre de 2002, 
párr. 35. 
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ocasión de la muerte de N.N./Moisés o N.N./Moisés Ojeda; y de los derechos a las 

garantías judiciales y a la protección judicial en perjuicio de los familiares de las víctimas 

mortales. De igual manera, concluyó que no encontró probada la responsabilidad del 

Estado por la muerte de Hernán Lizcano Jacanamejoy, y que la responsabilidad de las 

otras víctimas mortales ya había sido declarada a nivel interno en el marco de los 

procesos de acción de reparación directa.  

 

Como consecuencia de dicha decisión, la Corte IDH ordenó al Estado la adopción de 

medidas de reparación. En este caso, a diferencia de lo que había ocurrido en el Caso 

Caballero Delgado y Santana, el Tribunal al momento de fijar reparaciones procedió a 

analizarlas respecto de cada uno de los derechos por los cuales encontró responsable al 

Estado colombiano, mas no las ordenó atendiendo a cada uno de los criterios que 

contempla una reparación integral.  

 

En este sentido, respecto de la violación al derecho a la vida en perjuicio de N.N./Moisés 

o N.N./Moisés Ojeda, y frente a lo cual la Corte se refirió como “reparaciones por 

pérdida de la vida”, la Corte ordenó el pago de una indemnización fijada en equidad, a 

favor de sus familiares de las víctimas. Debido a que no se conocía la identidad de la 

víctima, y tampoco en el proceso ante el Sistema Interamericano se presentaron 

personas que adujeran tener algún vínculo o parentesco con ésta, la Corte IDH 

estableció un término de 24 meses contados a partir de la identificación de N.N./Moisés o 

N.N./Moisés Ojeda, para que los familiares se presenten ante el Estado, demuestren su 

parentesco y puedan recibir el pago de la indemnización correspondiente.  

 

Las reparaciones por la violación a los derechos a las garantías y protección 

judiciales, fueron ordenadas por la Corte IDH en atención a los daños sufridos por los 

familiares de las víctimas como consecuencia de la impunidad en la que se encuentra el 

caso así como por las conductas de miembros de la Policía y otros funcionarios que 

hicieron parecer a las víctimas como guerrilleros, lo que llevó a que sus familiares fueron 

objeto de señalamientos. Para el efecto, la Corte IDH ordenó el pago de una 

indemnización, que cuantificó de acuerdo con las pruebas aportadas en el proceso.  

 

En cuanto a las otras formas de reparación, la Corte IDH ordenó al Estado:  
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 Investigar, juzgar y sancionar a los responsables materiales e intelectuales, 

eventuales encubridores; y divulgar públicamente el resultado del proceso, con el 

propósito de que toda la sociedad conozca lo ocurrido. Dentro de las 

consideraciones sobre esta medida de reparación la Corte IDH hizo referencia a la 

prescripción de la acción penal en casos que estén en trámite ante el Sistema 

Interamericano, indicando que: “[…] el período de prescripción se suspende 

mientras un caso esté pendiente ante una instancia de los órganos del 

sistema interamericano de protección de los derechos humanos.  De no ser 

así, se negaría el efecto útil de las disposiciones de la Convención Americana en el 

derecho interno de los Estados parte. Más aún, si se admite que el tiempo 

transcurrido mientras un caso se encuentra sujeto a conocimiento en el sistema 

interamericano sea computado para fines de prescripción, se estaría atribuyendo al 

procedimiento internacional una consecuencia radicalmente contraria a la que con 

él se pretende: en vez de propiciar la justicia, traería consigo la impunidad de los 

responsables de la violación”74. (Negrilla fuera de texto) 

 

 Adelantar en un plazo razonable todas las diligencias necesarias para identificar a 

N.N./Moisés, localizar y exhumar sus restos, y entregarlos a sus familiares para 

que le den sepultura, cuyos gastos deberán ser cubiertos por el Estado75.  

 

 Disponer de los recursos necesarios para ubicar a los familiares de N.N./Moisés, 

una vez haya sido identificado. Para el efecto, ordenó la publicación de un anuncio 

en un medio de radiodifusión, un medio de televisión y un medio de prensa escrita, 

todos ellos de cobertura nacional, mediante el cual se indique que se está 

localizando a los familiares de la víctima para otorgarles la reparación ordenada76. 

 

 Publicar en el Diario Oficial y en un boletín de prensa de la Policía Nacional y de las 

Fuerzas Armadas de Colombia, por una sola vez, la sentencia de fondo, y el 

capítulo VI de la sentencia de reparaciones.  

                                                
 

74 Ibídem, párr. 69. 
75 Ibídem., párr. 71. 
76 Ibídem., párr. 72. 
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La Corte IDH no accedió a la solicitud de los representantes de los familiares y la CIDH 

relativa a que el Estado colombiano realizara actos simbólicos como medidas de no 

repetición o de satisfacción, porque consideró que el reconocimiento de responsabilidad 

realizado por el Estado era un aporte positivo al proceso, y además determinó que la 

sentencia constituía per se una forma de reparación y satisfacción para los familiares de 

las víctimas77.  

 

Si bien la Corte IDH consideró que no estaba probada la responsabilidad del Estado por 

la muerte de Hernán Lizcano Jacanamijoy, sí consideró como víctimas del proceso a sus 

familiares con ocasión de las demoras en el proceso penal, por lo cual ordenó al Estado 

entregar los restos de Hernán Lizcano Jacanamijoy a sus familiares para que les den una 

adecuada sepultura, y determinó que estos costos así como el traslado de los restos 

deberían ser asumidos por el Estado. 

 

 

2.3.3 Caso 19 Comerciantes vs Colombia 

El 24 de enero de 2001, la CIDH presentó una demanda en contra de Colombia con el fin 

de que la Corte IDH resolviera si el Estado era responsable internacionalmente por 

violaciones a los derechos humanos consagrados en la CADH. Mediante sentencia de 5 

de julio de 2004, la Corte IDH concluyó que, con ocasión de la ejecución y desaparición 

forzada de 19 comerciantes en Puerto Boyacá cometida por miembros de grupos 

paramilitares que contaron con el apoyo de agentes del Estado, Colombia había violado 

varios derechos consagrados en la CADH.  

 

Así, respecto de los 19 comerciantes, la Corte IDH concluyó que se habían violado los 

derechos a la vida, a la integridad personal, a la libertad personal, a las garantías y 

protección judiciales, en relación con el deber de respeto y garantía. De otra parte, se 

violó en perjuicio de los familiares de las víctimas los derechos a la integridad personal, a 

las garantías y protección judiciales, en relación con el deber de respeto y garantía. En 

este sentido determinó como “parte lesionada” a las 19 víctimas mortales y a los 

                                                
 

77 Ibídem., párr. 74. 
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familiares de éstas78.  

 

Por estos hechos, la Corte IDH reconoció una indemnización por daño material79, que 

comprendió lo relativo a la pérdida de ingresos por los 19 comerciantes, y daño 

emergente con ocasión de los gastos en los que incurrieron los familiares de las víctimas 

en la búsqueda de sus seres queridos. Los montos por daño material fueron fijados en 

equidad, por parte del Tribunal80.  

 

De igual manera, la Corte IDH ordenó en equidad una indemnización por daño 

inmaterial, con ocasión tanto del daño sufrido por los 19 comerciantes -producto de su 

detención ilegal, tratos crueles, inhumanos y degradantes, y muerte-, así como los 

sufrimientos de los familiares –por la desaparición y falta de apoyo de las autoridades en 

la búsqueda de sus seres queridos, la impunidad en la que se encuentra el caso-. Frente 

a este daño la Corte IDH, como lo ha hecho en otros casos81, lo presumió respecto de los 

hijos, la cónyuge o compañera, los padres y hermanos, por lo cual no fue necesario 

demostrarlo.  

 

Frente al particular, es de indicar, que la Corte IDH introdujo por primera vez en un caso 

contra Colombia como parte del daño inmaterial, los sufrimientos de los que fueron 

víctimas directamente las personas que perdieron la vida. Así indico que “es propio de la 

naturaleza humana que toda persona sometida a agresiones y vejámenes, como los que 

se cometieron contra los 19 comerciantes (detención ilegal, tratos crueles, inhumanos y 

degradantes y muerte) experimente dolores corporales y un profundo sufrimiento y 

angustia moral […]”82. De esta manera, la Corte IDH fue más allá de determinar 

indemnizaciones por daño material a favor de los familiares de las víctimas directas.  

                                                
 

78 CORTE IDH. Caso 19 comerciantes. Op. Cit., párr. 228. 
79 Ibídem., párr. 247-252. 
80 Ibídem., párr. 239-243. 
81 CORTE IDH. Caso 19 comerciantes. Op. Cit., párr. 229; Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2004., párr. 169.a); Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2003., párrs. 243 y 264.b); y Caso Juan Humberto Sánchez Vs. 
Honduras. Sentencia de 7 de junio de 2003, párrs. 155, 173, 175 y 177; Caso del Caracazo Vs. 
Venezuela. Op. Cit., párrs 104.a) y 107.a); Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros). 
Sentencia de Reparaciones de 25 de mayo de 2001, párrs. 173-174. 
82 CORTE IDH. Caso 19 comerciantes. Op. Cit., párr. 248 
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En cuanto a las otras medidas no compensatorias del daño inmaterial, las cuales la Corte 

las menciona como otras formas de reparación, ordenando al Estado: 

 

 Investigar efectivamente los hechos del presente caso, con el fin de identificar, 

juzgar y sancionar a todos los autores materiales e intelectuales83, y de igual 

manera, efectuar una búsqueda seria, en la cual se realicen todos los esfuerzos 

posibles para determinar con certeza lo ocurrido con los restos de las víctimas y, en 

caso de ser posible, entregarlos a sus familiares84. 

 Erigir un monumento en memoria de las víctimas y una placa con los nombres de 

los 19 comerciantes85. 

 Acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional y de desagravio a 

los familiares de los 19 comerciantes, el cual debe contar con la presencia de los 

familiares y de las más altas autoridades del Estado86. 

 Establecer todas las condiciones necesarias para que los miembros de la familia de 

la víctima Antonio Flórez Contreras, que están en el exilio, puedan regresar a 

Colombia, si así lo desean, y cubrir los gastos en que incurran por motivo del 

traslado87. 

 Garantizar la vida, integridad y seguridad de las personas que rindieron declaración 

ante la Corte IDH y sus familias, y proveerles la protección necesaria88.  

 Pagar lo relativo por concepto de costas y gastos, suma que fue fijada en equidad 

para entregar a los representantes de las víctimas.  

 

De otra parte, y por primera vez respecto de los casos en contra de Colombia, la Corte 

IDH ordenó brindar gratuitamente, a través de sus instituciones de salud especializadas, 

el tratamiento médico y psicológico requerido por los familiares de las víctimas, 

incluyendo los medicamentos y tomando en consideración que algunos han padecido de 

drogadicción y alcoholismo89. 

                                                
 

83 Ibídem, párr. 263. 
84 Ibídem, párr. 271 
85 Ibídem, párr. 273. 
86 Ibídem, párr. 274. 
87 Ibídem, párr. 279. 
88 Ibídem, párr. 280. 
89 Ibídem, párr. 278. 
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Adicionalmente, la CIDH solicitó la creación de un “grupo o comisión de la verdad” para 

esclarecer los hechos, comunicación privada y personal del Presidente de la República a 

cada uno de los familiares en el que pida perdón por los hechos, transmisión de un 

informe audiovisual sobre los hechos del caso, entre otras.  

 

Sobre el particular, la Corte IDH manifestó que “en lo que respecta a las demás 

pretensiones sobre reparaciones […] la Corte estima que la presente Sentencia 

constituye per se una forma de reparación”90. 

 

2.3.4 Caso Gutiérrez Soler vs Colombia 

La Corte IDH conoció del caso con ocasión de la demanda presentada por la CIDH el 26 

de marzo de 2004, y profirió sentencia en contra de Colombia el 12 de septiembre de 

2005, en la que encontró responsable al Estado con ocasión de la detención sin orden 

judicial de Wilson Gutiérrez Soler, y las torturas a las que fue sometido por agentes del 

Estado, así como por las amenazas, hostigamientos, vigilancia, detenciones, 

allanamientos y atentados en contra de la vida e integridad personal, tanto de él como de 

su familia91.  

 

Durante el proceso, la Corte IDH valoró el reconocimiento de responsabilidad realizado 

por el Estado y concluyó que Colombia era responsable por la violación del derecho a la 

integridad personal en relación con la obligación de respeto y garantía prevista en la 

CADH en perjuicio de Wilson Gutiérrez Soler, y sus familiares; el derecho a la libertad 

personal, las garantías y protección judiciales establecidos en la CADH y los artículos 1, 

6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura en perjuicio 

Wilson Gutiérrez Soler.  

 

                                                
 

90 CORTE IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Op. Cit., párr. 178; Caso Myrna Mack Chang 
Vs. Guatemala. Op. Cit. párr. 260; y Caso Bulacio Vs. Argentina. Sentencia de 18 de septiembre 
de 2003, párr. 96. 
91 CORTE IDH. Caso Gutiérrez Soler Vs. Colombia. Op. Cit., párr. 127. 
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Para efectos de la reparación en este caso, la Corte IDH considero como “parte 

lesionada” a Wilson Gutiérrez Soler, y a sus familiares entre los que se encuentran su 

hijo, sus padres, su hermano, su cuñada, y sus sobrinos92.  

 

La Corte IDH ordenó como medidas de reparación, el pago de una indemnización por 

daños inmateriales y materiales. En lo que respecta al daño material, éste se concedió 

a favor del señor Wilson Gutiérrez Soler por la pérdida de ingresos, la cual fue fijada en 

equidad. De igual manera, y por primera vez en las sentencias en contra del Estado 

colombiano, se ordenó una indemnización en equidad por daño patrimonial familiar, la 

cual fue fijada toda vez que el Tribunal consideró que el exilio, los traslados de vivienda, 

los cambios de trabajo, los seguimientos, entre otros hechos, afectaron seriamente el 

patrimonio familiar93.  

 

De igual manera, por primera vez en un caso contra Colombia, la Corte reconoció daño 

al proyecto de vida. Este daño fue reconocido en perjuicio de Wilson Gutiérrez Soler, al 

considerar que los hechos de los que fue víctima causaron daños irreparables en su vida 

e impidieron su desarrollo personal y profesional. Consideró el Tribunal que “[l]a 

naturaleza compleja e íntegra del daño al “proyecto de vida exige medidas de 

satisfacción y garantías de no repetición que van más allá de la esfera económica”94. No 

obstante, la Corte manifestó que “ninguna forma de reparación podría devolverle o 

proporcionarle las opciones de realización personal de las que se vio injustamente 

privado el señor Wilson Gutiérrez Soler”95. 

 

Respecto de otras formas de reparación, entre las que se encuentra medidas de 

satisfacción y garantías de no repetición, la Corte IDH ordenó al Estado:  

 

 Investigar efectivamente los hechos del presente caso con el fin de identificar, 

juzgar y sancionar a los autores de la detención y torturas al señor Wilson Gutiérrez 

Soler. Los resultados de este proceso deberán ser públicamente divulgados por el 

                                                
 

92 Ibídem., párr. 69. 
93 Ibídem., párr. 78. 
94 Ibídem., párr. 89. 
95 Ibídem. 
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Estado, de manera tal que la sociedad colombiana pueda conocer la verdad acerca 

de los hechos de este caso96. 

 Adoptar inmediatamente las medidas necesarias para promover que la entidad 

competente ejerza la acción de revisión, en relación con las providencias definitivas 

dictadas en el caso.  

 Brindar gratuitamente, a través de las instituciones de salud, el tratamiento 

psicológico y psiquiátrico que requieran los familiares de Wilson Gutiérrez, 

determinados en la sentencia, así como los medicamentos que puedan necesitar. 

Debido a que la víctima y su hijo se encuentran exiliados, la Corte fijó una suma de 

dinero para cubrir gastos relacionados con su tratamiento médico y psicológico.  

 Publicar las partes pertinentes de la sentencia por una sola vez en el Diario Oficial 

y en un diario de circulación nacional97.  

 Implementar en los cursos de formación de los servidores públicos de la 

jurisdicción penal militar y de la fuerza pública un programa dirigido al análisis de la 

jurisprudencia del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos 

Humanos98.  

 Difusión e implementación de los parámetros del Manual para la investigación y 

documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes (“el Protocolo de Estambul”). Esto debe estar dirigido a los médicos 

que cumplen sus funciones en los centros de detención oficiales y a los 

funcionarios del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, así 

como a los fiscales y jueces encargados de la investigación y juzgamientos de 

hechos como los cometidos en contra de la víctima de este caso99. 

 Fortalecer los mecanismos de control existentes en los centros estatales de 

detención, con el propósito de garantizar condiciones de detención adecuadas y el 

respeto a las garantías judiciales100. Los mecanismos de control deben incluir:  

o La realización de exámenes médicos que respeten las normas establecidas 

por la práctica médica a toda persona detenida o presa. Concretamente, se 

                                                
 

96 Ibídem., párr. 96. 
97 Ibídem., párr. 105. 
98 Ibídem., párr. 106. 
99 Ibídem., párr. 110. 
100 Ibídem., párr. 112. 
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deberán llevar a cabo en privado bajo control de los médicos y nunca en 

presencia de agentes de seguridad u otros funcionarios del gobierno.  Dichos 

exámenes se efectuarán con la menor dilación posible después del ingreso 

del detenido en el lugar de detención o prisión y, posteriormente, aquél 

recibirá atención y tratamiento médico cada vez que sea necesario;  

o La evaluación psicológica regular de los funcionarios encargados de la 

custodia de las personas privadas de la libertad, con el propósito de asegurar 

que dichas personas presentan un adecuado estado de salud mental; y  

o Acceso frecuente a dichos centros para los funcionarios de organismos 

apropiados de control o de protección de derechos humanos. 

 

2.3.5 Caso Masacre de Mapiripán vs Colombia 

La Corte encontró responsable al Estado colombiano por la violación de los derechos 

consagrados en los artículos 4.1, 5.1 y 5.2, 7.1 y 7.2, 8.1, 25, 19 y 22.1 de la CADH, 

todos en relación con el artículo 1.1 del mismo tratado. En el trámite ante la Corte IDH, el 

Estado reconoció responsabilidad internacional por la violación de los artículos 4, 5 y 7, 

derechos a la vida, integridad personal y libertad personal, respectivamente. 

 

Para efectos de reparaciones, en este caso, la Corte IDH consideró como parte lesionada 

y beneficiaria de la sentencia a aproximadamente 49 personas que fueron ejecutadas y 

desaparecidas, y por las cuales el Estado reconoció responsabilidad. De igual manera, 

consideró como parte lesionada a todos los familiares de estas 49 personas al ser 

víctimas de violaciones a los derechos a la integridad personal, garantías y protección 

judiciales y a familiares víctimas de desplazamiento forzado identificados por la Corte 

IDH, entre los que se encontraban niños y niñas, al haber resuelto que se habían violado 

sus derechos a la circulación y residencia, a una vida digna, a la integridad personal y los 

derechos del niño101. 

 

 

                                                
 

101 CORTE IDH. Caso Masacre de Mapiripán Vs. Colombia. Sentencia de Fondo, Reparaciones y 
Costas de 15 de septiembre de 2005, párr. 256. 
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Adicionalmente, la Corte IDH señaló que de conformidad con la información aportada por 

los peticionarios y la CIDH, surgían otras personas que serían víctimas de 

desplazamiento, y de la violación a los derechos a la integridad personal y los derechos 

del niño; pese a ello, no fueron mencionadas por los representantes como beneficiarias.  

 

Sin embargo, considerando los daños que también pudieron sufrir, la Corte IDH dispuso 

que “estas víctimas podrán acudir al mecanismo oficial designado para recibir las 

indemnizaciones correspondientes”102. Sobre este mecanismo ordenado por la Corte IDH 

se hará referencia en párrafos posteriores.  

 

Sobre el particular, precisó en su fallo la Corte IDH, que si bien cuando un caso cursa 

ante esa instancia es “la parte interesada [la que] debe comunicar quién o quiénes son 

los beneficiarios”103, debido a los hechos del caso y al reconocimiento de responsabilidad 

que realizó el Estado, el Tribunal procedió a ordenar medidas de reparación para 

víctimas y familiares que no han podido ser individualizados, tal como se señalará en 

párrafos infra.  

 

Señalada la parte lesionada en el proceso, la Corte IDH procedió a fijar las medidas de 

reparación. En este sentido, reconoció indemnizaciones por daño material a las víctimas 

mortales identificadas en el proceso ante la Corte y que no había conciliado a nivel 

interno. Pese a las dificultades que en materia probatoria tenía para poder establecer con 

certeza a cuánto se acercaba el daño sufrido, la Corte fijó la suma en equidad. La Corte 

IDH fue flexible con el tema probatorio, considerando que la manera en que se 

presentaron los hechos llevó a que familiares de las víctimas tuvieron que desplazarse 

forzadamente, lo que generó que no contaran con documentos que permitieran probar el 

monto de los ingresos, la labor que ejercían, entre otros aspectos104.  

 

 

                                                
 

102 Ibídem., párr. 258. 
103 Ibídem., párr. 252; Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Suriname. Sentencia de 15 de junio de 
2005, párr. 178, y Caso Masacre Plan de Sánchez. Sentencia de Reparaciones de 19 de 
noviembre de 2004, párr. 67. 
104 CORTE IDH. Caso Masacre de Mapiripán Vs. Colombia. Op. Cit., párrs. 266 y 267. 



Reparaciones en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos 41 

 

Considerando que a nivel interno se llegaron a acuerdos conciliatorios entre los familiares 

de las víctimas y el Estado, en el marco de las acciones de reparación directa, la Corte 

IDH señaló que esto sería tenido en cuenta al momento de fijar las indemnizaciones tanto 

en el componente de daño material como inmaterial, debido a que las indemnizaciones 

no pueden implicar ni enriquecimiento ni empobrecimiento para la víctima o sus 

sucesores.  

 

De otra parte, teniendo en cuenta que al momento de adoptar la sentencia, la jurisdicción 

contencioso – administrativa aún continuaba conociendo de otras demandas, la Corte 

IDH resolvió fijar reparaciones a favor de los familiares de estas víctima, pero determinó 

que en el momento en que se realicen los pagos a los beneficiarios, se “deberá 

comunicar a los tribunales que estén conociendo dichos procesos para que resuelvan lo 

conducente”105. 

 

En cuanto a las personas víctimas de desplazamiento forzado, la Corte IDH mencionó 

que de conformidad con lo dicho por los mismos familiares de las víctimas, éstos “habían 

recibido ayuda del Estado, en menor o mayor grado, en razón de dicha condición”106. La 

Corte IDH no aclaró en su sentencia a qué tipo de “ayuda del Estado” hacían referencia 

las víctimas, y si ésta sería tenida en cuenta al momento de fijar reparaciones. Sin 

embargo, en párrafos posteriores, otorgó indemnizaciones a favor de algunos familiares 

de las víctimas, por daños sufridos con ocasión de diferentes hechos, entre ellos, el 

desplazamiento forzado107.  

 

Adicionalmente, la Corte IDH determinó que, debido a que no todas las víctimas mortales 

y sus familiares habían podido ser identificados o individualizados en el trámite, éstas no 

serían beneficiarias de indemnizaciones por daño material, pero sí de indemnizaciones 

por daño inmaterial y otras formas de reparación. Así mismo, sostuvo que “la 

determinación de las reparaciones en esta instancia internacional no obstaculiza ni 

precluye la posibilidad de esos familiares de víctimas no individualizados o identificados 

de plantear los reclamos pertinentes ante las autoridades nacionales, a medida que 

                                                
 

105 Ibídem., párr. 270. 
106 Ibídem., párr. 268. 
107 Ibídem., párrs. 273 y 274. 
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vayan siendo identificados, incluso a través de los medios que se fijan en esta 

Sentencia”108. 

 

Respecto del daño inmaterial, éste fue reconocido tanto por el daño sufrido por las 

propias víctimas mortales como por sus familiares. Lo anterior, considerando que antes 

de la muerte y desaparición “las víctimas fueron sometidas a graves torturas psicológicas 

al presenciar las ejecuciones de otras personas y al prever su fatal destino”109, y que los 

familiares sufrieron daños por lo ocurrido a sus seres queridos, por la falta de apoyo en la 

búsqueda de desaparecidos, por la impunidad en la que se encuentran los hechos, entre 

otros aspectos.  

 

Con base en ello, la Corte IDH ordenó el pago de una compensación por concepto de 

daño inmaterial, la cual fue fijada en equidad. Respecto de aquellos familiares que 

habían acudido a la jurisdicción contenciosa – administrativa a través de acción directa, 

la Corte IDH señaló que si bien en dicha instancia se fijaron indemnizaciones por el daño 

moral sufrido por los familiares, no se indemnizó el daño de las víctimas mortales, por lo 

que resolvió reconocerlo. De igual manera, al momento de fijar las indemnizaciones, la 

Corte IDH tuvo en cuenta la especial situación de las víctimas que para el momento de 

los hechos eran niños y niñas, por lo que se les reconoció un monto mayor, el cual 

también fue fijado en equidad.  

 

Por último, en cuanto a las medidas de satisfacción que también tienen como propósito 

compensar el daño inmaterial, la Corte IDH ordenó las siguientes reparaciones:  

 

 Realizar inmediatamente las debidas diligencias para activar y completar 

eficazmente la investigación para determinar la responsabilidad intelectual y 

material de los autores de la masacre, así como de las personas cuya colaboración 

y aquiescencia hizo posible la comisión de la misma110. Los resultados deberán ser 

públicamente divulgados para que la sociedad colombiana pueda conocer la 

verdad.  

                                                
 

108 Ibídem., párr. 247. 
109 Ibídem., párr. 284. 
110 Ibídem., párr. 298. 
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Además de ordenar la reparación, también fijo los criterios111 para cumplir con 

dicha obligación:  

o “Remover todos los obstáculos, de facto y de jure, que mantengan la 

impunidad;  

o Utilizar todos los medios disponibles para hacer expedita la investigación y el 

proceso judicial; y 

o Otorgar las garantías de seguridad adecuadas a las víctimas, investigadores, 

testigos, defensores de derechos humanos, empleados judiciales, fiscales y 

otros operadores de justicia, así como a los ex pobladores y actuales 

pobladores de Mapiripán”.  

 

 Individualizar e identificar a las víctimas ejecutadas y desaparecidas, así como sus 

familiares. Para cumplir, con esta reparación la Corte IDH ordenó112:  

o “Emplear todos los medios técnicos y científicos posibles, tomando en cuenta 

las normas pertinentes en la materia, tales como las establecidas en el Manual 

de Naciones Unidas sobre la Prevención e Investigación Efectiva de 

Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias”. 

o “Publicar en un medio de radiodifusión, un medio de televisión y un medio de 

prensa escrita, todos ellos de cobertura nacional, un anuncio mediante el cual 

se indique que se está intentando identificar a las víctimas ejecutadas y 

desaparecidas de la masacre de Mapiripán, así como a sus familiares, con el 

propósito de recuperar los restos de aquéllos y entregarlos a éstos junto con 

las reparaciones pertinentes”. 

o “Cada vez que las autoridades individualicen de alguna forma a alguna de las 

víctimas fatales, deberán, en un plazo de tres meses, realizar la publicación 

anteriormente referida. Adicionalmente, solicitó crear un sistema de 

información genética que permita la determinación y esclarecimiento de la 

filiación de las víctimas y su identificación”.   

 

                                                
 

111 Ibídem., párr. 299. 
112 Ibídem., párrs. 305, 306 y 307. 
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 Brindar gratuitamente, sin cargo alguno y por medio de los servicios nacionales de 

salud, el tratamiento adecuado que requieran las víctimas ya identificadas y las 

que se identifique con posterioridad. El tratamiento debe ser brindado por el 

tiempo que sea necesario, incluida la provisión de medicamentos.113.   

 Brindar garantías de seguridad para los ex habitantes del municipio de Mapiripán 

que decidan regresar. Para el efecto, la Corte IDH dispuso que el Estado durante 

un año deberá enviar representantes oficiales a Mapiripán, para verificar el orden 

y adelantar reuniones con las personas que viven en Mapiripán, y adoptar las 

medidas para garantizar la seguridad114.  

 Construir en un lugar público de Mapiripán un monumento apropiado y digno para 

recordar los hechos, como medida para prevenir que hechos tan graves ocurran 

en el futuro115.  

 Implementar programas de educación en derechos humanos y DIH permanentes 

dentro de las fuerzas armadas colombianas, en todos los niveles jerárquicos, en 

donde se haga referencia a la sentencia y a instrumentos pertinentes de 

Derechos Humanos y DIH116.  

 Publicar las partes pertinentes de la sentencia en un diario de circulación 

nacional, y en el Diario Oficial117. 

 

La Corte IDH no ordenó adelantar un reconocimiento de responsabilidad, ni que el 

Estado ofreciera una disculpa pública, debido a que valoró y apreció el reconocimiento 

parcial de responsabilidad que realizó el Estado durante la audiencia pública.  

 

Por último, es de indicar que por primera vez en las sentencias de la Corte IDH en los 

casos en contra Colombia, la Corte IDH estableció un mecanismo oficial de 

seguimiento del cumplimiento de algunas de las reparaciones ordenadas, 

conformado por delegados del Estado y representantes de los familiares de las víctimas, 

                                                
 

113 Ibídem., párr. 312. 
114 Ibídem., párr. 313. 
115 Ibídem., párr. 315. 
116 Ibídem., párrs.316 y 317. 
117 Ibídem., párr. 318. 
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con el propósito de que funcionara durante dos años y desempeñara las siguientes 

funciones118: 

 

 “Dar seguimiento a los procesos contencioso administrativos relacionados con los 

hechos de Mapiripán, para que se resuelva lo pertinente en los términos de la 

presente Sentencia. 

 Velar porque se haga efectivo el pago, en el plazo de un año, de las 

indemnizaciones y compensaciones estipuladas a favor de los familiares de las 

víctimas. 

 Dar seguimiento a las acciones estatales para la búsqueda, individualización e 

identificación de las víctimas y sus familiares y velar porque se haga efectivo el 

pago, en el plazo de un año después de que hayan sido notificadas, de las 

indemnizaciones y compensaciones que correspondan a familiares de víctimas que 

se vayan identificando. 

 Llevar un registro de los familiares que se vayan identificando, con quienes se 

mantendrá en contacto continuo para asegurarse que no sean objeto de amenazas, 

más aún después de que hayan recibido las indemnizaciones correspondientes. 

 Realizar las diligencias necesarias para que se haga efectivo el tratamiento debido 

alos familiares de las víctimas. 

 Coordinar las acciones necesarias para que los familiares de las víctimas, así como 

otros ex pobladores de Mapiripán, que se hayan visto desplazados, puedan 

regresar en condiciones de seguridad a Mapiripán, en caso de que así lo deseen”. 

 

La Corte IDH ordenó el pago de costas y gastos, reiterando así el alcance que le ha dado 

a éstas como parte de la reparación, de conformidad con el artículo 63.1 de la CADH. 

 

2.3.6 Caso Masacre de Pueblo Bello vs Colombia 

El 23 de marzo de 2004, la CIDH presentó demanda ante la Corte IDH con el fin de que 

declarara responsable al Estado colombiano por violación a la CADH con ocasión de los 

hechos ocurridos enero de 1990 en Pueblo Bello (Antioquia). De conformidad con su 

                                                
 

118 Ibídem., párr. 311. 
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competencia la Corte IDH declaró responsable al Estado por la violación de los derechos 

a la vida, a la integridad personal, a la libertad personal, a las garantías y protección 

judiciales, en relación con el deber de respeto y garantía, consagrados en la CADH, por 

la ejecución y desaparición forzada de 43 personas cometidas por miembros de grupos 

paramilitares, que actuaron con colaboración de agentes del Estado119.  

 

En este caso, la Corte IDH consideró como parte lesionada a las 43 víctimas, entre las 

que se encuentran 37 personas que fueron desaparecidas y 6 asesinadas, así como a 

los familiares inmediatos de éstas y aquellas. Para el efecto, el Tribunal consideró como 

familiares inmediatos a “madres, padres, hermanas, hermanos, esposas, compañeras, 

hijas e hijos, a quienes se hace referencia en un documento expedido por autoridad 

competente que acredite su parentesco, como lo es un certificado de nacimiento o, en su 

caso, un acta de bautismo, presentado ante este Tribunal”120. 

 

Al momento de fijar las indemnizaciones por daño material, la Corte IDH señaló que éste 

debe estimarse con base en elementos de prueba que permitan acreditar un perjuicio 

cierto; no obstante, al igual que en el Caso de la Masacre de Mapiripán, fue flexible frente 

a la prueba atendiendo a los hechos del caso y a que algunos familiares con ocasión de 

la masacre tuvieron que desplazarse. Por ende, la Corte IDH fijó en equidad el monto 

relativo a pérdida de ingresos, para lo cual consideró el contexto y hechos del caso, la 

expectativa de vida y las labores agrícolas que desarrollaban las víctimas.  

 

Debido a que cursaban procesos de reparación directa a nivel interno que se 

encontraban pendientes de fallo, el Tribunal estableció las indemnizaciones, y señaló que 

el Estado al momento en que realice los pagos lo informará a la autoridad judicial que 

esté conociendo el proceso con el fin de que resuelva lo pertinente. Siguiendo así con lo 

resuelto en el Caso de la Masacre de Mapiripán.  

 

                                                
 

119 CORTE IDH. Caso Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de Fondo, Reparaciones 
y Costas de 31 de enero de 2006, párr. 296. 
120 Ibídem., párr. 235. 
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Adicionalmente, dentro de este componente, fijó en equidad una compensación relativa a 

los gastos de entierro en los que pudieron incurrir los familiares de las 6 víctimas que 

fueron privadas de la vida121.  

 

Respecto de otros daños materiales en perjuicio de los familiares, la Corte IDH manifestó 

que “se abstiene de ordenar indemnizaciones a favor de los familiares de las 37 personas 

desaparecidas y de las seis privadas de su vida en este proceso, respecto de otras 

pérdidas de carácter material en que hayan incurrido. Sin embargo, el Tribunal aclaró 

que la determinación de las reparaciones en esta instancia internacional no 

obstaculiza ni precluye la posibilidad de esos familiares de plantear los reclamos 

pertinentes ante las autoridades nacionales”122. (Negrilla fuera de texto) 

 

En cuanto al daño inmaterial, éste fue reconocido a las víctimas, así como a sus 

familiares. Respecto de estos últimos manifestó que “el Tribunal ha presumido que los 

sufrimientos o muerte de una persona acarrean a sus hijas, hijos, cónyuge o compañera, 

madre, padre, y hermanas y hermanos un daño inmaterial, por lo cual no es necesario 

demostrarlo”123. En consecuencia la Corte IDH fijó en equidad la indemnización por este 

daño, y atendiendo a la especial situación de algunas de las víctimas para el momento de 

los hechos, como era ser menores de edad, o encontrarse en estado de embarazo, 

determinó sumas adicionales al monto fijado para las otras personas124.  

 

En relación con las otras medidas de reparación, los representantes de las víctimas 

solicitaron a la Corte IDH, que ordenara al Estado, entre otras, la construcción de un 

polideportivo en el corregimiento de Pueblo Bello en el que se instale una placa en 

memoria de las víctimas, que los terrenos en donde fueron torturadas y asesinadas las 

personas se convirtieran en parques nacionales de propiedad pública, y que se creara un 

Grupo o Comisión de la Verdad que contribuyera a esclarecer el alcance y extensión del 

fenómeno paramilitar en la región de Urabá. La Corte IDH no accedió a estas medidas de 

                                                
 

121 Ibídem, párr. 249. 
122 Ibídem, párr. 250. 
123 Ibídem, párr. 257; CORTE IDH. Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Op. Cit. párr. 229; Caso 
Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Op. Cit., párr. 169; Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Op. 
Cit., párrs. 245 y 264; y Caso Bulacio Vs. Argentina. Op. Cit., párr. 98. 
124 CORTE IDH. Caso Masacre de Pueblo Bello. Op. Cit., párr. 258. 
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reparación. Sin embargo, ordenó las siguientes como medidas de satisfacción y 

garantías de no repetición: 

 

 Investigar los hechos del caso, identificar, juzgar y sancionar a los responsables, 

cuyos resultados deberán ser públicamente divulgados por el Estado a todo la 

sociedad para que se conozca la verdad de lo sucedido.  

 Buscar e identificar a las víctimas desaparecidas, así como darles sepultura. Para 

el efecto el Estado debe125: 

o “Emplear todos los medios técnicos y científicos posibles, tomando en cuenta 

las normas pertinentes en la materia, tales como las establecidas en el Manual 

de Naciones Unidas sobre la Prevención e Investigación Eficaces de 

Ejecuciones Extralegales, Arbitrarias y Sumarias, así como en el Informe del 

Secretario General sobre derechos humanos y ciencia forense presentado de 

conformidad con la resolución 1992/24 de la Comisión de Derechos Humanos 

del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas.  

o Garantizar que las entidades oficiales correspondientes hagan uso de estas 

normas como parte de su instrumental para efectos de la búsqueda e 

identificación de personas desaparecidas o privadas de su vida. 

o Publicar en un medio de radiodifusión, uno de televisión y uno de prensa 

escrita, todos ellos de cobertura nacional y regional en los departamentos de 

Córdoba y Urabá, un anuncio mediante el cual se solicite al público que aporte 

información para estos efectos y se indiquen las autoridades encargadas de 

estas gestiones. 

o Cuando se encuentren e identifiquen restos mortales el Estado deberá 

entregarlos a la brevedad posible a sus familiares, previa comprobación 

genética de filiación, para que puedan ser honrados según sus respectivas 

creencias.  Además, el Estado deberá cubrir los gastos de entierro de éstas”. 

 

 Brindar tratamiento médico o psicológico adecuado para los familiares de las 43 

víctimas, y para los familiares que se identifiquen con posterioridad a la sentencia. 

                                                
 

125 Ibídem., párrs, 270, 271, 272. 
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El tratamiento debe ser brindado por el tiempo que sea necesario, incluida la 

provisión de medicamentos. 

 

 Implementar un programa habitacional de vivienda adecuada para los familiares 

que regresen a Pueblo Bello126.  

 

 Reconocer publicamente su responsabilidad internacional por los hechos del 

caso, y brindar una disculpa pùblica a los familiares de las 43 víctimas, con 

presencia de altas autoridades127. 

 

 Construir un monumento apropiado y digno en un lugar público en Pueblo Bello128. 

 

 Publicar por una sola vez en el Diario Oficial y en un diario de circulación nacional 

las partes pertinentes de la sentencia129. 

 

De igual manera, la Corte IDH ordenó brindar garantías estatales de seguridad para los 

familiares y ex habitantes del municipio de Pueblo Bello que decidieran regresar. Para el 

efecto, dispuso que el Estado debía enviar periódicamente al corregimiento, 

representantes para verificar la situación de orden público, y adoptar las medidas que 

sean necesarias y acordadas con los beneficiarios130.  

 

Similar medida de reparación fue adoptada por la Corte IDH en el Caso Masacre de 

Mapiripán; no obstante, en el caso que nos ocupa no se fijó por cuánto tiempo se 

deberían realizar estas visitas y cada cuánto se deberían hacer, como sí fue determinado 

en el Caso de La Masacre de Mapiripán.  

 

Por último, y como parte de las reparaciones, la Corte IDH reconoció a favor de la 

organización peticionaria ante el Sistema Interamericano, las costas y gastos, las cuales 

                                                
 

126 Ibídem., párr. 276. 
127 Ibídem., párr. 277 
128 Ibídem., párr. 278 
129 Ibídem., párr. 279 
130 Ibídem., párr. 275-276. 
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fijó en equidad. El Tribunal no reconoció compensación por este concepto a favor de los 

familiares de las víctimas131. 

 

2.3.7 Caso Masacres de Ituango vs Colombia 

La CIDH presentó el caso a conocimiento de la Corte IDH el 30 de julio de 2004, con el 

fin de que analizara la responsabilidad del Estado con ocasión de los hechos ocurridos 

en La Granja el 11 de junio de 1996 y en El Aro entre el 22 de octubre y 12 de noviembre 

de 1997, del municipio de Ituango (Antioquia). En el trámite ante la Corte IDH el Estado 

reconoció responsabilidad132, por lo que con base en esta posición y de conformidad con 

las alegaciones de fondo de las partes, la Corte IDH encontró que el Estado había 

violado los derechos contenidas en los artículos 4.1, 5.1 y 5.2, 6.2, 7.1 y 7.2, 8.1, 11.2, 

19, 21, 22.1 y 25 de la CADH, todos en relación con el artículo 1.1 del mismo Tratado.   

 

En este caso, la Corte IDH consideró como parte lesionada a las 19 personas que fueron 

ejecutadas, así como sus familiares inmediatos que se encontraban identificados, y las 

personas víctimas de desplazamiento forzado y de daños a la propiedad como pérdida 

de viviendas y ganado. No obstante, la Corte IDH aclaró que respecto de aquellos 

familiares inmediatos quienes no pudieron probar su parentesco, podrían recibir la 

compensación que corresponde por daño inmaterial si se presentaran ante la autoridad 

competente dentro de los 24 meses siguientes a la notificación de la sentencia, 

aportando la documentación y comprobación necesaria de su parentesco133.  

 

La Corte IDH reconoció indemnizaciones por concepto de daño material a favor de las 

personas que perdieron la vida y quienes perdieron el ganado, las cuales fijó en equidad, 

tanto para las personas respecto de las cuales disponía de alguna prueba acerca de su 

edad y labores que realizaba, así como de aquellas con las que no contaba con prueba 

                                                
 

131 Ibídem., párr. 285. 
132 El Estado reconoció responsabilidad internacional por la violación de por la violación de los 
artículos 4.1 (Derecho a la Vida), 5.1 (Derecho a la Integridad Personal), 7.1 (Derecho a la 
Libertad Personal) y 21.1 (Derecho a la Propiedad Privada) de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. 
133 CORTE IDH. Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Sentencia de Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas de 1 de julio de 2006, párr. 358. 
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suficiente para determinar los daños patrimoniales134, entre los que se encuentran los 

daños por el hurto del ganado. De esta manera, siguió el precedente que había fijado en 

los casos de la Masacre de Mapiripán y la Masacre de Pueblo Bello.  

 

Con ocasión de las indemnizaciones por daño material e inmaterial ordenadas, la Corte 

IDH se pronunció frente a aquellas que habrían recibido las víctimas que presentaron 

acción de reparación directa a nivel interno. Así, la Corte IDH indicó que debido a que no 

contaba con certeza sobre el monto otorgado procedería a fijar las indemnizaciones, “sin 

perjuicio de que el Estado pueda descontar las cantidades otorgadas a nivel interno al 

momento de la liquidación de las reparaciones ordenadas por la Corte”135. Asimismo, 

señaló que en casos de que las indemnizaciones otorgadas a nivel interno sean 

superiores a las fijadas por el Tribunal, el Estado no podría solicitar la devolución del 

dinero a las víctimas136.  

 

Debido a que también cursaban procesos en la jurisdicción contenciosa - administrativa 

sin concluir al momento en que se profirió el fallo, la Corte IDH señaló que en el momento 

en que el Estado haga el pago por lo ordenado en la sentencia internacional deberá 

comunicarlo al juez que conoce del proceso para que éste resuelva lo pertinente. 

 

En lo que respecto al daño inmaterial, éste fue reconocido en atención al daño sufrido 

directamente por la víctima, así como por los daños sufridos por las otras víctimas por los 

trabajos forzosos, las detenciones arbitrarias, la pérdida de sus hogares, ganado y otros 

bienes, la falta de apoyo de las autoridades estatales y la falta de una investigación. La 

Corte IDH indicó que en la jurisdicción contencioso administrativo no se habían 

reconocido indemnizaciones por los daños sufridos directamente por la víctima. 

 

En cuanto a las personas que fueron víctimas de desplazamiento forzado y de la pérdida 

de sus viviendas, la Corte IDH aclaró que no ordenaría indemnizaciones por daño 

material ni inmaterial, pues serian reparadas a través de otras formas de reparación no 

                                                
 

134 Ibídem., párr. 371. 
135 Ibídem. 
136 Ibídem., párr. 376. 
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pecuniarias137. En este sentido, indicó la Corte IDH, que las personas que fueron 

desplazadas se les otorgaría una reparación de carácter colectivo, la cual será abordada 

en párrafos posteriores de este escrito.  

 

Asimismo, la Corte IDH señaló que tomaría en cuenta al momento de fijar reparaciones 

respecto de las personas que fueron desplazadas, que algunas habían recibido ayuda 

por parte del Estado debido a su condición138. Sin embargo, al igual que lo ocurrido en el 

Caso de La Masacre de Mapiripán, la Corte IDH no aclaró qué tipo de ayuda fue recibida, 

y por qué concepto el Estado la brindó a nivel interno. 

 

Ahora bien, respecto del otro alcance de la reparación por daño inmaterial, relativo a 

actos u obras, la Corte IDH dispuso lo siguiente:  

 

 Obligación de investigar los hechos del caso, identificar, juzgar y sancionar a los 

responsables de la masacre, así como a los responsables ya sea por acción u 

omisión en el incumplimiento de la obligación de garantía139. 

 

 Brindar gratuitamente, y por medio de los servicios nacionales de salud, el 

tratamiento adecuado que requieran los familiares de las víctimas ejecutadas140. 

 

 Implementar un programa habitacional, mediante el cual se provea de vivienda 

adecuada a aquellas víctimas sobrevivientes que perdieron sus casas, y que así 

lo requieran141. 

 

 Fijar una placa en un lugar público apropiado, tanto en los corregimientos de La 

Granja como de El Aro, con el propósito de que las nuevas generaciones 

conozcan acerca de los hechos de este caso que dieron lugar al presente caso142.  

 

                                                
 

137 Ibídem., párr. 375. 
138 Ibídem., párr. 378. 
139 Ibídem., párr. 399. 
140 Ibídem., párr. 403. 
141 Ibídem., párr. 407. 
142 Ibídem., párr. 408. 
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 Implementar programas de educación en derechos humanos y DIH permanentes 

dentro de las fuerzas armadas colombianas143. 

  

 Publicar en el Diario Oficial y en otro diario de circulación nacional, por una sola 

vez, las partes pertinentes de la sentencia144. 

 

En cuanto a las víctimas de desplazamiento forzado, la Corte IDH ordenó al Estado 

realizar las acciones necesarias para garantizar las condiciones de seguridad, de tal  

manera que los ex habitantes de los corregimientos de El Aro y La Granja que se hayan 

visto desplazados puedan regresar. Indicó la Corte IDH, que de no darse estas 

condiciones el Estado “deberá disponer de los recursos necesarios y suficientes para 

procurar que las víctimas de desplazamiento forzado puedan reasentarse en condiciones 

similares a las que se encontraban antes de los hechos en el lugar que ellas libre y 

voluntariamente indiquen”145. 

 

Si bien, el Estado colombiano en el marco de la audiencia pública que sobre este caso se 

adelantó en la Corte IDH presentó un reconocimiento parcial de responsabilidad, el 

Tribunal Interamericano consideró que debido a la magnitud y gravedad de los hechos, 

era necesario que el Estado realizara un acto público de reconocimiento de 

responsabilidad internacional, en donde se pidiera perdón a las víctimas por el 

incumplimiento de sus obligaciones, y en el que se contara con la presencia de altas 

autoridades. 

 

 

2.3.8 Caso Masacre de La Rochela vs Colombia 

La CIDH sometió el caso a la Corte IDH el 10 de marzo de 2006, con el fin de que 

declarara responsable al Estado colombiano por la violación de derechos contenidos en 

la Convención Americana, debido a que el Estado colombiano no había cumplido con la 

                                                
 

143 Ibídem., párr. 409. 
144 Ibídem., párr. 410. 
145 Ibídem., párr. 404. 
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totalidad de las recomendaciones contenidas en el Informe de fondo No. 29/05 de 

2005146.  

 

La Corte IDH, por medio de la sentencia de 11 de mayo de 2007, concluyó que Colombia 

era internacionalmente responsable por la violación de los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 en 

relación con el artículo 1.1 de la CADH, con ocasión de lo sucedido el 18 de enero de 

1989 en el sitio La Laguna, vereda La Rochela, municipio de Simacota (Santander), 

cuando miembros de un grupo paramilitar que operaba en la zona privaron de la vida a 

12 miembros de una comisión de funcionarios judiciales, y a 3 funcionarios más les 

produjeron lesiones. Asimismo, la falta de investigación y sanción de todos los 

responsables llevó a concluir la responsabilidad del Estado147.  

 

Con posterioridad a la presentación de la demanda, los peticionarios y el Estado 

remitieron a la Corte un “Acuerdo parcial en relación con algunas medidas de reparación, 

entre el Estado de Colombia y los representantes de las víctimas y sus familiares”. Dicho 

acuerdo fue homologado por la Corte para efectos de reparación, al considerar que 

“constituyen un medio para reparar adecuadamente las consecuencias de las violaciones 

declaradas en la presente Sentencia, son acordes a la jurisprudencia de este Tribunal y 

representan un aporte positivo por parte de Colombia en el cumplimiento de la obligación 

de reparar”148. Dicho acuerdo contenía las siguientes medidas de reparación: 

 

 “Respecto al desagravio a la memoria de las víctimas 

o Como medida de desagravio en recuperación de la memoria de las víctimas, 

se ubicará en el Palacio de Justicia del municipio de San Gil, departamento de 

Santander, una placa en un lugar visible, donde se consigne la fecha de los 

hechos y el nombre de las víctimas. En el mismo sentido, se ubicará en un 

lugar visible y digno la galería fotográfica de las víctimas, previa consulta con 

sus representantes. Con posterioridad a la publicación de la sentencia de la 

Corte IDH, el acto protocolario mediante el cual se ubique la placa y se devele 

                                                
 

146 CORTE IDH. Caso Masacre de La Rochela Vs. Colombia. Sentencia de Fondo, Reparaciones 
y Costas de 11 de mayo de 2007, párr. 1. 
147 Ibídem., párr. 314. 
148 Ibídem., párr. 240.  
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la galería de fotos en el palacio de Justicia de San Gil, será transmitido por el 

canal institucional, de cobertura nacional, en el espacio asignado al Consejo 

Superior de la Judicatura, previa difusión por medio de las páginas web de las 

entidades estatales y por los mecanismos de difusión que los representantes 

de las víctimas tenga para que la sociedad en su conjunta conozca la verdad 

de lo acaecido.  

o Se fijará en el complejo judicial de Paloquemao en la ciudad de Bogotá, una 

placa que contenga la fecha de los hechos y el nombre de las víctimas. La 

forma, lugar de instalación y ceremonia a que haya lugar, se concertará entre 

el Estado y los representantes. 

o En relación con la placa conmemorativa de la Masacre de la Rochela que ya 

existe, se conviene modificar el texto de común acuerdo entre los 

representantes, y la Vicepresidencia de la República. La Fiscalía General de la 

Nación, cambiará de lugar dicha placa, a un sitio previamente acordado con los 

representantes. 

o Se informará, en el programa de televisión de la rama jurisdiccional, de 

transmisión nacional, sobre los hechos acaecidos en el Masacre La Rochela, el 

reconocimiento de responsabilidad parcial hecho por el Estado, la decisión 

tomada por la Corte IDH y, en general, sobre los aspectos que sean 

indispensables para la recuperación de la memoria de las víctimas. Además, 

se entrevistará algunas de las víctimas y familiares previamente seleccionados 

en consulta con aquellas.  

o Se establecerá, por una vez, un diplomado de capacitación en Derechos 

Humanos en la “Escuela Superior de Administración Pública”-ESAP-, que 

incluya el estudio del caso de la Masacre de la Rochela. 

o Se creará una beca en la especialización en derechos humanos de la “Escuela 

Superior de Administración Pública”, en lo posible de carácter permanente, 

para un integrante de la rama jurisdiccional que tenga interés en seguir su 

capacitación en derechos humanos. La beca llevará un nombre que evoque la 

memoria de las víctimas de la Masacre de la Rochela, determinado de común 

acuerdo entre el Estado y los representantes.  

o El Programa Presidencial de Derechos Humanos – Observatorio de Derechos 

Humanos, realizará una publicación sobre los hechos de la Masacre de La 

Rochela, de acuerdo con la Sentencia de la Corte IDH. Así mismo, se incluirán 
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las medidas de reparación que la Corte en su Sentencia señale como 

adoptados por el Estado de Colombiano y las que eventualmente ordene en su 

fallo.  

o Como obligación de medio, el Estado colombiano se compromete a solicitar al 

Consejo Superior de la Judicatura, que el Palacio de Justicia del municipio de 

San Gil, lleve un nombre que evoque la memoria de las víctimas del presente 

caso. En caso de ser aprobado por el Consejo Superior de la Judicatura esta 

disposición, el mencionado nombre sería concertado con los representantes.  

 

 Respecto a la publicación de la Sentencia de la Corte IDH 

o Publicar en una página contempla de la edición impresa de un periódico de 

amplio circulación nacional, un resumen de los elementos centrales del 

presente caso de acuerdo con la Sentencia de la Corte IDH.  

o El Estado, a través de una alta autoridad, remitirá a la Comisión Nacional de 

Reparación y Reconciliación, la Sentencia que emita la Corte en el presente 

caso. Asimismo, a través de una alta autoridad, enviará una carta a dicha 

comisión, solicitando respetuosamente que, dentro de su ámbito de autonomía, 

considere a bien incorporar en su informe sobre el paramilitarismo la Masacre 

de La Rochela, y utilizar como una de sus fuentes formales, la Sentencia de la 

Corte IDH en el caso. 

 

 Respecto al daño al proyecto de vida de las víctimas y sus familiares 

o Como una obligación de medio, el Ministerio de Educación, con apoyo del 

Programa Presidencial de Derechos Humanos y DIH, continuará gestionando 

auxilios educativos (becas) para los familiares de las víctimas, en instituciones 

de educación secundaria, técnica y superior de carácter público o privado en 

Colombia. Los representantes de las víctimas remitirán, en el plazo de un mes, 

el listado de los familiares de las víctimas que desean beneficiarse con esta 

gestión, el cual contendrá los siguientes datos: 1. Nombres completo del 

aspirante; 2. Nivel educativo, así como el programa, carrera, especialización o 

curso al que aspira, 3. Tres (3) opciones de posibles instituciones educativas 

donde desea cursar sus estudios.  
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o La Fiscalía General de la Nación, continuará brindando oportunidades 

laborales para las víctimas y sus familiares, en la medida que aquellas cumplan 

los requisitos de méritos necesarios para acceder a los cargos de acuerdo con 

las normas constitucionales, administrativas y legales”.  

 

La Corte IDH, además de reconocer costas y gastos a favor de las víctimas y sus 

representantes, ordenó medidas adicionales de satisfacción y garantías de no repetición, 

al considerar que resultaban adecuadas para garantizar una reparación integral149.  

 

Entre las medidas otorgadas se encuentran:  

 

 “Conducir eficazmente los procesos penales que se encuentran en trámite y los 

que se llegaren a abrir, y debe adoptar todas las medidas necesarias que 

permitan el esclarecimiento de los hechos del caso. Los resultados de estos 

procesos deberán ser públicamente divulgados por el Estado”. 

 “Garantizar que los funcionarios judiciales, fiscales, investigadores y demás 

operadores de justicia cuenten con un sistema de seguridad y protección 

adecuadas, en atención a su cargo y lugar donde laboren. Asimismo, asegurar la 

efectiva protección de testigos, víctimas y familiares en casos de graves 

violaciones a los derechos humanos, en particular y de forma inmediata con 

respecto a la investigación de los hechos del presente caso”. 

 “Brindar gratuitamente y de forma inmediata el tratamiento médico y psicológico 

requerido por los familiares de las víctimas que fallecieron, y por la víctima 

sobreviviente”.  

 “Continuar implementando, y en su caso desarrollar programas permanentes de 

educación en derechos humanos dentro de las fuerzas armadas colombianas, y 

garantizar su implementación efectiva”.  

 

En lo que tiene que ver con daños materiales e inmateriales, la Corte IDH dispuso del 

pago de indemnizaciones por este concepto. Si bien la Corte IDH hizo referencia a las 

acciones de reparación directa adelantadas por algunos familiares de las víctimas, las 

                                                
 

149 Ibídem., 287-303. 
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cuales fueron tenidas en cuenta al momento de fijar las sumas por este concepto, 

consideró que respecto de algunos casos se debía ordenar el pago de indemnizaciones 

adicionales debido a que no habían sido reconocidas por los daños identificados por la 

Corte IDH, o porque la fórmula de cálculo había sido diferente150.  

 

Así por ejemplo, sostuvo la Corte IDH respecto de uno de los componentes del daño 

material que: “la forma de calcular y distribuir la indemnización por pérdida de ingresos 

en dichos procesos a nivel interno es diferente a la forma como lo hace este Tribunal. 

Esta Corte considera que la indemnización por concepto de pérdida de ingresos 

comprende los ingresos que habría percibido la víctima fallecida durante su vida 

probable”151; y en otros casos encontró que, pese a haber acudido a la jurisdicción 

contenciosa  administrativa no se reconocieron indemnizaciones por concepto de pérdida 

de ingresos. Debido a estas consideraciones la Corte IDH procedió a fijar, en equidad, 

indemnizaciones por este concepto152.  

 

Adicionalmente, frente al daño emergente la Corte IDH encontró que a nivel interno 

tampoco se reconocieron indemnizaciones con ocasión de los gastos asumidos por los 

familiares con ocasión de la muerte de sus seres queridos. De igual manera, otorgó 

indemnizaciones a favor del sobreviviente con ocasión de los gastos médicos que tuvo 

que asumir con ocasión de los hechos153.  

 

Frente al daño inmaterial los representantes y familiares de las víctimas sostuvieron que 

“no solicitan una indemnización adicional por concepto de perjuicio moral en nombre de 

aquellos familiares de las víctimas que fueron indemnizados a nivel interno, ya que 

consideran que esas indemnizaciones fueron, en general, adecuadas, de acuerdo a los 

criterios y montos previstos en el sistema interamericano”; no obstante, indicaron que a 

las compañeras permanentes de dos víctimas mortales no se les había reconocido 

indemnizaciones por el 100% (al no ser esposas formalmente) sino por el 80%, por lo 

que solicitaron a la Corte IDH fijar una indemnización adicional por daño inmaterial.  

                                                
 

150 Ibídem., 248-272. 
151 Ibídem., párr. 246.  
152 Ibídem., párr. 248.  
153 Ibídem., párrs. 251 y 252.  
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Con ocasión de las alegaciones presentadas por las partes, y considerando que a nivel 

interno no se reconocieron indemnizaciones por los daños que sufrieron directamente las 

12 personas fallecidas, los graves sufrimientos del sobreviviente Arturo Salgado Garzón, 

los daños de las personas que no acudieron a la jurisdicción contencioso - administrativo, 

la Corte IDH procedió a fijar las indemnizaciones respectivas, y a ajustar las de las 

compañeras permanentes de dos de las personas fallecidas.  

 

Por último, es de indicar que en este caso no se ordenó que el Estado realizara un acto 

de reconocimiento de responsabilidad, pues no correspondía a una medida que estuviera 

en controversia entre los representantes y el Estado, y además su objetivo se podía 

encontrar planteado en las otras medidas acordadas entre las partes154. Sin embargo, es 

importante tener en cuenta que el Estado realizó un reconocimiento parcial de 

responsabilidad ante la CIDH155, y posteriormente ante la Corte IDH en la contestación de 

la demanda156. 

 

                                                
 

154 Ibídem., párr. 283.  
155 Durante el procedimiento ante la Comisión Interamericana, y en el marco del cumplimiento de 
las recomendaciones adoptadas en el Informe de Fondo No. 29/05, el 28 de septiembre de 2005 
el Estado realizó un acto público de reconocimiento de responsabilidad. En dicho acto, el 
Vicepresidente de la República de Colombia manifestó, lo siguiente: “[E]n nombre del Estado 
colombiano y en mi condición de Vicepresidente de la República reconozco responsabilidad 
internacional del Estado por no haber adoptado las medidas necesarias para garantizar la 
seguridad de nuestros funcionarios; esta omisión permitió la violación de sus derechos a la vida e 
integridad personal”. 
156 En la contestación de la demanda, el Estado señaló que “no entrará a debatir sobre los hechos 
reseñados en la demanda que tienen relación directa con la ocurrencia de la masacre pero se 
aparta de las apreciaciones sobre el contexto”. Al precisar el objeto de la contestación de la 
demanda, el Estado indicó que: “reconoce los hechos ocurridos el 18 de enero de 1989 respecto 
de Mariela Morales Caro, Pablo Antonio Beltrán Palomino, Virgilio Hernández Serrano, Carlos 
Fernando Castillo Zapata, Luis Orlando Hernández Muñoz, Yul Germán Monroy Ramírez, Gabriel 
Enrique Vesga Fonseca, Benhur Iván Guasca Castro, Orlando Morales Cárdenas, César Augusto 
Morales Cepeda, Arnulfo Media Duarte, Samuel Vargas Páez, Arturo Salgado Garzón, Wilson 
Humberto Mantilla Castilla y Manuel Libardo Díaz Navas. […] Si bien el reconocimiento de 
responsabilidad se hace tanto por la omisión del Estado de su deber de garantía, como por la 
acción aislada de algunos de sus agentes (aquiescencia y colaboración), los hechos que el 
Estado reconoce son solamente aquéllos que tienen que ver específicamente con el caso de la 
masacre de “La Rochela”, esto es, los acaecidos en el mes de enero de 1989.  
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2.3.9 Caso Escué Zapata vs Colombia 

La Corte IDH conoció del caso con ocasión de la demanda que fue presentada por la 

CIDH el 16 de mayo de 2006, debido a que el Estado no cumplió las recomendaciones 

formuladas por la CIDH157. 

 

El Estado colombiano, en la contestación de la demanda, reconoció su responsabilidad 

internacional por la violación de los derechos 4, 5, 7, 8 y 25 en relación con el artículo 1.1 

de la CADH. Este reconocimiento también fue realizado en el marco de la audiencia 

pública que sobre este caso se realizó en la Corte IDH158.  

 

Con ocasión de las consideraciones que sobre el fondo se surtieron durante el proceso, 

la Corte IDH resolvió aceptar el reconocimiento de responsabilidad realizado por 

Colombia, y  declaró que el Estado violó el derecho a la inviolabilidad del domicilio (Art. 

11.2 de la CADH), el derecho a las garantías judiciales y protección judicial (Art. 8.1 y 25 

de la CADH). En consecuencia, ordenó la implementación de medidas de reparación a 

favor de las víctimas del caso159. 

 

Sobre el particular, es de indicar que consideró como parte lesionada al señor Germán 

Escué Zapata y a sus familiares, entre los que se encuentra su compañera permanente, 

su hija, sus padres y sus hermanos. La Corte IDH no reconoció como víctimas a los 

miembros de la comunidad indígena, debido a que la CIDH y los peticionarios no los 

presentaron como víctimas. No obstante, el Tribunal indicó que algunas de las medidas 

de reparación ordenadas, en atención a su naturaleza, son de carácter general por lo 

cual iban a incidir en todos los miembros de la comunidad160.  

 

En este sentido, la Corte IDH dispuso el pago de indemnizaciones por daño material, 

para lo cual reconoció montos tanto por la pérdida de ingresos como por daño 

emergente. Frente al daño emergente, fue reconocido a la madre de la víctima “para que 

                                                
 

157 CORTE IDH. Caso Escué Zapata Vs. Colombia. Sentencia de Fondo, Reparaciones y  Costas 
de 4 de julio de 2007, párr. 1. 
158 Ibídem., párr. 11 y 12. 
159 Ibídem., párr. 196. 
160 Ibídem., 153.  
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sea ella, de acuerdo a su criterio, usos y costumbres, la que distribuya tal cantidad entre 

su esposo e hijos”; y a su esposa e hija. .  

 

De igual manera, se reconoció indemnizaciones por daño inmaterial, con ocasión de los 

hechos, así como el tiempo (4 años) que tuvieron que esperar para que se hiciera 

entrega de los restos. Así, se indicó que esa espera “prolongada tuvo repercusiones de 

carácter espiritual y moral en los familiares, […] conforme la cultura Nasa”161, tal como lo 

mencionó la testigo en la Audiencia:  

 

“[D]esde que el niño nasa nace se siembra el cordón umbilical en la Madre 

Tierra […] para que germine la vida. Ahora, cuando se muere igual lo 

sembramos, no lo enterramos, para qué ahí esté la vida. Pero al llevarlo es 

irrespetar a la cultura, a la Madre Tierra. Llevarlo de su seno es como cortar el 

vientre de una mujer que lo vio engendrar, procrear y crecer. Es una afectación 

cultural bastante grande, igual genera la desarmonización y el descontrol del 

territorio”162. 

 

Adicional a las medidas compensatorias fijadas por la Corte IDH, se ordenaron medidas 

de satisfacción y garantías de no repetición, a saber: 

. 

 Conducir eficazmente los procesos penales que se encuentran en trámite y los que 

se llegaren a abrir para determinar las correspondientes responsabilidades y aplicar 

las consecuencias que la ley prevea. En este mismos punto se ordenó asegurar que 

los familiares de la víctima tengan pleno acceso y capacidad de actuar en todas las 

etapas e instancias de dichas investigaciones y procesos, de acuerdo con la ley 

interna y las normas de la CADH163.  

 

 Destinar la cantidad fijada por la Corte, en un fondo que lleve el nombre de Germán 

Escué Zapata, para que la Comunidad de Jambaló lo invierta en obras o servicios de 

                                                
 

161 Ibídem. 
162 Declaración de Flor Ilva Trochez en audiencia pública ante la Corte celebrada los días 29 y 30 
de enero de 2007 en el caso Escué Zapata vs Colombia. Ibídem.  
163 Ibídem., párr. 166. 
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interés colectivo en su beneficio, de conformidad con sus propias formas de consulta, 

decisión, usos, costumbres y tradiciones, independientemente de las obras públicas 

del presupuesto nacional que se destinen para esa región164. 

 

 Otorgar a la hija de la víctima una beca para realizar estudios universitarios en una 

universidad pública colombiana escogida entre ella y el Estado. La beca debe 

comprender financiación de los estudios, manutención y alojamiento. Deberá 

asimismo costear el transporte desde la ciudad donde estudie la beneficiaria hasta su 

Comunidad para que pueda mantener sin dificultades los vínculos con ella, sus 

tradiciones, usos y costumbres, así como el contacto con su familia de manera 

periódica165.  

 

 Brindar de manera gratuita el tratamiento especializado de carácter médico, 

psiquiátrico y psicológico adecuado que requieran los familiares de la víctima, así 

como los medicamente requeridos. Para el efecto, el tratamiento debe tener en 

cuenta las necesidades de las víctimas, así como sus costumbres y tradiciones.  

 

 Publicar apartes de la sentencia proferida por la Corte IDH, los cuales fueron 

determinados por el mismo Tribunal.  

 

 Realizar un acto público de reconocimiento de su responsabilidad. Para el efecto, la 

Corte fijo que se debería realizar en el Resguardo de Jambaló, en una ceremonia 

pública que cuente con la presencia de líderes de la comunidad, miembros de la 

familia de la víctima, y altas autoridades del Estado, en donde se tenga en cuenta los 

usos y costumbres de la comunidad. En este sentido, ordenó que el acto se haga 

tanto el idioma español como en nasa yute.   

 

Por último, la Corte IDH reconoció costas y gastos del proceso. Es de indicar que los 

peticionarios solicitaron a la Corte otra serie de medidas de reparación que estaban 

orientadas a favor de la comunidad, las cuales no fueron ordenadas en atención a que el 

                                                
 

164 Ibídem., párr. 168. 
165 Ibídem., párr. 170. 
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Tribunal consideró que “no guardan relación de conexidad con los hechos bajo análisis” 

del caso166.  

 

2.3.10 Caso Valle Jaramillo y Otros vs Colombia 

La Corte IDH profirió sentencia en contra del Estado colombiano el 27 de noviembre de 

2008, con ocasión de la demanda presentada por la CIDH el 13 de febrero de 2007, en 

donde resolvió aceptar el reconocimiento parcial de responsabilidad efectuado por 

Colombia, y manifestó que con ocasión del homicidio de Jesús María Valle Jaramillo, 

existió violación de los derechos a la libertad personal, a la integridad personal, a la vida, 

a la circulación y residencia, a las garantías judiciales y a la protección judicial todos en 

relación con la obligación general de garantía contemplada en el artículo 1.1 de la CADH. 

 

De conformidad con el reconocimiento de responsabilidad realizado por el Estado, así 

como las conclusiones a las que llegó la Corte IDH al analizar el fondo del asunto, el 

Tribunal determinó como parte lesionada a Jesús María Valle Jaramillo, y a sus 

familiares los cuales se encuentran identificados en la sentencia167, y procedería a fijar 

las medidas de reparación con ocasión de los daños generados. 

 

Al momento de fijar las indemnizaciones por daño material y moral, el Tribunal tuvo en 

cuenta que a nivel interno, en la jurisdicción contencioso administrativa, se otorgaron 

indemnizaciones por este concepto como parte de un acuerdo de conciliación. De esta 

manera, la Corte IDH no ordenó indemnizaciones a favor de las personas que hicieron 

parte de la conciliación, al considerar que los montos fijados eran razonables y 

conformes con los estándares del Sistema Interamericano. Sin perjuicio de ello, la Corte 

IDH fijo indemnizaciones a favor de otros hermanos y familiares, y adicionó 

indemnización por daño inmaterial a favor de María Nelly Valle, quien presenció el 

asesinato de su hermano. Estos montos fueron fijados en equidad. 

 

En cuanto a otras medidas de reparación, el Estado colombiano propuso una serie de 

                                                
 

166 Ibídem., párr. 184. 
167 CORTE IDH. Caso Valle Jaramillo y Otros Vs. Colombia. Sentencia de Fondo, Reparaciones y 
Costas de 27 de noviembre de 2008, párr. 200.  
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medidas de satisfacción y garantías de no repetición, las cuales fueron aceptadas por la 

Corte IDH, considerando que éstas “son acordes a [su] jurisprudencia […] y representan 

un aporte positivo por parte de Colombia en el cumplimiento de la obligación de 

reparar”168.  

 

Las medidas de reparación son las siguientes:  

 

 Tomar todas las medidas para continuar realizando una investigación imparcial y 

exhaustiva con el fin de juzgar y sancionar a todos los responsables materiales e 

intelectuales”; La Corte preciso que para el efecto el Estado debe remover todos 

los obstáculos, de facto y de jure169, asegurar que los familiares de las víctimas 

tengan pleno acceso y capacidad de actuar en todas las etapas e instancias de 

dichas investigaciones y procesos170, y que el resultado del proceso sea 

públicamente divulgado para que la sociedad colombiana pueda conocer la 

determinación judicial de los hechos y sus responsables en el presente casos171.  

 

 Publicar en un periódico de circulación nacional los hechos probados y la parte 

resolutiva de la sentencia que la Corte IDH, y divulgar la sentencia en las 

entidades del Estado, en especial en la rama ejecutiva del poder público. Frente 

a esta medida la Corte, solicitó que también fuera publicada en el Diario Oficial. 

De igual manera destacó las acciones realizadas por el Estado para la 

publicación del Informe de Fondo, del acta conciliación y el auto aprobatorio de 

la conciliación en el Boletín No. 16 del Consejo del Estado. 

 

 Realizar actos de recuperación de la memoria histórica de Jesús María Valle 

Jaramillo en su condición de defensor de derechos humanos, que incluyan: 

 

 Llevar a cabo un acto público con presencia de altas autoridades del Estado 

para pedir perdón a las víctimas y sus familiares, resaltando la memoria de 

                                                
 

168 Ibídem., párr. 231.  
169 Ibídem., párr. 232. 
170 Ibídem., párr. 233 
171 Ibídem.  
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Jesús María Valle como defensor de derechos humanos, el cual se 

realizaría en la Universidad de Antioquia. Así como asumir los gastos de 

viajes del señor Carlos Fernando Jaramillo -hermano de la víctima-, así 

como las condiciones de seguridad, para que asista al evento.  

 

 Elaborar una placa en memoria de Jesús María Valle Jaramillo, y fijarla en 

el Palacio de Justicia de Antioquia.  

 

 Crear la Beca “Jesús María Valle Jaramillo” para apoyar a la Unidad de 

Defensores de Derechos Humanos de la CIDH en su trabajo por un período 

de dos (2) años, por una sola vez. 

 

 Brindar asistencia médico psicosocial a las víctimas y sus familiares, en 

establecimientos nacionales de salud, de conformidad con la determinación de 

víctimas que realice la Corte en la sentencia. 

 

Frente a esta medida de reparación, la Corte IDH dispuso que el Estado debe brindar 

dicha atención médica y psicológica de manera gratuita, de forma inmediata, adecuada y 

efectiva a través de sus instituciones de salud especializadas. El tratamiento psicológico 

y psiquiátrico debe ser brindado por personal e instituciones especializadas en la 

atención de los trastornos y enfermedades que presentan tales personas, como 

consecuencia de los hechos del caso.  

 

 En relación con el daño al proyecto de vida y la alteración a sus condiciones de 

existencia de Nelly Valle Jaramillo y Carlos Fernando Jaramillo Correa,  

gestionar, previa concertación con las víctimas, una beca que se ofrezca en 

Colombia para un curso y estudio en la rama, oficio y temática que las víctimas 

deseen estudiar. 

 

 Garantizar la seguridad en caso tal que Carlos Fernando Jaramillo considere su 

retorno a Colombia de manera permanente y facilitar el proceso de retorno a los 

lugares de origen a las víctimas. 

 

Si bien la CIDH y los peticionarios solicitaron medidas de reparación adicionales, la Corte 
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IDH consideró que “las medidas de reparación ya ordenadas contribuyen en gran medida 

a lograr dicho propósito, por lo que no estima necesario ordenar medidas adicionales”172.  

 

Por último, la Corte IDH reconoció un monto por costas y gastos del proceso, dentro de 

las cuales, fijó una suma de dinero con ocasión de gastos futuros en los que puedan 

incurrir las víctimas a nivel interno o durante la supervisión del cumplimiento de esta 

Sentencia. 

 

 

2.3.11 Caso Manuel Cepeda Vargas vs Colombia 

Con ocasión de la demanda presentada por la CIDH el 14 de noviembre de 2008, la 

Corte IDH conoció de los hechos por la muerte del señor Manuel Cepeda Vargas. 

Durante el trámite ante la Corte IDH, el Estado colombiano hizo un reconocimiento 

parcial de responsabilidad, y en la sentencia de 26 de mayo de 2010, la Corte IDH 

decidió aceptarlo y declarar que el Estado violó los derechos a la vida, a la integridad 

personal, a la honra y dignidad, a la libertad de pensamiento y expresión, a la libertad de 

asociación y los derechos políticos, en relación con el deber general de protección de la 

CADH, en perjuicio del Manuel Cepeda Vargas173.  

 

En perjuicio de los familiares de la víctima, la Corte IDH concluyó que el Estado violó los 

derechos a las garantías judiciales, a la protección judicial, a la integridad personal, a la 

libertad de circulación y residencia, y a la honra y dignidad, en relación con el deber de 

protección y garantía, todos protegidos por la CADH174.  

 

La Corte IDH consideró como parte lesionada al señor Manuel Cepeda Vargas y a los 

siguientes familiares: Iván Cepeda Castro, María Cepeda Castro, Olga Navia Soto 

(fallecida), Claudia Girón Ortiz, María Estella Cepeda Vargas, Ruth Cepeda Vargas, 

                                                
 

172 Ibídem., párr. 239. 
173 CORTE IDH. Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia. Sentencia de Excepciones, Fondo, 
Reparaciones y Costas de 26 de mayo de 2010. 
174 Ibídem., párr. 266. 
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Gloria María Cepeda Vargas, Álvaro Cepeda Vargas y Cecilia Cepeda Vargas 

(fallecida)175.  

 

Considerando el reconocimiento de responsabilidad realizado por el Estado, las 

violaciones identificadas por la Corte IDH, y las pretensiones de los peticionarios y de la 

CIDH en materia de reparaciones, el Tribunal dispuso lo siguiente176:  

 

 Conducir eficazmente las investigaciones internas en curso y, de ser el caso, las 

que llegasen a abrirse para identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a todos 

los responsables de los hechos. Para el efecto, estableció una serie de criterios 

entre los que se encuentran:  

 

o “Investigar de forma efectiva todos los hechos y antecedentes relacionados 

con el presente caso, inclusive la alegada existencia del “plan golpe de 

gracia” u otros planes dirigidos a amedrentar y asesinar a miembros de la 

UP, tal como ha avanzado en ese sentido la Fiscalía General de la Nación, 

para lo cual deberá adoptar todas las medidas necesarias para determinar y 

visibilizar patrones de conducta de violencia sistemática contra la 

colectividad de la que hacía parte el Senador Cepeda Vargas; 

 

o Determinar el conjunto de personas involucradas en la planeación y 

ejecución del hecho, incluyendo a quienes hubieren diseñado, planificado o 

asumido el control, determinación o dirección de su realización, así como 

aquellos que realizaron funciones de organización necesarias para ejecutar 

las decisiones tomadas, inclusive si están involucrados altas autoridades 

civiles, mandos militares superiores y servicios de inteligencia, evitando 

omisiones en el seguimiento de líneas lógicas de investigación;  

 

o Articular, para estos efectos, mecanismos de coordinación entre los 

diferentes órganos e instituciones estatales con facultades de investigación y 

otros esquemas existentes o por crearse, a efectos de lograr las más 

                                                
 

175 Ibídem., párr. 212-213. 
176 Ibídem., párr. 214-242. 
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coherentes y efectivas investigaciones, de modo que la protección de los 

derechos humanos de las víctimas sea uno de los fines de los procesos, 

particularmente en casos de graves violaciones; 

 

o Remover todos los obstáculos que impidan la debida investigación de los 

hechos en los respectivos procesos a fin de evitar la repetición de lo ocurrido 

y circunstancias como las del presente caso. En este sentido, el Estado no 

podrá aplicar leyes de amnistía ni argumentar prescripción, irretroactividad 

de la ley penal, cosa juzgada, ni el principio non bis in idem, o cualquier 

excluyente similar de responsabilidad, para excusarse de esta obligación; 

 

o Asegurar que las personas que participen en la investigación, entre ellas 

víctimas, testigos y operadores de justicia, cuenten con las debidas 

garantías de seguridad;  

 

o Realizar con especial diligencia, en la indagación por la interacción del grupo 

ilegal con agentes estatales y autoridades civiles, la investigación exhaustiva 

de todas las personas vinculadas con instituciones estatales y de miembros 

de grupos paramilitares que pudieron estar involucrados. Así, la aplicación 

del principio de oportunidad o la concesión de cualquier otro beneficio 

administrativo o penal no debe generar ningún tipo de obstáculo para una 

debida diligencia en las investigaciones de criminalidad asociada a la 

comisión de violaciones graves de derechos humanos, y 

 

o Asegurar que los paramilitares extraditados puedan estar a disposición de 

las autoridades competentes y que continúen cooperando con los 

procedimientos que se desarrollan en Colombia. Igualmente, el Estado debe 

asegurar que los procedimientos en el extranjero no entorpezcan ni 

interfieran con las investigaciones de las graves violaciones ocurridas en el 

presente caso ni disminuyan los derechos reconocidos en esta Sentencia a 

las víctimas, mediante mecanismos que hagan posible la colaboración de los 

extraditados en las investigaciones que se adelantan en Colombia y, en su 

caso, la participación de las víctimas en las diligencias que se lleven a cabo 

en el extranjero. 
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 Adoptar todas las medidas necesarias para garantizar la seguridad de los 

familiares de la víctima, y prevenir que deban desplazarse o salir del país 

nuevamente como consecuencia de actos de amenazas, hostigamiento o de 

persecución”. 

 

Adicionalmente, como medidas de satisfacción y garantías de no repetición ordenó: 

 

 Publicar apartes de la sentencia en el Diario Oficial y en otro diario de 

circulación nacional; así como toda la sentencia por un año en un sitio web 

oficial del Estado.  

 

 Realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional, el 

cual debe realizarse en el Congreso de la República de Colombia, o en un 

recinto público prominente, con la presencia de miembros del Congresos, las 

más altas autoridades del Estado. En el acto deberá hacerse referencia a los 

hechos propios de la ejecución del Senador Manuel Cepeda Vargas, cometida 

en el contexto de violencia generalizada contra miembros de la UP, por acción 

y omisión de funcionarios públicos; y a las violaciones declaradas en la 

Sentencia177.  

 

 Realizar una publicación y un documental audiovisual sobre la vida política, 

periodística y rol político del Senador Manuel Cepeda Vargas en coordinación 

con los familiares y difundirlo. El documental deberá proyectarse en un canal 

estatal de televisión de difusión nacional, una vez por semana durante un mes. 

Además, el Estado deberá proyectar el video en un acto público en la ciudad de 

Bogotá, ya sea en un acto específico o en el marco del acto de reconocimiento 

de responsabilidad. 

 

 Otorgar una beca con el nombre de Manuel Cepeda Vargas en una carrera 

profesional en ciencias de la comunicación o periodismo en una universidad 

                                                
 

177 Ibidem., párrs. 224 y 225.  
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pública de Colombia elegida por el beneficiario. El beneficiario será elegido a 

través de un concurso de méritos, de conformidad con el procedimiento que 

establezca la Fundación Manuel Cepeda Vargas178.  

 

 Brindar el tratamiento médico y psicológico que requieran las víctimas. 

 

De igual manera, la Corte IDH ordenó indemnizaciones por daños materiales e 

inmateriales, así como el reintegro de costas y gastos del proceso a nivel nacional e 

internacional.  

 

Si bien los la CIDH y los representantes solicitaron otras medidas de reparación, no 

fueron otorgadas debido a que “los miembros de la UP no fueron declarados víctimas en 

esta Sentencia”. 

 

 

2.3.12 Caso Vélez Restrepo y Familiares vs Colombia 

La CIDH sometió a la jurisdicción de la Corte IDH el 2 de marzo de 2011, con el fin de 

que declarara responsable al Estado colombiano por la violación de derechos 

consagrados en la CADH con ocasión de las agresiones que sufrió el señor Vélez 

Restrepo por parte de miembros de la Policía  Nacional, mientras desarrollaba su función 

periodística el 29 de agosto de 1996, así como por las amenazas, hostigamientos y 

presunto intento de secuestro. Durante el trámite ante la Corte IDH, el Estado realizó un 

reconocimiento de responsabilidad179.  

 

Con ocasión del aludido reconocimiento, y las valoraciones de fondo que realizó, la Corte 

IDH concluyó que Colombia era responsable por la violación del derecho a la integridad 

personal, a la libertad de pensamiento y de expresión, a la circulación y de residencia, 

protección a la familia, los derechos del niño, garantías judiciales y a la protección 

                                                
 

178 Ibídem., párr. 234. 
179 CORTE IDH. Caso Vélez Restrepo y Familiares Vs. Colombia. Sentencia de Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas de 3 de septiembre de 2012, párr. 2 y 13. 
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judicial, en perjuicio del señor Luis Gonzalo Vélez Restrepo, su esposa y su hija e hijo. 

Por lo  tanto, dispuso que el Estado implementara las siguientes medidas de 

reparación180:   

 

 Garantizar las condiciones para que los miembros de la familia Vélez Román 

regresen a residir en Colombia, en caso que así lo decidieran. 

 

 Brindar atención en salud a las víctimas a través de sus instituciones de salud 

especializadas, si las víctimas manifiestan su voluntad de regresar a residir a 

Colombia. En caso de que los miembros de la familia Vélez Román decidan no 

regresar a residir en Colombia, el Estado debe pagarles las cantidades fijadas 

por la Corte IDH. 

 

 Publicar los apartes de la sentencia determinados por la Corte IDH en el Diario 

Oficial y en otro diario de amplia circulación nacional. 

 

 Incorporar un módulo específico sobre la protección del derecho a la libertad de 

pensamiento y de expresión y de la labor que cumplen los periodistas y 

comunicadores sociales, en los programas de educación en derechos humanos 

dirigidos a las Fuerzas Armadas. 

 

 Informar si, de acuerdo al ordenamiento jurídico colombiano, es posible adoptar 

otras medidas o acciones que permitan determinar responsabilidades en el 

presente caso por los hechos de la agresión del 29 de agosto de 1996 y las 

amenazas y hostigamientos de 1996 y 1997 y, en caso afirmativo, llevar a cabo 

tales medidas o acciones. 

 

 Concluir eficazmente y en un plazo razonable la investigación penal por el intento 

de privación de la libertad del señor Luis Gonzalo Vélez Restrepo ocurrido el 6 de 

octubre de 1997, de forma que permita el esclarecimiento de los hechos, 

                                                
 

180 Ibídem., párr. 259-290. 
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determinar las correspondientes responsabilidades penales y aplicar 

efectivamente las sanciones y consecuencias que la ley prevea. 

 

 Pagar las indemnizaciones por daños materiales e inmateriales, y el reintegro de 

costas y gastos, de conformidad con los montos fijados por la Corte IDH en la 

sentencia. 

 

2.3.13 Caso Masacre de Santo Domingo vs Colombia 

La CIDH sometió a la jurisdicción de la Corte IDH, el 8 de julio de 2011, con el fin de que 

declarara responsable al Estado colombiano por la violación de derechos consagrados 

en la CADH con ocasión de un bombardeo perpetrado el 13 de diciembre de 1998 por la 

Fuerza Aérea Colombiana en la vereda de Santo Domingo, municipio de Tame, 

departamento de Arauca, del que resultaron 17 civiles muertos, entre ellos cuatro niños y 

dos niñas, y 27 civiles heridos, entre ellos cinco niñas y cuatro niños181. 

 

De acuerdo con las respectivas valoraciones de fondo, la Corte IDH concluyó que 

Colombia era responsable por la violación del derecho a la vida, a la integridad personal, 

a la propiedad privada, a la circulación y de residencia y de la cláusula de protección de 

los derechos del niño, en perjuicio de las víctimas directas y sus familiares182.  

 

En el presente caso, la Corte IDH consideró como “parte lesionada”, a las diecisiete (17) 

personas fallecidas, entre las que se encuentran seis (6) menores de edad; a veintisietes 

(27) heridos, entre los que se encuentran diez (10) niños y/o niñas, y a ciento diecisiete 

(117) familiares de víctimas fallecidas y heridas.  

 

En relación con las víctimas, la Corte IDH reiteró, que según su jurisprudencia “las 

presuntas víctimas deben estar señaladas en el informe de fondo de la CIDH”183, por ello, 

                                                
 

181 CORTE IDH. Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia. Sentencia de Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 2. 
182 Ibídem., párr. 350. 
183 CORTE IDH. Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Op. Cit., párr. 98; Caso Barbani 
Duarte y Otros Vs. Uruguay. Sentencia de Fondo Reparaciones y costas de 13 de octubre de 
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de 24 familiares de las víctimas que fueron señaladas por los representantes y que no se 

encuentran incluidos dentro del Informe de Fondo, la Corte IDH sólo reconoció a seis (6) 

personas que fueron reparadas a nivel interno de quienes es “posible entender que el 

Estado los reconoció como víctimas”184.  

 

En cuanto al pago de indemnizaciones por daño material e inmaterial, la Corte IDH al 

constatar que varios de los familiares de las víctimas que resultaron muertas o heridas, 

ya habían acudido ante la jurisdicción contenciosa administrativa y recibieron 

indemnizaciones por este concepto, no ordenó al Estado reparaciones frente al particular, 

atendiendo al principio de complementariedad185. 

 

No obstante, respecto de las víctimas que no presentaron acción de reparación directa o 

que les fueron negadas las pretensiones, la Corte IDH dispuso que “el Estado debe 

otorgar y ejecutar, en el plazo de un año y a través de un mecanismo interno expedito, 

las indemnizaciones y compensaciones pertinentes por concepto de daños materiales e 

inmateriales, si les correspondiere, las cuales deberán fijarse con base en los criterios 

objetivos, razonables y efectivos de la jurisdicción contencioso administrativa 

colombiana”186. 

 

Frente a esta medida de reparación, es de indicar que es la primera sentencia en contra 

de Colombia, en la cual el Tribunal no fija un monto respecto de las personas que no 

recibieron indemnizaciones a través de la acción de reparación directa, sino que 

determina que esto se haga a través de un mecanismo interno expedito de conformidad 

con los criterios de la jurisdicción contenciosa – administrativa. Para el efecto, señaló que 

los familiares que consideren ser beneficiarios de esta medida de reparación deberán 

presentarse ante la autoridad correspondientes “a más tardar en el plazo de 3 meses, 

contados a partir de la notificación de esta Sentencia”. 

 

                                                                                                                                              
 

2011, párr. 42 y, Caso Uzcátegui y otros Vs. Venezuela. Sentencia de Fondo y Reparaciones de 3 
de septiembre de 2012, párr. 243. 
184 CORTE IDH. Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia. Op. Cit., párr. 294. 
185 Ibídem., párr. 336. 
186 Ibídem., párr. 337. 
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De otra parte, la Corte IDH procedió a ordenar reparaciones, las cuales consistieron en 

medidas de satisfacción, rehabilitación, restitución y garantías de no repetición. En este 

sentido, dispuso como medidas de satisfacción lo siguiente:  

 

 Realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional, que 

tenga en cuenta187:   

o Los hechos del caso y a la responsabilidad declarada por la Corte IDH  

o El acto deberá ser transmitido a través de medios de comunicación 

televisivos y/o radiales 

o Contar con la presencia de altos funcionarios estatales 

o Garantizar la presencia de las víctimas que no residan en el caserío de Santo 

Domingo y que deseen asistir al acto, para lo cual se deberá asumir el gasto 

de transporte  

 

 Publicar la sentencia y/o apartes de ésta: 

o El resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte IDH, por 

una sola vez en el diario oficial; 

o El resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una 

sola vez, en un diario de amplia circulación nacional, y  

o La Sentencia en su integridad, la cual deberá estar disponible por un período 

de un año, en un sitio web oficial.  

 

En cuanto a las medidas de rehabilitación, la Corte IDH, al igual que en los otros casos, 

ordenó al Estado brindar un tratamiento integral en salud a las víctimas y familiares188, 

que tenga en cuenta los siguientes elementos:  

 

 Brindar la atención y el tratamiento médico, psicológico o psicosocial a las 

víctimas y los familiares que así lo soliciten, 

 El tratamiento debe ser gratuito, y se realizará a través de sus instituciones de 

salud especializadas, y de forma adecuada y efectiva,  

                                                
 

187 Ibídem., párr. 301 y  302. 
188 Ibídem., párr. 309 
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 Para brindar el tratamiento se requiere previo consentimiento informado 

 Suministro gratuito de los medicamentos y exámenes que eventualmente se 

requieran 

 Los tratamientos respectivos deberán prestarse, en la medida de lo posible, en los 

centros más cercanos a sus lugares de residencia189 por el tiempo que sea 

necesario. 

 Al proveer el tratamiento psicológico o psicosocial se debe considerar, además, 

las circunstancias y necesidades particulares de cada víctima, de manera que se 

les brinden tratamientos colectivos, familiares e individuales, según lo que se 

acuerde con cada una de ellas y después de una evaluación individual190. 

 

Frente a esta medida de reparación, la Corte IDH señaló que “valora las iniciativas 

estatales de carácter general relacionadas con los sistemas de atención pública de la 

salud. Sin perjuicio de ello, considera pertinente señalar que no puede confundirse la 

prestación de los servicios sociales que el Estado brinda a los individuos con las 

reparaciones a las que tienen derecho las víctimas de violaciones de derechos humanos, 

en razón del daño específico generado por la violación”191, y por ende procedió a ordenar 

la medida de reparación señalada anteriormente.  

 

A diferencia de todas las sentencias de la Corte IDH en contra del Estado colombiano, en 

este caso, el Tribunal no ordenó como medida de reparación la obligación de investigar, 

toda vez que no declaró responsable al Estado por la violación de los derechos a la 

protección judicial y a las garantías judiciales. No obstante, manifestó que conforme con 

la obligación general de respeto y garantía “el Estado debe continuar las investigaciones 

                                                
 

189 CORTE IDH. Caso Masacre de la Masacre de las Dos Erres Vs. Guatemala. Op. Cit., párr. 270, 
y Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Sentencia de Fondo, 
Reparaciones y Costas de 25 de octubre de 2012, párr. 353. 
190 CORTE IDH. Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Op. Cit. párr. 278; Caso Masacres de El 
Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Op. Cit., párr. 353. 
191 CORTE IDH. Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia. Op. Cit., párr. 307; Caso 
González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Sentencia de Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas de 16 de noviembre de 2009, párr. 529, y Caso Masacres de El Mozote y 
lugares aledaños Vs. El Salvador. Op. Cit., párr. 350. 
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y procesos administrativos y judiciales en curso y continuar las demás que correspondan 

a efectos de determinar los hechos y las responsabilidades”192. 

 

Por último, la Corte IDH consideró que la sentencia constituye per se una forma de 

reparación, por lo cual no ordenó las otras medidas de reparación presentadas por los 

peticionarios y la CIDH. Aclaró la Corte IDH, que está decisión, se da sin perjuicio de lo 

que corresponda al Estado implementar a favor de las víctimas del presente caso en el 

marco de sus programas sociales y políticas de reparación193.   

 

Dentro de las medidas de reparación que no fueron otorgadas por la Corte IDH, se 

encuentran las siguientes:  

 

 Producir un material audiovisual (película o documental) que reconstruya los 

hechos del caso, el cual deberá ser transmitido por televisión, y presentado en los 

cursos de formación de las fuerzas militares194. La Corte IDH no accedió a esta 

solicitud de los peticionarios debido a que no encontró responsable al Estado por la 

violación del derecho a la honra y dignidad. 

 

 Garantizar la vida e integridad personal de todas aquellas víctimas que vienen 

participando durante el trámite del proceso y con posterioridad a la sentencia que 

emita el Tribunal. No se procedió a esta solicitud debido a que no remitieron por los 

peticionarios alegatos o pruebas que sustentaran esa solicitud.  

 

 Adoptar medidas para evitar que se repitan hechos como los ocurridos en el caso. 

Para el efecto, los peticionarios solicitaron que “debe asegurarse de que las leyes 

en materia del uso desproporcionado de la fuerza y uso de armas de fuego 

garanticen el más alto nivel de protección posible a la ciudadanía”. No se ordenó 

esta medida de reparación debido a que no fueron comprobadas falencias en la 

normatividad interna, que violara el artículo 2 de la CADH. 

                                                
 

192 CORTE IDH. Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia. Op. Cit., párr. 297. 
193 Ibídem., párr. 323 
194 Ibídem., párr. 312. 



Reparaciones en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos 77 

 

 

 Ordenar al Estado la reconstrucción de Santo Domingo, la adopción de un conjunto 

de medidas, materiales e inmateriales (de asesoría y apoyo) realizables a través de 

la financiación estatal de un plan de desarrollo comunitario, tendiente al 

restablecimiento de los proyectos de vida afectados con ocasión de la violación de 

sus derechos humanos y la reconstrucción del pueblo que posibilite el retorno de 

las personas y familias que así deseen hacerlo”. 

 

 Ordenar acciones para la recuperación de la memoria, como  es la construcción de 

una Casa de la Cultura, la construcción de un arco de un arco ubicado en la 

entrada del caserío de Santo Domingo. 

 

2.3.14 Caso de las Comunidades Afrodescendientes 
Desplazadas de la Cuenca del Rio Cacarica vs Colombia 

El caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río 

Cacarica (Operación Génesis), previamente denominado en el SIDH como caso de 

Marino López y otros (Operación Génesis), fue presentando a la CIDH el 1 de junio de 

2004, en el que se alegó la responsabilidad internacional del Estado colombiano por las 

presuntas violaciones a los derechos humanos cometidas en la “denominada “Operación 

Génesis”, llevada a cabo entre el 24 y el 27 de febrero de 1997 en el área general del Río 

Salaquí y Río Truandó, zona cercana a los territorios delas comunidades 

afrodescendientes de la cuenca del río Cacarica, departamento del Chocó195.  

 

Con ocasión de la petición presentada, la CIDH el 21 de octubre de 2006 profirió el 

Informe de Admisibilidad No. 86/06, y posteriormente, el 31 de marzo de 2011 en virtud 

del artículo 50 de la Convención Americana profirió el Informe de Fondo No. 64/11 en el 

que concluyó que el Estado colombiano era responsable por la violación de diferentes 

derechos protegidos por la CADH, y formuló una serie de recomendaciones196.  

 

                                                
 

195 CORTE IDH. Caso Comunidades Afrodescendientes desplazadas de la Cuenca del Río 
Cacarica (Operación Génesis) Vs. Colombia. Sentencia de 20 de noviembre de 2013, párr. 1. 
196 Ibídem., párr. 2. 
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En atención a que la CIDH consideró que el Estado no había cumplido con las 

recomendaciones, el 25 de julio de 2011, sometió el caso a la jurisdicción de la Corte 

IDH. Este Tribunal profirió sentencia el 20 de noviembre de 2014, en donde concluyó que 

Colombia era responsable de la violación a los derechos a la vida, a la integridad 

personal, a no ser desplazado forzadamente, los derechos de los niños, y los derechos a 

la protección judicial y garantías judiciales de la Convención Americana en perjuicio de 

Marino López y sus familiares, y los miembros de las comunidades afrodescendientes 

desplazadas de la cuenca del río Cacarica.   

 

De conformidad con las violaciones encontradas, la Corte IDH ordenó al Estado 

colombiano la implementación de diferentes medidas de reparación, a favor de la parte 

lesionada, la cual está conformada por el señor Marino López, sus familiares y 372 

personas víctimas de desplazamiento forzado.  

 

Debido a que en el trámite sólo se logró probar la calidad de compañera permanente del 

señor Marino López, pero no la de algún otro familiar, la Corte IDH al considerar que 

habían elementos que permitían concluir que el señor López tenía otros familiares, 

estableció que las indemnizaciones que se ordenen en la sentencia sean entregadas a 

los familiares inmediatos que comparezcan ante la autoridad competente a nivel 

nacional, acreditando el parentesco y aportado la documentación necesaria para el 

efecto. Para hacer efectiva esta orden, la Corte IDH dispuso que el Estado debía realizar 

anuncios a través de radio por lo menos una vez al mes durante seis meses. Los 

anuncios se debían hacer en una emisora radial con cobertura nacional y local, en donde 

se convocara a los familiares del señor Marino López a presentar información. 

 

En relación con las 372 personas víctimas de desplazamiento forzado, la Corte IDH no 

fijó indemnizaciones por daño material e inmaterial, sino determinó que las 

indemnizaciones se brinde en el marco del programa de reparaciones administrativas con 

el que cuenta el Estado colombiano de conformidad con la Ley 1448 de 2011, para el 

efecto la Corte IDH señaló que: “La Corte dispone que el Estado colombiano garantice 

que todas las personas que hayan sido reconocidas como víctimas en [l]a Sentencia 

tengan acceso prioritario a las referidas indemnizaciones administrativas, y se proceda 
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cuanto antes al pago de las mismas, independientemente de los plazos que la legislación 

interna haya contemplado para ello, evitando obstáculos de cualquier índole”197.  

 

De igual manera, la Corte IDH ordenó medidas de satisfacción y garantías de no 

repetición que consistieron en:   

 

 Continuar eficazmente y con la mayor diligencia las investigaciones abiertas, así 

como abrir las que sean necesarias, con el fin de individualizar, juzgar y 

eventualmente sancionar a todos los responsables de los hechos del presente caso 

y remover todos los obstáculos, de facto y de jure, que puedan mantener la 

impunidad. 

 

 Realizar publicaciones del resumen de la sentencia en el Diario Oficial y en un 

diario de circulación nacional.  

 

 Realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional por los 

hechos del presente caso. 

 

 Brindar el tratamiento médico adecuado y prioritario que requieran las víctimas del 

presente caso, en el marco de los programas de reparaciones previstos en la 

normatividad interna. 

 

 Restituir el efectivo uso, goce y posesión de los territorios reconocidos en la 

normativa interna a las comunidades afrodescendientes agrupadas en el consejo 

comunitario de las comunidades de la cuenca del Río Cacarica.  

 

 Garantizar que las condiciones de los territorios que se restituyan a las víctimas del 

presente caso, así como del lugar donde habitan actualmente, sean adecuadas 

para la seguridad y vida digna tanto de quienes ya han regresado como de quienes 

aún no lo han hecho. 

 

                                                
 

197 Ibídem., párr. 475. 
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o Enviar periódicamente, al menos una vez al mes, representantes oficiales a los 

territorios de los cuales fueron desplazados, y en particular a las Comunidades 

de Paz (“Esperanza de Dios” y “Nueva Vida”), durante los cinco años 

siguientes a la notificación de esta Sentencia para verificar la situación de 

orden público, para lo cual deberán reunirse efectivamente con las 

comunidades o los representantes por éstas designados  

 

En atención a que los peticionarios y la CIDH elevaron solicitudes adicionales en materia 

de medidas de reparación, el Tribunal consideró que no era procedente ordenar otras 

medidas. Sin embargo, indicó que las víctimas del presente caso deberán tener acceso 

prioritario a medidas de rehabilitación, de satisfacción y de no repetición, contempladas 

en los programas internos de reparación198.  

 

Por último, reconoció el reembolso por concepto de gastos y costas, monto que fue fijado 

en equidad por la Corte IDH.  

 

 

2.3.15 Caso Rodríguez Vera y Otros (Desaparecidos del 
Palacio de Justicia) vs Colombia 

El 19 de febrero de 2012, la CIDH presentó el caso ante la Corte IDH con el objetivo de 

que declarara responsable al Estado colombiano por la violación de los derechos 

contenidos en la CADH, con ocasión de las desapariciones forzadas, la ejecución 

extrajudicial, y las detenciones y torturas, cometidas en perjuicio de diferentes personas, 

durante los días 6 y 7 de noviembre de 1986, en los hechos que se conoce como la 

retoma del Palacio de Justicia199.  

 

De conformidad con las violaciones declaradas por la Corte IDH en la sentencia de 14 de 

noviembre de 2014, ordenó al Estado colombiano una serie de medidas de reparación. 

                                                
 

198 Ibídem, párr. 461.  
199 CORTE IDH. Caso Rodríguez Vera y Otros Vs. Colombia. Sentencia de Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas de 14 de noviembre de 2014, párr. 1. 
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Para el efecto, el Tribunal consideró como parte lesionada de este proceso a Carlos 

Augusto Rodríguez Vera, Irma Franco Pineda, Cristina del Pilar Guarín Cortés, David 

Suspes Celis, Bernardo Beltrán Hernández, Héctor Jaime Beltrán Fuentes, Gloria Stella 

Lizarazo Figueroa, Luz Mary Portela León, Lucy Amparo Oviedo Bonilla, Gloria Anzola de 

Lanao, Carlos Horacio Urán Rojas, Ana Rosa Castiblanco Torres, Norma Constanza 

Esguerra Forero, Yolanda Santodomingo Albericci, Eduardo Matson Ospino, José Vicente 

Rubiano Galvis, Orlando Quijano, así como a los familiares de las víctimas, los cuales se 

encuentran identificados en la sentencia200. 

 

Adicional a las compensaciones económicas, la Corte IDH ordenó al Estado llevar a 

cabo, en un plazo razonable, las investigaciones amplias, sistemáticas y minuciosas que 

sean necesarias para establecer la verdad de los hechos, así como de determinar, juzgar 

y, en su caso, sancionar a todos los responsables de los hechos. Para este fin, la Corte 

IDH determinó que el Estado colombiano debe tener en cuenta ciertos criterios, entre 

ellos:  

 

 Realizar la o las investigaciones pertinentes en relación con los hechos de este 

caso, con el objeto de que el proceso y las investigaciones sean conducidas en 

consideración de la complejidad de los hechos, con la debida diligencia evitando 

omisiones en la consideración y valoración de la prueba y el seguimiento de líneas 

lógicas de investigación; 

 

 Por tratarse de violaciones graves a los derechos humanos, incluyendo 

desapariciones forzadas, ejecuciones extrajudiciales y torturas, el Estado deberá 

abstenerse de recurrir a la aplicación de leyes de amnistía ni argumentar 

prescripción, irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ni el principio non bis in 

ídem o cualquier eximente similar de responsabilidad, con el fin de excusarse de la 

obligación de investigar y enjuiciar a los responsables. 

 

 Asegurarse que las autoridades competentes realicen las investigaciones 

correspondientes ex officio, y que para tal efecto tengan a su alcance y utilicen 

                                                
 

200 Ibídem., párr. 615. 
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todos los recursos logísticos y científicos necesarios para recabar y procesar las 

pruebas y, en particular, tengan facultades para acceder plenamente a la 

documentación e información pertinente para investigar los hechos denunciados y 

llevar a cabo con prontitud aquellas actuaciones y averiguaciones esenciales para 

esclarecer lo sucedido a las personas desaparecidas en el presente caso, a las 

víctimas de torturas y otras formas de tratos crueles y degradantes, y a la víctima 

de desaparición y posterior ejecución extrajudicial; 

 

 Identificar e individualizar a los autores de las violaciones referidas en la presente 

Sentencia. 

 

 Garantizar que las investigaciones por los hechos constitutivos de las violaciones a 

derechos humanos declaradas en el presente caso se mantengan, en todo 

momento, bajo conocimiento de la jurisdicción 

 

 Conducir, en un plazo razonable, las investigaciones necesarias para determinar y 

esclarecer los hechos referentes a Norma Constanza Esguerra Forero y Ana Rosa 

Castiblanco Torres. 

 

De igual manera ordenó efectuar, a la mayor brevedad, una búsqueda rigurosa, en la 

cual realice todos los esfuerzos para determinar el paradero de las once víctimas aún 

desaparecidas a la mayor brevedad201. 

 

Adicionalmente, la  Corte IDH procedió a fijar medidas de rehabilitación y satisfacción. 

En este sentido, ordenó como medida de rehabilitación brindar, de forma inmediata, el 

tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico a las víctimas que así lo soliciten y, de ser 

el caso, pagar la suma establecida por concepto de gastos por dicho tratamiento para 

aquellas víctimas que residan fuera de Colombia202.  

 

                                                
 

201 Ibídem., párr. 473. 
202 Ibídem., párr. 569. 
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Como medidas de satisfacción dispuso203:  

 

 Publicar el resumen oficial de la sentencia en el Diario Oficial y en un diario de 

amplia circulación nacional.  

 Fijar en un sitio web la sentencia en su integridad. 

 Dar publicidad al resumen oficial de la Sentencia, a través de una emisora radial y 

un medio televisivo de cobertura nacional, en horario de alta audiencia. 

 Realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional en 

Colombia, en relación con los hechos del caso.  

 Realizar un documental audiovisual sobre los hechos del presente caso, sus 

víctimas y la búsqueda de justicia de sus familiares. Para el efecto, el Estado 

deberá hacerse cargo de todos los gastos que generen la producción, proyección y 

distribución de dicho video. El video documental deberá proyectarse en un canal de 

televisión de difusión nacional. De igual manera se deberá proveer a los 

representantes 155 ejemplares en video del documental. 

 

La Corte IDH no ordenó otras medidas solicitadas por los representantes y la CIDH, al 

considerar que la “[s]entencia y las reparaciones ordenadas [….] resultan suficientes y 

adecuadas para remediar las violaciones sufridas por las víctimas”204 y no estima necesario 

ordenar dichas medidas adicionales. Por último, dispuso el pago de costas y gastos con 

ocasión del trámite a nivel nacional e internacional.  

 

Frente a compensaciones económicas, la Corte IDH consideró que si bien a nivel 

interno, se habían fijado indemnizaciones en la jurisdicción contencioso administrativo, en 

las referidas sentencias no se reconoció o condenó al Estado por su responsabilidad en 

las desapariciones forzadas y las otras violaciones que fueron identificadas por la Corte 

IDH en su sentencia. Sin perjuicio de ello, la Corte IDH sostiene que de conformidad con 

el carácter coadyuvante y complementario de la jurisdicción internacional, tomará en 

cuenta lo decidido en los procesos de acción de reparación directa205, al momento de fijar 

las indemnizaciones. 

                                                
 

203 Ibídem., párr. 571-577. 
204 Ibídem., párr. 580.  
205 Ibídem, párr. 590. 
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Para el efecto, la Corte IDH inició señalando las diferencia de criterios entre la 

jurisdicción contencioso administrativa y la jurisdicción internacional al momento de fijar 

las indemnizaciones. En este sentido, indicó que “la jurisdicción contenciosa 

administrativa colombiana no otorga indemnizaciones a favor de las personas 

desaparecidas o fallecidas, y la indemnización por “lucro cesante” (equiparable a la 

indemnización por pérdida de ingresos en la jurisdicción interamericana) solamente es 

otorgada si acuden los familiares dependientes de la víctima desaparecida o fallecida”. 

 

No obstante las diferencias encontradas, la Corte IDH señaló que “las indemnizaciones 

por daño material en la jurisdicción contenciosa administrativa se hizo bajo criterios que, 

aún cuando distintos, son objetivos y razonables, por lo cual este Tribunal estima que, de 

conformidad con el principio de complementariedad al cual obedece la jurisdicción 

interamericana, no le corresponde ordenar indemnizaciones adicionales por concepto de 

daño material en los casos en los que ya fue otorgada dicha indemnización por la 

jurisdicción contenciosa administrativa”206. 

 

Respecto de los familiares de las víctimas que no acudieron a la jurisdicción contencioso 

administrativa, y por ende no fueron reparados a nivel interno, la Corte IDH fijó un monto 

por concepto de daño material. En cuanto a los familiares que presentaron acción de 

reparación directa y se encontraba pendiente la decisión del juez, el Tribunal 

Interamericano resolvió que no le correspondía fijar indemnizaciones por concepto de daño 

material, por lo que exhortó al Estado para que se profiera sentencia en dichos casos, a 

efectos de otorgar las indemnizaciones que les correspondan207.  

 

Con esta decisión, la Corte IDH varió el criterio que había mantenido en los otros casos 

que había conocido en contra de Colombia, toda vez que en ellos, ordenaba al Estado a 

pagar las indemnizaciones fijadas, y a informarle al juez que conocía la acción de 

reparación directa para que resolviera lo pertinente. 

 

                                                
 

206 Ibídem, párr. 595.  
207 Ibídem, párr. 598.  
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En cuanto al daño inmaterial, lo Corte IDH identificó que si bien algunos familiares 

recibieron indemnizaciones a nivel interno por daño moral, en otros casos cursan proceso 

en la jurisdicción contencioso administrativa para el reconocimiento de éstos, y en otra 

situación pese a haber acudido a dicha instancia, al no contar con abogado no se le otorgó 

indemnización208, las indemnizaciones que se habían otorgado no correspondía a la 

totalidad de violaciones que habían sido declaradas por el Tribunal Interamericano, por lo 

cual dispuso ordenar reparaciones adicionales. 

 

En este sentido, fijo un monto total, dado que no contaba con cifras exactas sobre lo 

recibidas a nivel interno, pero dio la facultad al Estado para que descuente de la 

indemnización que corresponde a cada familiar la cantidad que ya hubiera recibido a nivel 

interno por ese concepto. 

 

Por último, la Corte IDH ordenó el reembolso por concepto de gastos y costas generadas 

durante el trámite del caso a nivel nacional e internacional, pero además dispuso que 

durante el trámite de supervisión de cumplimiento de sentencia, podría “disponer que el 

Estado reembolse a las víctimas o sus representantes los gastos razonables en que 

incurran en dicha etapa procesal”209. 

                                                
 

208 Ibídem, párr. 601.  
209 Ibídem, párr. 608.  



 

3. Incorporación de estándares de reparación 
integral a nivel interno 

3.1 Mecanismos de justicia ordinaria  

La Constitución Política de Colombia, en su artículo 90, establece la cláusula de 

responsabilidad patrimonial del Estado, a causa de daños a bienes jurídicos de los 

ciudadanos, que ocurrieran por acción o por omisión de las autoridades públicas. Esta 

cláusula se traduce en la potestad ciudadana de demandar al Estado cuando se resulte 

afectado en sus derechos y, éste a su vez, de resultar responsable y condenado por los 

hechos, deberá reparar a las personas afectadas210. 

 

La incorporación de esta novedosa cláusula en el ordenamiento jurídico colombiano tuvo 

lugar en la Constitución de 1991, dado que hasta ese momento, no existía en Colombia 

una disposición de similar naturaleza y alcance. Pérez Escobar, señala al respecto que 

“[l]a Constitución de 1991, a diferencia de la anterior, se ocupa con gran amplitud del 

tema de la responsabilidad, especialmente de la que corresponde al Estado y a sus 

agentes por violación de los derechos de las personas”211. 

 

Los desarrollos en materia de responsabilidad del Estado se habrían originado en la 

jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y posteriormente del Consejo de Estado, 

pero sin una base jurídica legal o constitucional que legitimara en sus inicios y con 

precisión este concepto de responsabilidad patrimonial a cargo del ente estatal212.  

 

                                                
 

210 PÉREZ Escobar, Jacobo. Derecho Constitucional Colombiano. Sexta Edición. Bogotá D.C.: 
Editorial Temis, 2003, pp. 289. 
211 Ibídem. 
212 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-644 de 31 de agosto de 2011. M.P. 
Jorge Iván Palacio Palacio. 
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Ambos tribunales se fundaron en las cláusulas de responsabilidad originadas en el 

derecho privado, propiamente en el derecho civil213, para sustentar decisiones contra el 

Estado por haber causado daños a los ciudadanos y, justificar decisiones de contenido 

patrimonial e indemnizatorio a favor de las personas que hubieran resultado lesionadas 

en su integridad o en sus bienes214. 

 

La Corte Constitucional de Colombia, al conocer de una demanda de inconstitucionalidad 

contra el Código Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), rememoró el origen del 

concepto de responsabilidad patrimonial del Estado. Al respecto recordó la Corte 

Constitucional, que el 22 de octubre de 1896, la Corte Suprema de Justicia consideró que 

“a pesar de que las entidades estatales sean personas jurídicas y, por tanto, 

irresponsables penalmente por los daños que ocasionaran a los ciudadanos, sí se 

encontraban obligadas objetivamente a las reparaciones civiles por los perjuicios que 

resultaren de una conducta punible imputable a los funcionarios públicos”215.  

 

La contribución de dicha decisión, a criterio de la Corte Constitucional, radicó en que se 

introdujo, por una parte, el concepto de reparación de perjuicios a cargo del Estado por 

conducta imputable a funcionarios públicos y, por la otra, la introducción de conceptos 

que más tarde serían incorporados por la jurisdicción contencioso administrativa, entre 

ellos: responsabilidad directa, responsabilidad indirecta y falla en el servicio216.  

 

La Ley 167 de 1941 se erigió como el primer referente legal que planteó la institución de 

la responsabilidad patrimonial del Estado pero, por supuesto necesitó del máximo tribunal 

de lo contencioso administrativo: el Consejo de Estado para lograr su desarrollo práctico. 

Concretamente, el Consejo de Estado ha planteado desde sus orígenes una posición 

muy similar respecto de la estructuración o composición de la responsabilidad patrimonial 

del Estado, considerando: “i) la existencia de un daño antijurídico, (ii) que la acción u 

                                                
 

213 VALENCIA ZEA, Arturo y Álvaro Ortiz Monsalve. Derecho Civil. Parte General y personas. 
Decimoquinta Edición. Tomo I. Bogotá D.C.: Editorial Temis, 2002, pp. 286 y 287. 
214 PÉREZ Villa, Jorge. Responsabilidad estatal y acción de repetición. Segunda Edición. Bogotá 
D.C.: Editorial Leyer, 2003, pp. 9. 
215  CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-644 de 31 de agosto de 2011. Op. 
Cit. 
216 Ibídem. 
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omisión desplegada sea imputable a las entidades públicas y (iii) que se presente una 

relación de causalidad material entre el daño antijurídico y el órgano estatal”217.  

 

Vendrían los desarrollos de estas nociones, a cargo del Consejo de Estado, hasta llegar 

a la Constitución Política de 1991 y a la consagración del artículo 90 que se mencionaba 

previamente, para contar hoy con un sistema de responsabilidad del Estado sólido y 

estructurado. 

3.1.1 Acción de reparación directa 

Actualmente, el Código Contencioso Administrativo vigente (Ley 1437 de 2011) prevé el 

procedimiento para hacer exigible la obligación del Estado de responder 

patrimonialmente por los daños que causen sus agentes por acción u omisión, mediante 

la acción de reparación directa218; la regulación prevista en la actualidad está planteada, 

de manera muy similar, a la que preveía la anterior disposición que adoptó el Código 

Contencioso Administrativo (Decreto 01 de 1984)219.  

                                                
 

217 Ibídem. 
218 CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (Ley 1437 de 2011). Artículo 140. Reparación 
directa. En los términos del artículo 90 de la Constitución Política, la persona interesada podrá 
demandar directamente la reparación del daño antijurídico producido por la acción u omisión de 
los agentes del Estado.  
 
De conformidad con el inciso anterior, el Estado responderá, entre otras, cuando la causa del 
daño sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal o 
permanente de inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa imputable a 
una entidad pública o a un particular que haya obrado siguiendo una expresa instrucción de la 
misma.  
 
Las entidades públicas deberán promover la misma pretensión cuando resulten perjudicadas por 
la actuación de un particular o de otra entidad pública.  
 
En todos los casos en los que en la causación del daño estén involucrados particulares y 
entidades públicas, en la sentencia se determinará la proporción por la cual debe responder cada 
una de ellas, teniendo en cuenta la influencia causal del hecho o la omisión en la ocurrencia del 
daño. 
219 CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (Decreto 01 de 1984). Artículo 86. Acción de 
reparación directa. La persona interesada podrá demandar directamente la reparación del daño 
cuando la causa sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal 
o permanente de inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa. 
 
Las entidades públicas deberán promover la misma acción cuando resulten condenadas 
o hubieren conciliado por una actuación administrativa originada en culpa grave o dolo de un 
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Por esta vía, el Consejo de Estado y los Tribunales Administrativos (y, de manera mucho 

más reciente los jueces administrativos) resolvieron numerosos casos de demandas 

contra el Estado, en virtud de su acción u omisión, causante de daños antijurídicos a las 

personas; desde las lesiones más graves como la pérdida de la vida, la afectación de la 

integridad o la pérdida de la libertad de manera injusta, hasta lesiones a bienes de los 

ciudadanos como la destrucción de un bien inmueble, daños a bienes muebles o 

automotores o la afectación del buen nombre por acción de funcionarios públicos contra 

una persona, entre otro, han sido analizados y decididos por intermedio de este 

mecanismo de origen constitucional220.  

 

Tradicionalmente las decisiones de la jurisdicción contencioso administrativa, trajeron 

consigo el análisis del daño antijurídico, la conducta imputada a la autoridad pública (por 

acción u omisión) y la relación causal entre ambos criterios (el daño y la conducta), para 

poder decidir sobre la responsabilidad del Estado (a partir de la responsabilidad de una 

entidad específica).  

 

En caso de decidir en contra del Estado, la consecuencia jurídica tradicional fue la de 

ordenar una reparación pecuniaria a favor de los afectados, normalmente denominada 

indemnización que comprendía el reconocimiento patrimonial de los daños materiales 

(daño emergente y lucro cesante) y daños inmateriales (aflicción o sufrimiento de la 

víctima o sus familiares a raíz del hecho). 

 

En la actualidad, podemos referenciar numerosas decisiones de la jurisdicción 

contencioso administrativa, particularmente del Consejo de Estado, en las que se han 

ordenado medidas bajo el concepto de reparación integral que cubriría una gama 

muchísimo más amplia que la simple reparación pecuniaria. La tendencia hacia este 

concepto de reparación integral, tendría al menos, dos explicaciones posibles. 

 

                                                                                                                                              
 

servidor o ex servidor público que no estuvo vinculado al proceso respectivo, o cuando resulten 
perjudicadas por la actuación de un particular o de otra entidad pública." 
 
220 MORA Caicedo, Esteban y Alfonso Rivera Martínez. Derecho administrativo y procesal 
administrativo. Séptima Edición. Bogotá D.C.: Editorial Leyer, 2004, pp. 707. 
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Por una parte, la incorporación de la noción de bloque de constitucionalidad en la 

Constitución Política de 1991221 que propició la integración de estándares del DIDH en el 

ordenamiento jurídico interno. Es así como, por esta vía, el concepto de reparación fue 

ampliado a partir de los desarrollos propios del derecho internacional. La Corte 

Constitucional sobre el bloque de constitucionalidad ha dicho lo siguiente: 

 

“El bloque de constitucionalidad incluye normas que sin figurar formalmente en el 

texto constitucional, son utilizadas como parámetros de control de 

constitucionalidad al tener jerarquía constitucional por remisión directa de la 

Constitución (artículo 93). Ellas son (i) los tratados internacionales que reconocen 

derechos humanos, y las del DIH, bloque de constitucionalidad estricto sensu; y, 

(ii) aunque no tengan rango constitucional configuran parámetros para examinar 

la validez constitucional de las normas sujetas a control las leyes estatutarias, las 

leyes orgánicas y algunos convenios internacionales de derechos humanos, 

calificados como integrantes del bloque de constitucionalidad lato sensu”222. 

 

Y, por la otra, la jurisprudencia de la Corte IDH en materia de reparaciones223 ha jugado 

un papel fundamental en el desarrollo de la obligación de reparar, en la diversificación de 

las medidas de reparación y, en la comprensión de las reparaciones como dispositivos de 

                                                
 

221 Constitución Política de Colombia.  
Artículo 93. Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen 
los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el 
orden interno.  
 
Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los 
tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. 
 
[…] 
222 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-644 de 2013. M.P. Alberto Rojas 
Ríos. 
223 Es evidente el avance registrado, como se desarrolló en capítulo precedente, del concepto de 
reparación en la Corte IDH. Basta observar una de las primeras sentencias proferidas por la Corte 
IDH, v.gr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Sentencia de Indemnización Compensatoria. 
Op. Cit., pasar por el Caso Aloeboetoe Vs. Suriname. Op. Cit., en la cual, por vez primera se 
incluye el concepto de reparación más allá del carácter pecuniario y, llegar a las más recientes 
decisiones, como el Caso del Pueblo Saramaka Vs. Suriname. Sentencia de Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas de 28 de noviembre de 2007, en la cual, el concepto 
de reparación se entiende ligado al concepto de integralidad (medidas comprensivas del sujeto y 
adaptadas para proveer una respuesta idónea de remedio a la víctima).  
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restitución de los derechos de las personas que deben adaptarse a sus necesidades 

particulares.  

 

En una decisión de 2007, el Consejo de Estado planteó amplias consideraciones sobre la 

naturaleza y alcance de las reparaciones, tomando como referencia los conceptos 

desarrollados por la Corte IDH. La decisión versó sobre hechos que también había tenido 

oportunidad de conocer la Corte IDH, relacionados con las masacres ocurridas en el 

municipio de Ituango, corregimiento de El Aro y La Granja. En dicha oportunidad, el 

Consejo de Estado, en la que es considerada la sentencia fundante de la incorporación 

de los estándares de la Corte IDH en relación con las reparaciones en el ordenamiento 

jurídico colombiano, presentó las diferentes modalidades de reparación concebidas por 

en el Sistema Interamericano y, planteó las siguientes consideraciones: 

 

“Efectuado un análisis completo del sistema de reparación en el Derecho 

Internacional Americano de los Derechos Humanos, es necesario abordar el 

estudio de la aplicación concreta del principio de reparación integral en el 

ordenamiento jurídico interno, así como la forma en que el mismo se imbrica y 

desarrolla a partir del ejercicio de la función jurisdiccional del Estado, 

específicamente, a partir del concepto de resarcimiento del daño […] 

 

En esa perspectiva, la reparación integral en el ámbito de los derechos humanos 

supone, no sólo el resarcimiento de los daños y perjuicios que se derivan, 

naturalmente, de una violación a las garantías de la persona reconocidas 

internacionalmente, sino que también implica la búsqueda del restablecimiento del 

derecho vulnerado, motivo por el cual se adoptan una serie de medidas 

simbólicas y conmemorativas, que no propenden por la reparación de un daño 

(strictu sensu), sino por la restitución del núcleo esencial del derecho o derechos 

infringidos”224. 

 

                                                
 

224 Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Masacre de Ituango. Sentencia de 19 de octubre 
de 2007. C.P. Enrique Gil Botero. Es importante destacar que sobre este mismo caso, se han 
pronunciado la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la jurisdicción de Justicia y Paz en 
aplicación de la Ley 975 de 2005.  
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En esta sentencia, considerando el previo pronunciamiento de la Corte IDH sobre los 

mismos hechos, el Consejo de Estado decidió no pronunciarse dada la existencia de la 

cosa juzgada internacional225, por lo cual, se precisó la base conceptual y sustancial del 

alcance de las reparaciones, sin detallar los tipos de medida posibles, para sentar un 

precedente para posteriores decisiones del Consejo de Estado al respecto.  

 

Luego de una exhaustiva revisión de las decisiones del Consejo de Estado, ha sido 

posible establecer que posterior a la sentencia de 2007, el Consejo de Estado ha 

proferido cincuenta y dos (52) sentencias de condena al Estado, en las cuales desarrolló 

el concepto de reparación integral y, además de disponer medidas pecuniarias, ordenó la 

adopción de una serie de medidas no pecuniarias, adaptando sus planteamientos previos 

y reconociendo su influencia directa de las decisiones de la Corte IDH.  

 

Dijo, en su oportunidad, el Consejo de Estado que: 

 

“Por consiguiente, resulta perfectamente viable, en aplicación del principio de 

“reparación integral”,  que el juez de lo contencioso administrativo adopte medidas 

pecuniarias y no pecuniarias, en idéntico o similar sentido a las que la 

jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 

decantado226”. 

 

En estas cincuenta y dos (52) es perfectamente identificable una evolución notable en el 

tipo de medida de reparación ordenada por el Consejo de Estado y, es loable la 

adaptación propiciada respecto de las necesidades, particularidades e intereses de las 

víctimas. Es el caso, de la determinación introducida por el Consejo de Estado de 

proceder con determinadas medidas de reparación -como el caso de los actos públicos o 

                                                
 

225 Ibídem. 
226 Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso “Desaparición forzada y ejecución extrajudicial de 
hermanos Carmona Castañeda”, Demandante: María Delfa Castañeda y Otros. Sentencia de 20 
de febrero de 2008. C.P. Enrique Gil Botero. 
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la difusión de los hechos de las sentencias-, siempre y cuando, se cuente con el 

consentimiento de la o las víctimas227. 

 

El Consejo de Estado ha adoptado las medidas de reparación incorporando las 

categorías desarrolladas en el derecho internacional y, promovidas activamente por la 

Corte IDH; son estas: indemnización, restitución, medidas de satisfacción, rehabilitación y 

garantías de no repetición. 

 

Esta última categoría ha sido la más desarrollada por el Consejo de Estado dentro del 

grupo de las cincuenta y dos (52) sentencias de referencia. La orden de enviar el 

expediente del caso bajo estudio a las autoridades judiciales (Fiscalía General de la 

Nación)228, disciplinarias (Procuraduría General de la Nación) y de la jurisdicción 

castrense (Jurisdicción Penal Militar) como garantía de no repetición ha sido adoptada en 

treinta y un (31) sentencias. Es decir en el sesenta por ciento de los casos (60%). 

 

Las medidas de satisfacción han ocupado un lugar muy importante en las decisiones 

sobre reparaciones proferidas por el Consejo de Estado; tanto las órdenes dirigidas a 

publicar la sentencia y publicar su contenido229 -en veintinueve (29) sentencias, es decir 

el cincuenta y seis por ciento (56%) del total- como las disposiciones sobre la realización 

de actos públicos de reconocimiento de responsabilidad230, de desagravio231 o de pedido 

                                                
 

227 Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso “Ejecución extrajudicial Díaz Salza”. Demandante: 
Greis Salza Rodríguez. Sentencia de 29 de julio de 2013. C.P. Stella Conto Díaz del Castillo. 
228 Por ejemplo ver en: Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso “Desaparición forzada Martínez 
Parrado y otros”. Demandante: Carmen Rosa Muñoz de Sarmiento. Sentencia de 26 de marzo de 
2009. C.P. Enrique Gil Botero; Caso “Desplazamiento forzado Hacienda Bellacruz”. Demandante: 
Manuel Narvaez Corrales y Otros. Sentencia de 18 de febrero de 2010. C.P. Mauricio Fajardo 
Gómez; Caso Ejecución extrajudicial, Martínez Vargas. Demandante: Odalinda Vargas de 
Martínez y Otros. Sentencia de 21 de febrero de 2011. C.P. Danilo Rojas Betancourth. 
229 Por ejemplo ver en: Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Muerte de y lesiones de 
soldados Ibáñez, Guzmán y Beltrán con ocasión del ataque de grupo armado insurgente a la Base 
Militar de Delicias I. Demandante: José Ignacio Ibáñez Díaz y Otros. Sentencia de 25 de mayo de 
2011. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa; Caso Muerte de soldado Molina Castro con 
ocasión del ataque de grupo armado insurgente a la Base Militar de Delicias II. Demandante: 
Dalila Castro de Molina y Otros. Sentencia de 25 de mayo de 2011. C.P. Jaime Orlando 
Santofimio Gamboa; Caso Muerte de soldado Avilés Fajardo con ocasión del ataque de grupo 
armado insurgente a la Base Militar de Delicias III. Demandante: Telmo Avilés Bonilla y Otros. 
Sentencia de 8 de junio de 2011. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
230 Por ejemplo ver en: Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Muerte de soldado Ramos 
González con ocasión del ataque de grupo armado insurgente a la Base Militar de Delicias IV. 
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público de perdón232 -en veinticuatro (24) sentencias, es decir el cuarenta y seis por 

ciento (46%) del total-, han sido comunes y reiteradamente integradas por el Consejo de 

Estado. 

 

Un lugar menos común, pero igualmente significativo han tenido las órdenes del Consejo 

de Estado en relación con medidas de reparación simbólica que promueven la 

dignificación de la memoria de las víctimas, la no repetición de los hechos o la 

conmemoración del significado de esa persona en un entorno familiar, social o 

comunitario, representadas en medidas como la instalación de placas conmemorativas 

en lugares públicos233 o el resguardo y archivo de la sentencia bajo la responsabilidad 

que tiene el mandato de no dejar perder la memoria de los hechos (como es el caso del 

Centro de Memoria Histórica en Colombia234 o el Archivo General de la Nación235). De 

este tipo de medidas, el Consejo de Estado puede dar cuenta de un veintisiete por ciento 

(27%) del total de las sentencias proferidas aplicando este concepto de reparación 

integral, es decir catorce (14) del total de cincuenta y dos (52). 

 

En materia de garantías de no repetición, específicamente en lo que se refiere a cursos o 

procesos de formación y capacitación a servidores públicos -civiles pero especialmente 

adscritos a la Fuerza Pública-236 o la adopción de políticas al interior de la Fuerza Pública 

                                                                                                                                              
 

Demandante: Antonio Ramos Herrera y Otros. Sentencia de 8 de junio de 2011. C.P. Jaime 
Orlando Santofimio Gamboa. 
231 Por ejemplo ver en: Consejo de Estado. Caso “Desaparición y muerte de los hermanos Salinas 
Castellanos en Murillo-Tolima”. Demandante: Luis Antonio Salinas Sánchez y otros. Sentencia de 
3 de diciembre de 2014. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
232 Por ejemplo ver en: Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso “Ejecución extrajudicial Arenas, 
Hernández, Rendón y Rodríguez”. Demandante: María Eucaris del Socorro Arenas y Otros. 
Sentencia de 26 de octubre de 2011. C.P. Stella Conto Díaz del Castillo. 
233 Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso “Desplazamiento forzado Hacienda Bellacruz”. 
Demandante: Manuel Narvaez Corrales y Otros. Sentencia de 18 de febrero de 2010. C.P. 
Mauricio Fajardo Gómez. 
234 Consejo de Estado. Caso “Desaparición y muerte de los hermanos Salinas Castellanos en 
Murillo-Tolima”. Demandante: Luis Antonio Salinas Sánchez y otros. Sentencia de 3 de diciembre 
de 2014. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
235 Consejo de Estado. Caso “Desaparición forzada y ejecución extrajudicial Zapata Montoya y 
Valle Ramírez”. Demandante: Felix Antonio Zapata González. Sentencia de 28 de agosto de 2014. 
C.P. Ramiro Pazos Guerrero. 
236 Consejo de Estado. Caso “Violencia de género, Rodríguez Bustamante”. Demandante: Mónica 
Marisol Rodríguez Bustamante. Sentencia de 9 de octubre de 2014. C.P. Ramiro Pazos Guerrero; 
Consejo de Estado. Caso Desaparición, tortura y ejecución extrajudicial - Palacios López. 
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dirigidas a crear conciencia sobre la necesidad de garantizar derechos de poblaciones 

específicas como los sindicalistas237, pueden identificarse diecisiete (17) sentencias -el 

treinta y tres por ciento (33%)-. 

 

Sobre medidas de rehabilitación, enfocadas en la puesta a disposición de las víctimas de 

tratamientos médicos y sicológicos238 para atender las secuelas de los hechos de 

violencia de los que fueron victimizados, el Consejo de Estado lo ha dispuesto en once 

(11) casos -el veintiún por ciento (21%)-. 

 

Y, en una proporción mucho menor, el Consejo de Estado en dos (2) casos -cuatro por 

ciento (4%) del total- ha ordenado la protección de las víctimas al identificar los posibles 

riesgos a los que se enfrentan239, dada la presencia de amenazas y factores que 

condicionan su vulnerabilidad y, el inicio de procesos de restitución de tierras240 en tres 

(3) sentencias -seis por ciento (6%)-. Resulta también llamativo que, en casos más 

recientes y por supuesto posteriores a la expedición de la Ley 1448 de 2011, el Consejo 

de Estado ha ordenado -vía reparación- que las víctimas identificadas en las sentencias 

adoptadas por dicha instancia jurisdiccional sean incluidas en el registro único de 

víctimas para que puedan acceder al sistema de atención y reparación previsto en la 

                                                                                                                                              
 

Demandante: Clara Inés Gómez y Otra. Sentencia de 12 marzo de 2014. C.P. Hernán Andrade 
Rincón. 
237 Consejo de Estado. Caso “Caso asesinato de sindicalista, Orozco Serrano”. Demandante: 
Neila de Jesús Bolívar Coba y Otra. Sentencia de 12 de diciembre de 2014. C.P. Stella Conto 
Díaz del Castillo. 
238 Consejo de Estado. Caso “Tortura, desaparición forzada y ejecución extrajudicial Lalinde 
Lalinde”. Demandante: Fabiola Lalinde de Lalinde y Otros. Sentencia de 27 de diciembre de 2013. 
C.P. Stella Conto Díaz del Castillo; Caso “Minas antipersona Sánchez Sarmiento”. Demandante: 
Miguel Ángel Sánchez Sarmiento y Otra. Sentencia de 29 de agosto de 2013. C.P. Stella Conto 
Díaz del Castillo; Caso Privación injusta de la libertad de indígena por recolección de hoja de 
coca. Demandante: Luciano Quiguanas Cometa y Otros. Sentencia de 15 de noviembre de 2011. 
C.P. Stella Conto Díaz del Castillo. 
239 Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Lesiones a civiles Guerrero y Montilla y destrucción 
de su bien inmueble con ocasión del ataque del grupo armado insurgente a la población de 
Villarrica (Tolima). Demandante: Efrén Guerrero Ramírez y Otros. Sentencia de 7 de junio de 
2012. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
240 Consejo de Estado. Caso “Masacre de Morroa, Sucre”. Demandante: María Calixta Villalba 
Martínez y Otros. Sentencia de 9 de julio de 2014. C.P. Enrique Gil Botero; Caso “Desaparición 
forzada y ejecución extrajudicial Zapata Montoya y Valle Ramírez”. Demandante: Felix Antonio 
Zapata González. Sentencia de 28 de agosto de 2014. C.P. Ramiro Pazos Guerrero. 
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referida Ley 1448241. Esto ha ocurrido en el ocho por ciento (8%) del total de casos, es 

decir, en cuatro (4) decisiones. 

 

Este proceso de integración de estándares internacionales, particularmente del sistema 

interamericano de derechos humanos, en las decisiones del Consejo de Estado, ha 

significado una mejor protección de los derechos de las personas afectadas por hechos 

atribuibles al Estado y un desarrollo importante de la comprensión de la responsabilidad 

patrimonial del Estado prevista en la Constitución Política. 

 

Con todo, este proceso no ha estado exento de particularidades. En diecisiete (17) 

sentencias del total de cincuenta y dos (52) -treinta y tres por ciento (33%)-, el Consejo 

de Estado ha incorporado un tipo de medida de reparación, singular y excepcional, que 

se ha presentado de diferentes formas, consistente en ordenar al Gobierno de Colombia 

acudir ante diferentes instancias internacionales (CIDH, Corte IDH y Comité de Derechos 

Humanos de Naciones Unidas) con el propósito genérico de que tales órganos 

establezcan la naturaleza de las violaciones a los derechos humanos en el asunto bajo 

su estudio y, produzcan en consecuencia informes u opiniones consultivas, según sea el 

caso. 

 

Es singular y excepcional el tipo de medida de reparación, concebido de esta manera, 

porque es incierto el objetivo perseguido con las órdenes impartidas y, en algunos casos, 

se estaría incurriendo en inconsistencias que evidencian un serio desconocimiento de la 

naturaleza de los órganos y procedimientos del sistema internacional de protección de 

derechos humanos por parte del Consejo de Estado. 

 

                                                
 

241 Consejo de Estado. Caso “Desaparición y muerte de los hermanos Salinas Castellanos en 
Murillo-Tolima”. Demandante: Luis Antonio Salinas Sánchez y otros. Sentencia de 3 de diciembre 
de 2014. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa; Caso Muerte de civiles Urrego, Aros, 
Fernández, González, Janner, Delgado, Miranda, Cortés, Navarrete, Aguirre y Triana con ocasión 
del ataque de grupo armado ilegal en el Corregimiento de Frías. Demandante: María Acened 
Rubio de Aros y Otros. Sentencia de 3 de diciembre de 2014. C.P. Jaime Orlando Santofimio 
Gamboa; Caso “Muerte violenta del suboficial Hidalgo Benavides y de los soldados Caicedo 
Córdoba y Bermúdez Zambrano”. Demandante: Carlos Enrique Hidalgo Vargas y otros. Sentencia 
de 20 de octubre de 2014. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
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La orden del Consejo de Estado al Gobierno, de que se solicite a la Corte IDH la 

realización de “una opinión consultiva (en el marco del artículo 64 [de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos]) en relación con la interpretación de las normas de 

derechos humanos del sistema interamericanas frente a las posibles violaciones de 

derechos humanos que se haya producido en los hechos del 30 de agosto de 1996 en la 

Base Militar de las Delicias”242, se presentó en éste y en dos (2) casos más bajo el mismo 

esquema243. 

 

Ni el artículo 64 de la Convención Americana ni la jurisprudencia de la Corte IDH 

plantean, en sentido alguno, la posibilidad de que la Corte se pronuncie sobre casos 

específicos a través del procedimiento consultivo. No es propio de la naturaleza 

consultiva.  

 

La Corte IDH ha dicho al respecto que “la competencia consultiva de la Corte difiere de 

su competencia contenciosa en que no existen “partes” involucradas en el procedimiento 

consultivo, y no existe tampoco un litigio [por] resolver. El único propósito de la función 

consultiva es “la interpretación de esta Convención o de otros tratados concernientes a la 

protección de los derechos humanos en los Estados americanos””244. Y, ha especificado 

claramente el alcance de su función consultiva diferenciándola de su función 

contenciosa, afirmando que “[e]n los supuestos o hipótesis de violación de las 

obligaciones internacionales asumidas por los Estados Partes y que resulten de una 

                                                
 

242 Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Muerte de soldado Ramos González con ocasión 
del ataque de grupo armado insurgente a la Base Militar de Delicias IV. Demandante: Antonio 
Ramos Herrera y Otros. Sentencia de 8 de junio de 2011. C.P. Jaime Orlando Santofimio 
Gamboa.  
243 Ver también, Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Lesiones a civil Díaz Higuita con 
ocasión del ataque de grupo armado insurgente al cuartel de Policía de Belén (Nariño). 
Demandante: Luz Dary Díaz Higuita y Otro. Sentencia de 19 de agosto de 2011. C.P. Jaime 
Orlando Santofimio Gamboa; Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Muerte de Policía 
Escobar Fernández con ocasión del ataque de grupo armado insurgente a la Estación de Policía 
del Municipio de Barbacoas (Nariño). Demandante: Felisa Fernandez de Escobar. Sentencia de 
31 de agosto de 2011. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
244 CORTE IDH. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02 
del 28 de agosto de 2002, párr. 33.  
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eventual contradicción entre sus normas de derecho interno y las de la Convención, 

aquellas serán evaluadas por la Corte en los procesos contenciosos”245.  

 

En resumidas cuentas, no podría el Gobierno someter a la Corte IDH la consulta sobre el 

caso específico, de acuerdo con la orden impartida por el Consejo de Estado, puesto que 

el procedimiento consultivo no está diseñado para tales fines. Debería ser el 

procedimiento contencioso el que sirva a los intereses de que la Corte revise un caso 

concreto; lo único es que en este supuesto, ni un Estado presentará una denuncia de 

violación de un tratado internacional (la Convención Americana en este caso) contra sí 

mismo, ni la Corte la recibiría246.  

 

Como se anotó, además de esta orden de solicitar una opinión consultiva, el Consejo de 

Estado también ha ordenado, en dos (2) oportunidades que el Gobierno presente el caso 

decidido por el mismo Consejo ante órganos de la Organización de Naciones Unidas, con 

el fin de que tales órganos se pronuncien sobre comportamientos de los grupos armados 

no estatales, partes en el conflicto colombiano. En una de las sentencias, el exhorto se 

dirige al Gobierno para que “acuda ante el Comité de Derechos Humanos de las 

Naciones Unidas, para que pronuncie acerca de las sistemáticas violaciones de los 

derechos humanos que han sido perpetradas por el grupo armado insurgente FARC 

durante el conflicto armado interno”247; en similar sentido, se pronunció el Consejo de 

Estado en otra sentencia, exhortando al Gobierno a acudir también al Comité de 

Derechos Humanos de Naciones Unidas para que se pronuncie de unos hechos 

                                                
 

245 CORTE IDH. Responsabilidad Internacional por Expedición y Aplicación de Leyes Violatorias 
de la Convención (arts. 1 y 2 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión 
Consultiva OC-14/94 del 9 de diciembre de 1994, párr. 22. 
246 El Estado de Costa Rica, en su momento, intentó presentar una denuncia de violación de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos contra sí mismo y, la Corte Interamericana 
rechazó la denuncia considerando que el procedimiento exige que las denuncias se tramiten 
inicialmente ante la Comisión Interamericana y, que hacerlo, era una potestad de las víctimas. 
CORTE IDH. Asunto Viviana Gallardo y Otras Vs. Costa Rica. Decisión del 13 de noviembre de 
1981, párrs. 27 y 28. 
247 Consejo de Estado. Caso “Daños al inmueble de Abella Peña con ocasión del ataque del grupo 
armado insurgente FARC a Piendamó-Cauca”. Demandante: Johnson Agustín Abella Peña. 
Sentencia de 12 de febrero de 2014. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
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atribuidos a las FARC en un caso decidido por el Consejo de Estado sobre la destrucción 

de un inmueble en Nariño248. 

 

El sistema internacional de protección de derechos humanos está diseñado para proteger 

los derechos de las personas y determinar las obligaciones a cargo de los Estados en 

estas mismas materias. En este marco, han sido creados numerosos mecanismos de 

denuncia para que un órgano internacional determine la responsabilidad de los Estados, 

sea por acción de sus agentes o por hechos de terceros que le puedan ser imputados por 

haber omitido sus deberes de garantía, entre ellos el sistema de peticiones individuales 

del sistema interamericano de derechos humanos (a través de la CIDH y, posteriormente 

ante la Corte IDH) y el sistema de denuncias del Comité de Derechos Humanos de 

Naciones Unidas. 

 

Pedir al Gobierno que presente una denuncia contra sí mismo para que un órgano 

internacional determine su propia responsabilidad (en este caso, sería por omisión en el 

cumplimiento de sus deberes estatales) es algo singular y excepcional en el escenario 

internacional y en la dinámica de tales órganos; pero resulta aún más extraño pedir al 

Gobierno que denuncie unos hechos atribuidos a un grupo armado no estatal ante un 

órgano de Naciones Unidas, en la medida en que el grupo armado no estatal, además de 

no ser sujeto de derecho internacional no podría ser denunciado en el marco de tales 

procedimientos.  

 

En otras dos (2) sentencias, las órdenes son menos desatinadas pero igualmente 

excepcionales. En una, el Consejo de Estado pide al Gobierno que solicite a la “CIDH, 

específicamente a la Relatoría sobre los Derechos de las Mujeres para que pronuncie 

acerca de las sistemáticas violaciones de los derechos humanos que han sido 

perpetradas por el grupo armado insurgente FARC durante el conflicto armado interno, y 

específicamente en el caso de Yaneth Pérez García”249 o que solicite a los órganos 

                                                
 

248 Consejo de Estado. Caso “Daños a inmueble de Taquez Erazo durante el ataque del grupo 
armado insurgente FARC Leiva, Nariño”. Demandante: Rigoberto Taquez Erazo. Sentencia de 14 
de mayo de 2014. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
249 Consejo de Estado. Caso “Muerte de la civil Pérez García durante ataque de grupo armado 
insurgente a Mesetas-Meta”. Demandante: Durabio Pérez y otros. Sentencia de 12 de febrero de 
2014. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
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internacionales de derechos humanos o de DIH competentes para que se investiguen y 

determinen las violaciones a los derechos humanos respecto de hechos atribuidos al 

grupo armado no estatal, ELN250. 

 

Una verificación, seguimiento y valoración de hechos por parte de un órgano 

internacional, originados en una decisión de un órgano judicial del Estado en cuestión, a 

través de un mecanismo no contencioso, como serían los mecanismos que activaría una 

relatoría de la CIDH -en su función de promoción de derechos humanos- u otro órgano 

en similares condiciones, no sería contraproducente, pero no es algo habitual en la 

dinámica de los sistemas de protección de derechos humanos.  

 

Surge, al respecto, la cuestión sobre el nivel de comprensión del Consejo de Estado del 

funcionamiento del sistema internacional de protección de derechos humanos y, 

particularmente del funcionamiento de la Corte IDH y del Comité de Derechos Humanos 

de Naciones Unidas, sus competencias y el alcance de sus decisiones. El asunto 

adquiere matices adicionales si se considera que es el mismo Consejo de Estado, el que 

está promoviendo, por ejemplo, la progresiva y cada vez más frecuente incorporación de 

los estándares de la Corte IDH en materia de reparaciones.  

 

Podríamos afirmar en este punto la importancia del ejercicio que hace el Consejo de 

Estado, pero también los riesgos jurídicos que pueden presentarse bajo las 

consideraciones previas y, los desafíos aún vigentes para la jurisdicción contencioso 

administrativa de promover el conocimiento especializado en materia de DIDH.  

 

En suma, hay dos ideas que surgen de esta previa valoración de las decisiones del 

Consejo de Estado. Por una parte, en la exigente tarea que envuelve el diálogo de 

jurisdicciones, más aún cuando se trata de jurisdicciones de diferente naturaleza y origen 

-internacional contenciosa y nacional contencioso administrativa-. El desafío mayúsculo 

está representado en la comprensión del alcance de las competencias, naturaleza de los 

procedimientos y formas de incorporación de los estándares internacionales en las 

                                                
 

250 Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Muerte del Policía Marín García en traslado del 
Municipio de Ocaña a San Calixto (Norte de Santander). Demandante: Carlos Julio Marín y Otra. 
Sentencia de 1 de febrero de 2012. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
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decisiones de los tribunales nacionales. Este proceso no está exento de obstáculos y 

dificultades en la adaptación y desarrollo interno de preceptivas internacionales, con 

vocación universal. Las decisiones del Consejo de Estado ordenando al Gobierno 

presentar casos ante órganos internacionales es una muestra de los retos permanentes 

de actualización que exige el diálogo jurisdiccional. 

 

Y, por la otra, sin duda y pese a lo mencionado supra, la trascendencia de las decisiones 

en materia de reparaciones del Consejo de Estado tiene un impacto altamente positivo, 

tanto en la comprensión amplia y garantista del derecho a la reparación integral en 

nuestro ordenamiento jurídico, como en la mejor garantía proporcionada, caso a caso, a 

las víctimas que se benefician de la incorporación de los estándares internacionales, 

particularmente de la Corte IDH, en cuanto a las medidas de reparación. 

3.2 Mecanismos de Justicia transicional 

3.2.1 Ley 975 de 2005: Ley de Justicia y Paz 

La Ley 975 de 2005 fue adoptada el 25 de julio de 2005 con el propósito de facilitar los 

procesos de paz en Colombia, en el marco del conflicto armado que vive el país hace 

más de cuatro décadas.  

 

La Ley dispone de mecanismos que propician la reincorporación a la vida civil de 

miembros de grupos armados al margen de la ley, partes en el conflicto y, al mismo 

tiempo, tienen la intención de garantizar los derechos a la verdad, a la justicia y a la 

reparación de las víctimas afectadas por la acción de tales grupos.  

 

La forma o el mecanismo propuesto para tratar de cumplir con los objetivos planteados 

en la Ley, gira en torno a la alternatividad penal251. En la medida en que los miembros de 

los grupos armados al margen de la ley se desmovilicen y, se comprometan a contribuir a 

la paz nacional, a colaborar con la justicia, a resocializarse y, a reparar a las víctimas, 

                                                
 

251 GALLÓN Giraldo, Gustavo. Et al. Anotaciones sobre la Ley de Justicia y Paz. Bogotá D.C.: 
Comisión Colombiana de Juristas. 2007, pp. 17.  
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podrán recibir el beneficio de una pena alternativa (que sustituye a una pena principal 

que sería mucho mayor de no aplicarse este beneficio)252. 

 

La reparación a las víctimas es, entendida como un derecho, en los términos del artículo 

8 de la citada Ley y, comprende “restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción; y 

las garantías de no repetición de las conductas”. Desde la discusión previa a la 

aprobación de la Ley, tanto en proyecto de ley inicialmente radicado en el Congreso de la 

República, como en los informes de ponencia de cada uno de los debates en los que se 

surtió el respectivo trámite legislativo253, se destacó la importancia del derecho a la 

reparación y se planteó su concepción integral, a partir los criterios que finalmente fueron 

incorporados (restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no 

repetición).  

 

Las discusiones abordaron la importancia del marco de protección internacional de los 

derechos humanos de las víctimas e hicieron referencia a las obligaciones que le 

competen al Estado colombiano a partir de hechos violatorios de los derechos humanos. 

Sin embargo, al menos en los documentos que sirven de antecedentes de consulta del 

proceso legislativo, no hay referencias expresas sobre pronunciamientos de la Corte IDH 

sobre el derecho a la reparación. 

 

La Ley 975 de 2005, con el fin de cumplir con el cometido propuesto de propiciar la 

reconciliación nacional y al mismo tiempo el reconocimiento de los derechos de las 

víctimas254, creó una jurisdicción propia, encargándoles a algunos tribunales de la 

República la tarea de poner en marcha la jurisdicción de justicia y paz; a nivel de 

                                                
 

252 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-370 de 2006. M.P. Manuel José 
Cepeda Espinosa, considerando 6.2.1.5.1. 
253 CONGRESO de la República de Colombia. Gaceta del Congreso No. 74 de 4 de marzo de 
2005; Gaceta del Congreso No. 257 de 13 de mayo de 2005; Gaceta del Congreso No. 302 de 27 
de mayo de 2005; Gaceta del Congreso No. 390 de 21 de junio de 2005; Gaceta del Congreso 
No. 391 de 21 de junio de 2005. 
254 APONTE Cardona, Alejandro. El derecho penal en una perspectiva de paz: de la tensión entre 
“eficientismo y garantismo en el caso colombiano”. En Centro de Estudios de Justicia de las 
Américas. Sistemas Judiciales. No. 1. ¿Crisis en la capacitación judicial? Bogotá D.C. 2001., pp. 
156-161. 



Incorporación de estándares de reparación integral a nivel interno 103 

 

procedimiento, esto fue reglamentado mediante la creación de un incidente de reparación 

integral, en el curso del respectivo procedimiento penal.  

 

En 2012, la Ley 1592 de 2012 introdujo una modificación a la Ley 975 de 2005, en 

relación con este incidente de reparación integral. Concretamente, el cambio consistía en 

reemplazar el citado incidente que era de competencia del tribunal de justicia y paz 

respectivo para adoptar las decisiones de reparaciones por uno denominado incidente de 

identificación de las afectaciones causadas a la víctima, en el cual, las decisiones sobre 

las reparaciones se abrían a discusión ante el tribunal de justicia y paz pero se resolvían 

y ejecutaban en el marco de la Ley 1448 de 2011 (es decir, mediante un procedimiento 

de reparación administrativa, de manera preferente, pero ya no bajo criterios judiciales 

ante los tribunales de justicia y paz).  

 

 

La CIDH, en su Informe Verdad, Justicia y Reparación expresó que: 

 

“[U]no de los elementos más controvertidos de la Ley 1592 es la eliminación del 

incidente de reparación establecido en la Ley de Justicia y Paz, y su reemplazo 

por un “incidente de identificación de las afectaciones causadas a las 

víctimas”. La Comisión observa que las disposiciones de la Ley 1592 implican 

importantes restricciones a las medidas de reparación ordenadas en el marco de 

los procesos judiciales de Justicia y Paz. Al respecto, la Comisión advierte que a 

partir de esta ley, no existirían incentivos en materia de reparación para la 

participación de las víctimas en los procesos de Justicia y Paz, con excepción de 

la presunta atención preferente. Sin embargo, no se indica de qué manera 

operará el acceso preferente ni cómo se utilizarán las sumas pertenecientes al 

Fondo de Reparaciones de Justicia y Paz. 

 

Si bien la Comisión ha reconocido que el Estado puede adoptar una multiplicidad 

de medidas de reparación que impliquen mecanismos judiciales y no judiciales, la 

Comisión advierte que esta reforma implicaría en la práctica, la eliminación de 

cualquier mecanismo de reparación judicial en el marco de los procesos de 

justicia transicional, y así operaría como una restricción a los derechos y 

expectativas creadas a las víctimas durante los 8 años de vigencia de la Ley 975 
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de 2005. La Comisión insta al Estado a adoptar los mecanismos pertinentes para 

garantizar que las víctimas que participan de los procesos de Justicia y Paz 

tengan acceso a un recurso judicial mediante el cual se determine el daño 

causado y las reparaciones correspondientes” 255. 

 

Por su parte, la Corte Constitucional en la Sentencia que analizó la constitucionalidad de 

la Ley 1592 de 2012, decidió que el reemplazo del incidente de reparación integral por 

uno nuevo que reenviaba a una instancia administrativa la decisión sobre las 

reparaciones era inconstitucional. Sostuvo al respecto la Corte Constitucional: 

 

“La Corte declara la inexequibilidad de las normas examinadas de los incisos 4º y 

5° del artículo 23 y el inciso 2° del artículo 24 de la Ley 1592 de 2012, con el fin 

de ajustar el trámite del incidente a la Constitución y a las normas del bloque de 

constitucionalidad que imponen establecer mecanismos judiciales expeditos y 

eficaces para que las víctimas, en el marco de un proceso de transición hacia la 

paz obtengan la reparación efectiva de las afectaciones padecidas, y sea el Juez 

de Conocimiento quien dentro del proceso penal cumpla la función de disponer el 

restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados con el delito 

(artículo 250 numeral 6 de la Constitución Política)”256. 

 

De esta manera, fue posible que subsistiera la jurisdicción de justicia y paz, la cual 

después de varios años de funcionamiento, representada especialmente, por las Salas 

de Justicia y Paz de los Tribunales de Bogotá D.C., Medellín y Barranquilla, a la fecha, ha 

decidido veinticinco (25) casos con igual número de sentencias de primera instancia y, 

siete (7) sentencias de segunda instancia, la cual conoce, la Sala Penal de la Corte 

Suprema de Justicia. Las veinticinco (25) sentencias han sido proferidas así: el Tribunal 

                                                
 

255 CIDH. Informe Verdad, Justicia y Reparación: Cuarto Informe sobre la situación de derechos 
humanos en Colombia, 2014, párrs. 60 y 61. 
256 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-180 de 2014. M.P. Alberto Rojas 
Ríos. 
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Superior de Barranquilla dos (2) sentencias; el Tribunal Superior de Medellín dos (2) 

sentencias y las restantes veintiuno (21) el Tribunal Superior de Bogotá D.C.257. 

 

En el curso de los procesos adelantados por la jurisdicción de justicia y paz, se han 

puesto de presente los permanentes desafíos a los que se han enfrentado los 

magistrados que conocen de los casos. La dimensión de la violencia, la multiplicidad de 

víctimas, la complejidad de comprender las necesidades particulares de poblaciones 

enteras; la cuantificación de los daños sufridos por las personas, los grupos y los 

comunidades; el reto mayúsculo de satisfacer las expectativas de las víctimas; las 

limitaciones de las instituciones del Estado para el cumplimiento sistemático y riguroso de 

las medidas ordenadas por los tribunales en sus sentencias, entre otros factores258.  

 

Podríamos en este marco, dividir en cuatro (4) etapas, el avance en la comprensión de 

las reparaciones por parte de los tribunales de justicia y paz. 

 Primera etapa: avances satisfactorios en materia de medidas pecuniarias 

La primera decisión fue adoptada el 29 de junio de 2010 por el Tribunal Superior de 

Bogotá D.C. contra Edwar Cobos Téllez, alias “Diego Vecino”259. Y, la segunda decisión 

fue adoptada el 2 de diciembre de 2010, también por el Tribunal Superior de Bogotá D.C. 

contra Jorge Iván Laverde Zapata alias “El Iguano”260. En ambos casos, se trataba de 

desmovilizados de las Autodefensas Unidas de Colombia y postulados a los beneficios 

de la Ley 975 de 2005. Estas dos decisiones marcaron el curso de acción de la 

jurisdicción de justicia y paz.  

 

La determinación con la que se asumieron las reparaciones, particularmente las 

indemnizaciones, evidenció la disposición y el interés de los tribunales de justicia y paz 

                                                
 

257 Este balance de las decisiones de la jurisdicción de justicia y paz está sustentado en la 
información pública compartida por la Fiscalía General de la Nación en su página web: 
http://www.fiscalia.gov.co/jyp/direccion-de-fiscalia-nacional-especializada-de-justicia-
transicional/ley_justicia_y_paz/ 
258 INTERNATIONAL Crisis Group. Informe sobre América Latina No. 49. Bruselas. International 
Crisis Group Headquarters. 2013, pp. 4-7. 
259 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 29 de junio de 2010 contra 
Edwar Cobos Téllez "Diego Vecino", M.P. Uldi Teresa Jiménez López. 
260 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 2 de diciembre de 2010 
contra Jorge Iván Laverde Zapata “El Iguano”, M.P. Uldi Teresa Jiménez López. 
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de promover una adecuada satisfacción a los derechos de las víctimas. En las dos 

decisiones, además de las indemnizaciones, el Tribunal Superior de Bogotá D.C. se 

preocupó por ordenar la persecución de los bienes de los procesados, de procurar el 

hallazgo de soluciones presupuestales para el pago a las víctimas -orden de gestión de 

recursos al gobierno nacional y, sugerencia al Congreso de la República de tramitar una 

Ley de la República creando un impuesto dirigido a reparar a las víctimas de los 

procesos de justicia y paz- y, de impulsar las investigaciones penales que deberían 

iniciarse a partir de la información proporcionada por los procesados. 

 Segunda etapa: un primer paso hacia la integralidad en las reparaciones 

En la siguiente decisión adoptada el 29 de junio de 2011 contra Aramis Machado Ortiz 

alias “Cabo Machado” -miembro desmovilizado de las AUC-, por parte del Tribunal 

Superior de Bogotá D.C.261, se retoman los criterios expuestos en las sentencias 

anteriores respecto de las indemnizaciones y se adiciona un elemento de reparación que 

no había sido considerado en las dos decisiones anteriores: la orden del Tribunal de 

incorporar la sentencia del caso en informes de memoria histórica, con el propósito de 

que los hechos violentos ocurridos no se olviden y de alentar a que los mismos no se 

repitieran. 

 Tercera etapa: la reparación integral en acción 

Luego vendrían cuatro decisiones seguidas, en las que el avance en la comprensión de 

las reparaciones resultó significativo. Se trata de los casos contra desmovilizados de las 

AUC: José Rubén Peña Tobón alias “El Sargento” y Otros262, Edgar Ignacio Fierro Flórez 

alias “Don Antonio”263, Fredy Rendón Herrera alias “el Alemán”264 y contra José Barney 

                                                
 

261 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 29 de junio de 2011 contra 
Aramis Machado Ortíz, M.P. Alexandra Valencia Molina 
262 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 1 de diciembre de 2011 
contra José Rubén Peña Tobón y Otros, M.P. Lester González. 
263 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 7 de diciembre de 2011 
contra Edgar Ignacio Fierro Flórez, M.P. Lester González. 
264 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 16 de diciembre de 2011 
contra Fredy Rendón Herrera, M.P. Uldi Teresa Jiménez López. 



Incorporación de estándares de reparación integral a nivel interno 107 

 

Veloza García alias “El Flaco”265, en decisiones proferidas por el Tribunal Superior de 

Bogotá D.C. Además de las medidas pecuniarias (indemnizaciones), órdenes sobre 

persecución de los bienes de los desmovilizados para reparar a las víctimas, en materia 

de investigaciones penales y medidas en materia de memoria histórica, el Tribunal siguió, 

de manera mucho más rigurosa y precisa que en las anteriores decisiones, el esquema 

previsto en la propia Ley 975 de 2005.  

 

Es decir, el Tribunal de Bogotá D.C. adoptó medidas de rehabilitación, medidas de 

satisfacción, garantías de no repetición, del siguiente tenor: órdenes en materia de 

tratamiento médico y sicológico para las víctimas; medidas dirigidas a brindar oferta de 

estudios a las víctimas de niveles educativos diversos (educación básica primaria y 

secundaria, programas técnicos y tecnológicos, educación superior -becas y créditos-); 

medidas más amplias en materia de memoria histórica (construcción de sitios de 

recordación, conmemoración con la designación de un día específico, placas 

conmemorativas, entre otras); introduce por primera vez el concepto de actos públicos de 

reconocimiento de responsabilidad y disculpas públicas, bajo la responsabilidad de los 

desmovilizados postulados como de las autoridades civiles y militares de las zonas 

afectadas por la violencia del grupo armado respectivo; y, de manera diferenciada en uno 

de estos casos focaliza sus preocupaciones en el resarcimiento a las víctima de 

reclutamiento forzado ordenando medidas de largo alcance, en materia de política 

pública.  

 

Resulta interesante observar que en estas decisiones, el Tribunal Superior de Bogotá 

D.C. -preparando la antesala de lo que seguiría más adelante con nuevas decisiones- se 

involucró en un asunto presupuestal y de política pública, para promover el desarrollo 

económico de las zonas afectadas. El Tribunal ordenó la incorporación de las 

necesidades de las víctimas a través de medidas que incluyan presupuesto específico en 

los planes de desarrollo territorial. 

 

Hasta aquí podríamos encontrar importantes similitudes entre las decisiones adoptadas 

por el Tribunal Superior de Bogotá D.C. y medidas de reparación, de similar calibre 

                                                
 

265 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 31 de enero de 2012 contra 
José Barney Veloza García, M.P. Uldi Teresa Jiménez López. 
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adoptadas por la Corte IDH en sus decisiones. Sin embargo, el Tribunal no hizo 

referencias explícitas ni expresas a la jurisprudencia interamericana; conservó la 

coherencia argumentativa, decidiendo sobre la base del marco jurídico que regula su 

actividad: la Ley 975 de 2005, pero omitiendo referencias a las normas, instrumentos y 

decisiones del sistema interamericano de derechos humanos. 

 Cuarta etapa: consolidación del criterio integral de las reparaciones y medidas 

en materia de desarrollo 

Esta etapa está marcada por una comprensión sumamente amplia del concepto de 

reparación en casi todas las demás sentencias proferidas por la jurisdicción de justicia y 

paz hasta la fecha. Hay un elemento exógeno a la jurisdicción de justicia y paz -dado que 

no se registra ningún hecho significativo al interior de la jurisdicción que explique el salto 

cualitativo en el tipo de decisión adoptada-, que estimula y alienta a los tribunales a 

adoptar decisiones con impactos mucho mayores que las decisiones anteriores 

(particularmente por el Tribunal Superior de Bogotá D.C, y también, aunque en menor 

medida por el Tribunal Superior de Medellín). 

 

Se trata de la expedición de la Ley 1448 de 2011, la cual trajo consigo, dos ideas que 

trascendieron a los tribunales de justicia y paz: (i) la disponibilidad presupuestal para el 

pago de las reparaciones a las víctimas del conflicto armado; los tribunales ya no 

tendrían que preocuparse por ordenar en sus sentencias, la creación de un impuesto 

para el pago sostenible de las reparaciones, ni exhortar a las autoridades territoriales a 

comprometer el presupuesto de los planes de desarrollo con rubros dirigidos a las 

reparaciones de víctimas, considerando que la Ley 1448 de 2011 fue adoptada -previas 

consideraciones presupuestales- con un marco de financiación acorde con las realidades 

de victimización del país (en términos de número de víctimas, grados de afectación y 

teniendo en cuenta medidas pecuniarias y no pecuniarias); y, (ii) la amplitud e 

integralidad del concepto de reparación previsto en la Ley 1448 de 2011; ya no sólo se 

trataba de enunciados genéricos sobre los elementos de la reparación -como lo previó la 

Ley 975 de 2005-, sino que se incluyeron numerosas disposiciones sobre reparaciones, 

bajo la explicación detallada de cada uno de los elementos que la integran y con un 

margen de apreciación mucho mayor en materia de reparaciones de víctimas del 
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conflicto armado, al aumentar las opciones de decisión para los operadores jurídicos, 

entre ellos, los jueces de la República. 

 

En este punto, valga la pena plantear un elemento de reflexión: si bien la jurisprudencia 

de la Corte IDH o los instrumentos del sistema interamericano de derechos humanos no 

fueron determinantes en la comprensión de las reparaciones por parte de los tribunales 

de justicia y paz (pese a ser estos muy garantistas en sus apreciaciones sobre este 

aspecto), también es cierto que el giro identificado en esta cuarta etapa que se atribuye a 

la Ley 1448 de 2011 tendría una relación, al menos indirecta, con las sentencias de la 

Corte IDH. Este planteamiento surge a partir de la idea de que la Ley 1448 de 2011 

incorporó numerosos criterios, conceptos y definiciones de las decisiones de la Corte 

IDH; así, por esta vía, estas decisiones impactarían tanto a la Ley 1448, como a aquello 

que sea resultado de su desarrollo -es el caso de las decisiones de los tribunales de 

justicia y paz-. 

 

Las aludidas sentencias en referencia no sólo incorporan los criterios previos siguiendo el 

esquema de la Ley 975 de 2005 (muy en la línea de las decisiones de la Corte IDH), sino 

que también detallan en cada uno de los componentes de la reparación, medidas en 

diferentes ámbitos, de amplio alcance, medidas estructurales, con reconocimiento de 

beneficiarios incluyendo a las víctimas directas, pero también a víctimas indirectas -

incluso considerando a poblaciones enteras-. 

 

Se trata de sentencias contra desmovilizados y postulados a los beneficios de la Ley 975 

de 2005; del Tribunal Superior de Bogotá D.C.: Orlando Villa Zapata266, Edison Giraldo 

Paniagua267, Gian Carlos Gutiérrez Suárez268, Rodrigo Pérez Alzate269, Hebert Veloza 

                                                
 

266 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 16 de abril de 2012 contra 
Orlando Villa Zapata, M.P. Eduardo Castellanos Roso; y, Sentencia de 24 de febrero de 2015 
contra Orlando Villa Zapata y Otros (Bloque Vencedores de Arauca), M.P. Uldi Teresa Jiménez 
López 
267 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 30 de julio de 2012 contra 
Edison Giraldo Paniagua, M.P. Uldi Teresa Jiménez López. 
268 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 4 de septiembre de 2012 
contra Gian Carlos Gutiérrez Suárez, M.P. Lester González. 
269 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 30 de agosto de 2013 contra 
Rodrigo Pérez Alzate, M.P. Uldi Teresa Jiménez López. 
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García alias “HH”270, Armando Madriaga Picón y Jesús Noraldo Basto León271, José 

Baldomero Linares Moreno y Otros272, Jhon Fredy Rubio Sierra y Otros273, Ramón Isaza y 

Otros274, Luis Eduardo Cifuentes Galindo275, Guillermo Pérez Alzate y Otros276, Salvatore 

Mancuso y Otros277 y, del Tribunal de Medellín: Bloque Elmer Cárdenas278 y Ramiro 

Vanoy Jaramillo alias “Cuco Vanoy”279 

 

Se destacan medidas, distintas a las que habían hecho parte de las sentencias de los 

tribunales de justicia y paz de manera previa, en materia de investigación penal en tanto 

ordenan e instan a las autoridades competentes no sólo a investigar, pura y simplemente, 

los hechos que surgen con ocasión de las declaraciones de los postulados en el proceso, 

sino también a que se indague por la participación de funcionarios públicos, empresarios, 

políticos, autoridades militares y de policía en los crímenes cometidos y, se pongan en 

evidencia las estructuras criminales que se configuraron para participar de tales actos 

delictivos. 

 

A su vez, se afianza el concepto de perdón público, disculpas públicas o reconocimientos 

de responsabilidad, tanto en la forma como en el fondo de la cuestión. Se encarga de 

                                                
 

270 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 30 de octubre de 2013 
contra Hébert Veloza García "HH", M.P. Eduardo Castellanos Roso. 
271 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 6 de diciembre de 2013 
contra Armando Madriaga Picon y Jesús Noraldo Basto León, M.P. Uldi Teresa Jiménez López. 
272 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 6 de diciembre de 2013 
contra José Balmodero Linares Moreno y Otros, M.P. Eduardo Castellanos Roso. 
273 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 19 de mayo de 2014 contra 
Jhon Fredy Rubio Sierra y Otros, M.P. Uldi Teresa Jiménez López. 
274 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 29 de mayo de 2014 contra 
Ramón Isaza y Otros, M.P. Eduardo Castellanos Roso. 
275 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 1 de septiembre de 2014 
contra Luis Eduardo Cifuentes Galindo, M.P. Eduardo Castellanos Roso. 
276 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 29 de septiembre de 2014 
contra Guillermo Pérez Alzate y Otros (Bloque Libertadores del Sur), M.P. Uldi Teresa Jiménez 
López. 
277 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 31 de octubre de 2014 
contra Salvatore Mancuso y Otros, M.P. Alexandra Valencia Molina y, Sentencia de 20 de 
noviembre de 2014 contra Salvatore Mancuso y Otros, M.P. Lester González 
278 Tribunal Superior de Medellín, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 27 de agosto de 2014 
contra Bloque Elmer Cárdenas, M.P. Juan Guillermo Cárdenas Gómez. 
279 Tribunal Superior de Medellín, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 2 de febrero de 2015 
contra Ramiro Vanoy Jaramillo "Cuco Vanoy" (Bloque Mineros), M.P. María Consuelo Rincón 
Jaramillo. 
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este tipo de medidas a autoridades nacionales y territoriales (reconociendo la cuota de 

responsabilidad del Estado en la comisión de los crímenes) y a los postulados bajo juicio 

por los tribunales de justicia y paz y, proliferan las formas en que deben realizarse estos 

actos (en tanto no son sólo encargados en una modalidad específica): actos públicos de 

reconocimiento, mensajes por medios masivos de comunicación, actos de desagravio en 

el lugar donde ocurrieron los hechos, actos de reconciliación públicos entre víctimas y 

victimarios, entre otros. 

 

También se identifica la tendencia a focalizar problemáticas específicas y a promover 

medidas más estructurales y sistemáticas para enfrentar el respectivo problema. En 

materias como violencia sexual, violencia basada en género, reclutamiento forzado, 

amenaza a la pervivencia cultural de comunidades indígenas y afrocolombianas, 

desaparición forzada de personas (v.gr. encargando a los postulados a contribuir con 

información sobre lugares de inhumación de personas dadas por desaparecidas) y 

despojo de tierras, se encuentran órdenes que procuran un alto impacto reparador entre 

las víctimas afectadas.  

 

Se destaca, muy especialmente, el enfoque encontrado en la mayoría de estas 

decisiones en medidas relacionadas con el desarrollo productivo o económico de las 

comunidades de las zonas afectadas. Los tribunales de justicia y paz, en este grupo de 

sentencias de la denominada cuarta etapa, han ordenado la adopción de políticas de 

erradicación de la pobreza, programas agrícolas de desarrollo campesino como una 

alternativa a los cultivos de uso ilícito, acceso prioritario a programas de vivienda, 

políticas de generación de empleo, políticas públicas para impulsar el sector minero y de 

hidrocarburos, implementación de los servicios públicos esenciales en las zonas 

afectadas, programas sociales y económicos en varias materias (trabajo, justicia, 

conocimiento, libertad, paz), la incorporación de las necesidades de las víctimas en los 

planes de desarrollo y en los presupuestos anuales para promover su activación 

económica y productiva, recuperación del medio ambiente -que ha resultado afectado por 

las acciones del grupo armado bajo examen-.   
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Finalmente, es necesario destacar dos aspectos. Uno, que se han excluido dos (2) 

sentencias proferidas por el Tribunal Superior de Barranquilla como parte de esta etapa 

(Caso contra Luis Carlos Pestaña alias “El Cachaco”280 y Caso contra Janci Peñaranda 

alias “El Tornillo”281), que pese a haber sido adoptadas de manera posterior a la Ley 1448 

de 2011, dado que su contenido no es asimilable a las sentencias producidas por el 

Tribunal Superior de Bogotá D.C. y el Tribunal Superior de Medellín en esta etapa; 

puesto que, quizás al ser las primeras sentencias proferidas por dicho Tribunal, el nivel 

de comprensión de las reparaciones podría encuadrar mejor en la segunda etapa de 

desarrollo de las sentencias de justicia y paz. 

 

Y, el otro aspecto, es un hallazgo muy relevante en la Sentencia proferida contra Ramiro 

Vanoy Jaramillo alias “Cuco Vanoy”282; en esta decisión el Tribunal Superior de Medellín 

destaca, a lo largo de la decisión judicial, la relación existente entre los hechos objeto de 

conocimiento y la decisión de la Corte IDH en el Caso de las Masacres de Ituango, tanto 

para la determinación de los hechos como para establecer el alcance e impacto de los 

hechos que violaron los derechos de la comunidad del municipio de El Aro. Así mismo, 

en esta Sentencia, como medida de reparación, el Tribunal ordena a la Unidad de 

Víctimas a hacer seguimiento y a asegurar el cumplimiento de la aludida Sentencia de la 

Corte IDH en el Caso de las Masacres de Ituango. 

 

Esta decisión es atípica, pero al mismo tiempo, significativa. El Tribunal entiende y 

asume el valor de la decisión de la Corte IDH y la incorpora en el seguimiento de su 

propia Sentencia. Claro está que denota el nivel de desarrollo de la jurisdicción de justicia 

y paz; pues si sólo se circunscribiría al tipo de medida ordenada por la Corte IDH, 

seguramente el Tribunal hubiera homologado tal decisión y la presentada como su 

decisión; sin embargo, el Tribunal incorpora la decisión de la Corte como una de las 

                                                
 

280 Tribunal Superior de Barranquilla, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 1 de agosto de 2014 
contra Luis Carlos Pestaña alias "El Cachaco", M.P. Gustavo Aurelio Roa Avendaño. 
281 Tribunal Superior de Barranquilla, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 21 de octubre de 2014 
contra Janci Peñaranda "Tornillo" (Bloque Resistencia Tayrona), M.P. Gustavo Aurelio Roa 
Avendaño 
282 Tribunal Superior de Medellín, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 2 de febrero de 2015 
contra Ramiro Vanoy Jaramillo "Cuco Vanoy" (Bloque Mineros), M.P. María Consuelo Rincón 
Jaramillo. 
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varias medidas ordenadas en materia de reparaciones que, sin duda, van mucho más 

allá en el alcance, contenido e impacto que la misma sentencia de la Corte IDH. 

 

En resumidas cuentas, es posible afirmar que la jurisdicción de justicia y paz no ha 

estado exenta de las influencias del DIDH y, particularmente de los desarrollos del 

sistema interamericano de derechos humanos en materia de reparaciones a víctimas. En 

varias de las decisiones, sin haber sido el criterio decisorio o trascendente, han sido 

incorporadas las consideraciones de la Corte IDH en materia de reparaciones. 

 

Sin embargo, también es cierto que los procesos de discusión interna en Colombia han 

permitido avanzar significativamente en la sensibilización de los órganos judiciales sobre 

la comprensión del concepto de reparación integral (el cual debe mucho a la Corte IDH y 

a sus decisiones en la materia283) y, en el mismo sentido, en los procesos legislativos. La 

Ley 975 de 2005 es un buen reflejo de una incipiente pero importante discusión sobre 

reparaciones de víctimas en escenarios de justicia transicional que, sin duda, vino a ser 

consolidada -al menos su comprensión teórica- con la expedición de la Ley 1448 de 

2011, mucho más enfocada en las víctimas y en los mecanismos de reparación 

propiamente dichos. 

 

3.2.2 Ley 1448 de 2011: Ley de Víctimas y de Restitución de 
Tierras 

El 10 de junio de 2011 fue adoptada la Ley 1448 de 2011, conocida como la Ley de 

Víctimas y de Restitución de Tierras por el Congreso de Colombia; el propósito planteado 

de la ley es el de adoptar medidas de atención, asistencia y reparación integral a las 

víctimas del conflicto armado interno. 

 

La Ley prevé un esquema conceptual e institucional que procura satisfacer los derechos 

de las víctimas del conflicto armado no internacional que vive Colombia hace más de 

cuatro (4) décadas a través de la regulación de una serie de medidas de atención, 

asistencia y reparación, concebidas como integrales y, un componente paralelo y no 

                                                
 

283 Ver, entre otras referencias NASH, Claudio. Las reparaciones ante la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. Santiago de Chile: LOM Ediciones, 2004, pp. 35. 
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menos importante, en materia de restitución de tierras de aquellas personas víctimas de 

despojo o abandono forzado de sus territorios. 

 

La Ley 1448 de 2011 determina su alcance, incorporando un concepto de víctima -

incluyendo un marco temporal- y estableciendo que el marco de ocurrencia de las 

afectaciones a atender, asistir y reparar deberá estar circunscrito al marco del conflicto 

armado. Al mismo tiempo, la Ley establece las medidas de las que serán beneficiadas 

las víctimas y define un esquema institucional para dar trámite a las solicitudes y adoptar 

las decisiones de los procedimientos que también están incorporados en este marco 

jurídico. 

 

En materia de reparación, la Ley 1448 regula un marco amplio, con pretensiones de 

integralidad, de medidas administrativas y, en algunos casos judiciales. Son, al menos 

seis (6), las categorías de medidas previstas en la Ley: (i) medidas de restitución 

(incluyendo la restitución de tierras y la restitución de vivienda); (ii) indemnización (por vía 

administrativa); (iii) medidas de rehabilitación; (iv) medidas de satisfacción; (v) garantías 

de no repetición y (vi) otras medidas de reparación (incluyendo disposiciones sobre 

créditos y pasivos; formación, generación de empleo y carrera administrativa; y 

reparación colectiva)284. 

 

En las discusiones en el Congreso de la República285, en la exposición de motivos del 

Proyecto de Ley presentado por el Gobierno Nacional286 y en los informes de ponencia 

de los congresistas encargados de darle impulso a la iniciativa siempre estuvo de 

presente la noción de reparación integral287. Había un consenso generalizado sobre la 

importancia de incorporar medidas que fueran mucho más allá del reconocimiento 

patrimonial del daño y, se asumiera, por principio de solidaridad con las personas 

                                                
 

284 SUÁREZ López, Beatriz Eugenia. Los derechos a la verdad, justicia y reparación en la Ley de 
Víctimas y Restitución de Tierras. Descripción, alcances y parámetros internacionales. En. 
ARTEAGA Morales, Blanca Inés et al. Víctimas: miradas para la construcción de paz. Serie 
documentos para la Paz. No. 2. Bogotá D.C.: Universidad de Bogotá Jorge Tadeo Lozano, 2012, 
pp. 76 
285 CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Gaceta del Congreso No. 339 de 31 de mayo de 2011. 
286 CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Gaceta del Congreso No. 692 de 27 de septiembre de 2010. 
287 CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Gaceta del Congreso No. 253 de 11 de mayo de 2011; 
Gaceta del Congreso No. 865 de 4 de noviembre de 2010; 
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afectadas, un compromiso estatal de reparar integralmente el daño sufrido por cientos de 

miles de personas con ocasión del conflicto armado vigente en el país. 

 

Sobre este particular, valga la pena referenciar un álgido debate que rodeó el trámite 

previo a la adopción de la Ley 1448 de 2011. La discusión sobre la naturaleza o el 

sustento de las medidas a implementar por el Estado colombiano fue intensa; por una 

parte, se planteó la necesidad de que se incorporara la idea de que el sistema de 

reparación incorporado en la Ley estaba fundado en el principio de responsabilidad del 

Estado por los hechos ocurridos a las víctimas del conflicto, sea por acción de sus 

agentes o por omisión en el deber cuidado por hechos cometidos por terceros; y, por la 

otra, se esgrimieron argumentos altisonantes que no admitían que la responsabilidad del 

Estado fuera el principio de reparación previsto en la Ley, bajo la consideración de que 

en los hechos ocurridos en el conflicto el Estado había tenido una participación marginal 

(dado que la mayoría de hechos habían sido cometidos por terceros, grupos armados no 

estatales) y, porque se configuraba un reconocimiento legal presunto de numerosos 

hechos aún en litigio (ante órganos internacionales o tribunales nacionales) o 

susceptibles de controversia.  

 

La Ley se decantó por establecer expresamente que “las medidas de atención, asistencia 

y reparación contenidas en la presente ley, así como todas aquellas que han sido o que 

serán implementadas por el Estado con el objetivo de reconocer los derechos de las 

víctimas a la verdad, justicia y reparación, no implican reconocimiento ni podrán 

presumirse o interpretarse como reconocimiento de la responsabilidad del Estado, 

derivada del daño antijurídico imputable a este en los términos del artículo 90 de la 

Constitución Nacional, como tampoco ningún otro tipo de responsabilidad para el Estado 

o sus agentes”288, atribuyendo un carácter transicional a dichas medidas.  

 

Además, el legislador quiso precisar aún más la naturaleza de las medidas (evidenciando 

las reservas de varios legisladores sobre el principio de responsabilidad del Estado como 

sustento de las medidas de reparación), señalando que “el hecho que el Estado 

reconozca la calidad de víctima en los términos de la presente ley, no podrá ser tenido en 

                                                
 

288 Ley 1448 de 2011, artículo 9.  
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cuenta por ninguna autoridad judicial o disciplinaria como prueba de la responsabilidad 

del Estado o de sus agentes”289. 

 

La Corte Constitucional, emitió un pronunciamiento en el que pareció zanjar la discusión 

al respecto, al sostener que la Constitución Política permite evidenciar dos tipos de 

fundamento de la reparación en cabeza del Estado; una principal, cuando se establezca 

la responsabilidad del Estado en el daño causado (prevé la existencia de un daño por la 

comisión de un hecho antijurídico imputable al Estado) y, la otra subsidiaria, en caso de 

renuencia o insuficiencia de la reparación brindada por los victimarios concebida desde la 

lógica de la solidaridad (sustentado en el deber estatal de disponer el restablecimiento de 

los derechos y la reparación integral a los afectados de conductas punibles)290. Al 

respecto la Corte planteó que cada tipo de obligación tiene “orígenes, fundamentos 

normativos, propósitos, beneficiarios y contenidos diversos, aunque estos últimos pueden 

llegar a coincidir de manera parcial en algunos aspectos, propiciando así la confusión 

entre estos distintos tipos de intervención estatal”291. 

 

Luego de algunos años de implementación de la Ley 1448 de 2011, al 1 de febrero de 

2015, se evidenciaba un registro de víctimas de una suma de personas igual a seis 

millones novecientos noventa y seis mil quinientos treinta y nueve (6’996.539), de las 

cuales un millón cuatrocientos cuarenta y ocho mil ciento ocho (1’448.108) habían 

fallecido o estarían desaparecidos (sin posibilidad de recibir atención) y, cinco millones 

quinientos cuarenta y ocho mil cuatrocientos treinta y uno (5’548.431) estarían habilitados 

para recibir, de manera directa, atención y medidas de reparación en sus diferentes 

componentes. 

 

Las expectativas sobre la implementación de la Ley son muy altas. Su marco jurídico 

permite anticipar un impacto significativo en beneficio de las víctimas. La Corte 

Constitucional ha señalado que “se trata de un trascendental estatuto a través del cual se 

procura integrar un conjunto de disposiciones especiales, adicionales a las antes 

                                                
 

289 Ibídem. 
290 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-912 de 2013.M.P. María Victoria Calle Correa, 
párr. 26. 
291 Ibídem. 
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contenidas en los principales códigos y en otras leyes de carácter ordinario, relativas a 

los derechos de las víctimas de unos determinados hechos punibles y a otras situaciones 

consecuenciales”292 

 

A su vez, la propia Corte Constitucional, en antecedentes que han planteado la 

comparación de la Ley 1448 de 2011 con criterios constitucionales e internacionales de 

reparación, ha señalado la conformidad del conjunto de medidas previstas en la Ley con 

los siguientes criterios de reparación: 

 

(i) El reconocimiento expreso del derecho a la reparación del daño causado que le 

asiste a las personas que han sido objeto de violaciones de derechos humanos. 

  

(ii) El respeto a los estándares definidos por el derecho internacional relativos al 

alcance, naturaleza, modalidades y la determinación de los beneficiarios del 

derecho a la reparación. 

  

(iii) El derecho a obtener una reparación integral, que implica el deber de adoptar 

distintas medidas orientadas a la dignificación y restauración plena del goce 

efectivo de los derechos fundamentales de las víctimas. Tales medidas han de 

incluir cinco componentes básicos: (1) la restitución plena, que hace referencia al 

restablecimiento de la víctima a la situación anterior al hecho de la violación, 

entendida ésta como una situación de garantía de sus derechos fundamentales, y 

dentro de estas medidas se incluye la restitución de las tierras usurpadas o 

despojadas a las víctimas. De no ser posible tal restablecimiento pleno, es 

procedente (2) la compensación a través de medidas como la indemnización 

pecuniaria por el daño causado. Pero además de éstas, la reparación integral 

incluye otras medidas como (3) la rehabilitación por el daño causado, mediante la 

atención médica y psicológica, así como la prestación de otros servicios sociales 

necesarios para esos fines; (4) la satisfacción, a través de medidas simbólicas 

destinadas a la reivindicación de la memoria y de la dignidad de las víctimas; al 

igual que (5) garantías de no repetición, para asegurar que las organizaciones 

                                                
 

292 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-581 de 28 de agosto de 2013. M.P. 
Nilson Pinilla Pinilla. 
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que perpetraron los crímenes investigados sean desmontadas y las estructuras 

que permitieron su comisión removidas, a fin de evitar que las vulneraciones 

continuas, masivas y sistemáticas de derechos se repitan. 

  

(iv) El derecho a la reparación desborda el campo de la reparación económica, e 

incluye además de las medidas ya mencionadas, el derecho a la verdad y a que 

se haga justicia. […] 

  

(v) La reparación integral a las víctimas de graves violaciones a los derechos 

humanos tiene tanto una dimensión individual como colectiva. […] 

  

(vi) Una medida importante de reparación integral es el reconocimiento público del 

crimen cometido y el reproche de tal actuación. […]  

  

[…] 

(viii) La reparación integral a las víctimas debe diferenciarse de la asistencia y 

servicios sociales y de la ayuda humanitaria brindada por parte del Estado, de 

manera que éstos no pueden confundirse entre sí, en razón a que difieren en su 

naturaleza, carácter y finalidad. […]”293 

  

El ejercicio de contrastación del contenido de la Ley realizado por la Corte 

Constitucional294 y, el que puede hacerse tras una lectura minuciosa del texto de la Ley y 

de otras fuentes de derecho aplicables a estas materias, va a dar como resultado una 

incorporación o desarrollo adecuados de los criterios de una reparación integral. El 

desafío, aún hoy pendiente, está en su implementación; y, también en el reconocimiento 

de otras instancias judiciales, nacionales e internacionales, sobre la naturaleza idónea y 

adecuada de los mecanismos concebidos en este marco legal. 

                                                
 

293 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-912 de 3 de diciembre de 2013. 
M.P. María Victoria Calle Correa. 
294 Al respecto, pueden verse varias sentencias en las que se ha determinado la constitucionalidad 
de la Ley 1448 de 2011 (con ajustes menores, en relación con aspectos puntuales), entre ellas: 
Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-795 de 2014, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio; 
Sentencia C-912 de 2013. Op. Cit.; Sentencia C-438 de 2013, M.P. Alberto Rojas Ríos; Sentencia 
C-581 de 2013, M.P. Nilson Pinilla Pinilla; Sentencia C-715 de 2012, M.P. Luis Ernesto Vargas 
Silva; Sentencia C-052 de 2012, M.P. Nilson Pinilla Pinilla. 



 

4. Valoración de la Corte Interamericana de 
los mecanismos internos de reparación 
adoptados por el Estado colombiano 

Una vez presentados los mecanismos con los que cuenta el Estado colombiano para 

reparar a las víctimas de violaciones a derechos humanos, e identificado el impacto y la 

forma de incorporación de los estándares de la Corte IDH en materia de reparaciones en 

nuestro país, este Capítulo procede a presentar los pronunciamientos del Tribunal 

Interamericano, frente a las reparaciones judiciales otorgadas en procesos de acción de 

reparación directa, y las reparaciones administrativas en el marco de la Ley 1448 de 

2011. 

  

Si bien otro de los mecanismos judiciales establecidos a nivel interno para la reparación 

de víctimas es el incidente de reparación que se encuentra previsto en la Ley 975 de 

2005, hasta la fecha, la Corte IDH no ha conocido de casos en los cuales dicha figura se 

haya aplicado. Por lo tanto, no ha tenido la oportunidad de pronunciarse sobre el 

particular, y explica la razón por la cual no será abordado en esta sección. 

 

Sin embargo, la reflexión que se hizo en el anterior capítulo, permite considerar que 

resultaría de gran importancia que la Corte IDH en los futuros casos que pueda conocer 

en contra de Colombia, y en los que haya operado el incidente de reparación de la Ley 

975 de 2005, se pronuncie al respecto y valore dicho procedimiento a la luz de los 

estándares del SIDH en materia de reparaciones.  
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4.1 La acción de reparación directa en las Sentencias de 
la Corte Interamericana contra Colombia 

En este Capítulo se analizará el alcance de la acción de reparación directa que le ha 

dado el SIDH, haciendo énfasis en lo que ha decidido la Corte IDH en las diferentes 

sentencias que ha proferido en contra de Colombia. No se pretende determinar si la 

acción de reparación directa debe ser considerada por los órganos del SIDH para efectos 

de admisibilidad295, como el recurso que debe ser agotado antes de acudir a nivel 

internacional.  

 

Debe mencionarse al respecto, que el Estado colombiano en varios de los casos 

sustanciados en el procedimiento de peticiones individuales ante el SIDH por presuntas 

violaciones a la CADH y otros instrumentos internacionales, tanto ante la CIDH como 

ante la Corte IDH, ha señalado que la acción de reparación directa es un recurso idóneo 

y adecuado para garantizar la reparación de las personas que alegan ser víctimas de 

violaciones a sus derechos, ya sea por la acción u omisión de los deberes del Estado, y 

que por ende para efectos de reparaciones ha de ser uno de los recursos a agotar por la 

presunta víctima antes de acudir a la jurisdicción internacional.  

 

En este sentido, por ejemplo en el Caso Masacre de Albania contra Colombia, el Estado 

respecto de la acción de reparación directa sostuvo en etapa de admisibilidad ante la 

CIDH que:  

 

“[E]l Estado considera que es de importancia que se reconozca que la 

jurisdicción contencioso administrativa está en la vía de alcanzar estándares 

de reparación integral a través de pronunciamientos del Consejo de Estado 

y que el recurso de reparación directa debería ser agotado respecto al 

derecho a la reparación antes de acudir al Sistema Interamericano o 

                                                
 

295 Convención Americana sobre Derechos Humanos. Artículo 46.1: Para que una petición o 
comunicación presentada conforme a los artículos 44 ó 45 sea admitida por la Comisión, se 
requerirá: (a) que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a 
los principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos. 
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considerarse como renuncia tácita a la reparación”296. (Negrilla fuera de 

texto) 

 

Con ocasión de las consideraciones de admisibilidad presentadas por el Estado en el 

Caso Masacre de Albania, la CIDH en el Informe de Admisibilidad señaló que la acción 

de reparación directa no es de aquellos recursos que se deba agotar, reiterando su 

posición, al sostener que:  

 

“En cuanto a los otros recursos a los cuales hace referencia el Estado, la 

Comisión ha sostenido anteriormente que las decisiones emitidas en los 

órdenes disciplinario y contencioso administrativo no cumplen con los 

requisitos establecidos en la Convención. […] La jurisdicción contencioso 

administrativa, por otra parte, es un mecanismo que procura la 

supervisión de la actividad administrativa del Estado, y que únicamente 

permite obtener una indemnización por daños y perjuicios causados por 

abuso de autoridad. Consecuentemente, para el extremo de la petición que 

no se relaciona únicamente con los reclamos por indemnizaciones y 

sanciones disciplinarias, no es necesario agotar estos recursos antes de 

recurrir al sistema interamericano”297. (Negrilla fuera de texto) 

 

Por su parte, la Corte IDH ha hecho referencia a la acción de reparación directa desde 

dos perspectivas. Por una parte, en el análisis de la responsabilidad internacional de 

Colombia por las presuntas violaciones de los derechos a las garantías judiciales 

(artículo 8) y la protección judicial (artículo 25) de la Convención Americana, y de otra 

parte, al momento de ordenar las reparaciones a favor de las víctimas de violaciones a 

sus derechos humanos.  

 

                                                
 

296 CIDH. Informe No. 36/14, Petición 913-06. Admisibilidad. Masacre de Albania Vs. Colombia. 8 
de mayo de 2014, párr. 26. 
297 CIDH. Informe No. 36/14, Petición 913-06. Admisibilidad. Masacre de Albania Vs. Colombia. 8 
de mayo de 2014, párr. 56. Ver también: CIDH. Informe No. 49/14, Petición 1196-07. 
Admisibilidad. Juan Carlos Martínez Gil Vs. Colombia. 21 de julio de 2014, párr. 32; Informe No. 
72/09. Petición 11.538. Admisibilidad. Herson Javier Caro (Javier Apache) y familia Vs. Colombia. 
5 de agosto de 2009, párr. 28. 
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En este sentido, es de indicar que la primera vez que la Corte IDH tuvo la oportunidad de 

referirse a la acción de reparación directa fue en el Caso Las Palmeras, al momento de 

analizar la responsabilidad del Estado colombiano por la violación del derecho a la vida, 

consagrado en el artículo de la Convención Americana. 

 

En el referido proceso, la Corte IDH en su análisis de responsabilidad empezó por 

considerar que los familiares de las víctimas habían acudido a la jurisdicción contencioso 

administrativa a través de la acción de reparación directa, sede en la que se encontró 

responsable al Estado, y por ende se le condenó al pago de perjuicios morales y 

materiales. Debido a las decisiones favorables obtenidas a nivel interno, y tomando en 

cuenta los principios de complementariedad y subsidiaridad que rigen el SIDH, la Corte 

IDH consideró que la responsabilidad del Estado ya había sido declarada a nivel interno, 

por lo cual no era necesario que se evaluara nuevamente estas alegaciones en la 

instancia internacional.  

 

Al efecto, sostuvo:  

 

“33. La Convención Americana es un tratado multilateral mediante el cual los 

Estados Partes se obligan a garantizar y a hacer efectivos los derechos y 

libertades previstos en ella y a cumplir con las reparaciones que se 

dispongan.  La Convención es la piedra fundamental del sistema de 

garantía de los derechos humanos en América.  Este sistema consta de un 

nivel nacional que consiste en la obligación de cada Estado de garantizar 

los derechos y libertades previstos en la Convención y de sancionar las 

infracciones que se cometieren.  Ahora bien, si un caso concreto no es 

solucionado en la etapa interna o nacional, la Convención prevé un nivel 

internacional en la que los órganos principales son la Comisión y esta Corte.  

Pero, como lo expresa el Preámbulo de la misma Convención Americana, la 

protección internacional es “coadyuvante o complementaria de la que ofrece 

el derecho interno de los Estados americanos”.  En consecuencia, cuando 

una cuestión ha sido resuelta definitivamente en el orden interno 

según las cláusulas de la Convención, no es necesario traerla a esta 

Corte para su “aprobación” o “confirmación. 
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34. En el presente caso, el Consejo de Estado de Colombia ha 

decidido en última instancia que el Estado es responsable […]. Las 

sentencias que así lo deciden no han sido objetadas en este aspecto 

por las partes.  Por lo tanto, la responsabilidad de Colombia quedó 

establecida en virtud del principio de cosa juzgada”298. (Negrilla fuera de 

texto)  

 

De conformidad con esta posición, la Corte IDH asimiló el ejercicio jurisdiccional 

realizado por los jueces administrativos a nivel interno con su función contenciosa, y por 

ende no entró a evaluar la responsabilidad del Estado, sino que al momento de emitir su 

sentencia se limitó a declarar que: “la responsabilidad del Estado por la muerte [de las 

víctimas], correspondiente a la violación del artículo 4 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, quedó establecida por las dos sentencias definitivas de la Sala de lo 

Contencioso Administrativo del Consejo de Estado […]”299. 

 

La decisión adoptada por la Corte IDH frente a este aspecto, llevó a que varios de los 

jueces presentaran votos razonados. Así por ejemplo, los Jueces Antônio A. Cançado 

Trindade y Máximo Pacheco Gómez consideraron que el Tribunal de conformidad con las 

competencias que le atribuye la CADH debió declarar responsable a Colombia por la 

violación al derecho a la vida, sin tener que hacer un reenvío a decisiones de tribunales 

nacionales, más aun considerando que el mismo Estado aceptó la responsabilidad 

internacional300.  

 

Si bien los Jueces destacaron como un paso positivo las decisiones del nivel interno en 

las que se declaró responsable al Estado por falla en el servicio, sostienen que “[l]a 

responsabilidad del Estado en derecho interno no coincide necesariamente con su 

responsabilidad en derecho internacional”301, y que “[e]n principio, la res judicata en 

                                                
 

298 CORTE IDH. Caso Las Palmeras. Op. Cit., párr. 32. 
299 CORTE IDH. Ibídem., párr. 71. 
300 CORTE IDH. Caso Las Palmeras Vs. Colombia. Voto Razonado Conjunto de los Jueces Antônio 
A. Cançado Trindade y Máximo Pacheco Gómez a la Sentencia de 6 de diciembre de 2001, párr. 
2. 
301 CORTE IDH. Ibídem., párr. 3. 
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derecho interno no es vinculante para un tribunal internacional como la Corte IDH. 

Cabe a esta última determinar motu propio la responsabilidad del Estado Parte por 

violación de la Convención Americana, un tratado internacional. La Corte no puede 

abdicar de proceder a esta determinación, ni siquiera en la hipótesis en que la decisión de 

un tribunal nacional sea enteramente coincidente con la suya en cuanto al fondo”302 (Negrilla 

fuera de texto). 

 

En atención a estos argumentos los jueces concluyeron que “para considerar como 

definitivas las condenas de la jurisdicción contencioso-administrativa nacional (hipótesis que 

no aceptamos), habría que determinar si dichas condenas han efectivamente 

contribuido para poner fin a la impunidad, para asegurar la no-repetición de los actos 

lesivos, y para garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos protegidos por la 

Convención. En el presente caso, esto requiere demostración”303 (Negrilla fuera de texto). 

 

Posteriormente, la Corte IDH tuvo la oportunidad de retomar la discusión respecto de la 

acción de reparación directa en el Caso de la Masacre de Mapiripán, y esta vez lo hizo 

desde las dos perspectivas, pero varió radicalmente el alcance que la había dado en el 

Caso de Las Palmeras.  

 

Así, en lo que respecta a las reparaciones, el Tribunal inició su análisis valorando como 

positivas las decisiones proferidas en la jurisdicción contencioso administrativa, en donde se 

reconocieron indemnizaciones por daño material y moral, y determinó que lo otorgado por el 

Estado a nivel interno se tendría en cuenta al momento de fijar las indemnizaciones, “a 

condición de que lo resuelto en esos procesos haya hecho tránsito a cosa juzgada y que 

sea razonable en las circunstancias del caso”304.  

 

Para el efecto, la Corte IDH entró a determinar si los daños morales reconocidos a nivel 

interno comprendían todos los elementos que ella tomaba en consideración al momento 

de fijar la suma por este concepto. En este sentido, por ejemplo, al establecer que el 

Consejo de Estado no reconoció indemnizaciones por los daños morales sufridos 

                                                
 

302 CORTE IDH. Ibídem., párr. 4. 
303 CORTE IDH. Ibídem., párr. 9. 
304 CORTE IDH. Caso de la Masacre de Mapiripán Vs. Colombia. Op. Cit., párr. 214. 
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directamente por las víctimas del caso, procedió a fijarlos en equidad y ordenó al Estado 

el pago de los mismos305.  

 

De otra parte, la Corte indicó que el Estado puede descontar de las sumas reconocidas a 

nivel interno por concepto de indemnizaciones lo que ha ordenado la Corte IDH, y que en 

los casos en los cuales los procesos continúan abiertos al momento de que se profiere la 

sentencia del órgano internacional, el Estado debe proceder con el pago de las 

indemnizaciones ordenadas e informar de esto al juez que conoce de la acción de 

reparación directa para que resuelva lo pertinente306. Lo anterior, de conformidad con el 

principio de que las reparaciones “no pueden implicar ni enriquecimiento ni 

empobrecimiento para la víctima o sus sucesores”307. 

 

En lo que respecta al análisis de fondo sobre la responsabilidad del Estado por la violación 

de los derechos consagrados en los artículos 8 y 25 de la CADH, la Corte IDH hizo 

referencia al deber que tienen los Estados de suministrar recursos judiciales efectivos a las 

víctimas de violaciones de los derechos humanos.  

 

En este sentido, respecto de la acción de reparación directa, consideró que para evaluar la 

efectividad de la misma, se tiene que determinar si ésta ayudo a poner fin a la impunidad, 

garantizó un verdadero acceso a la justicia, a la no repetición de los hechos, y al pleno 

ejercicio de los derechos protegidos en la Convención, mas no, si se profirieron sentencias o 

se alcanzaron conciliaciones producto de la responsabilidad administrativa o civil de una 

entidad estatal308.  

 

En este sentido, la Corte IDH hizo mención a precedentes del Tribunal Europeo, como es el 

caso Yasa versus Turquía, en los cuales se analizaron e identificaron las diferencias entre la 

responsabilidad civil y la que brinda el DIDH. Sobre el particular, sostuvo la Corte Europea 

que:  

 

                                                
 

305 CORTE IDH. Caso de la Masacre de Mapiripán Vs. Colombia. Op. Cit., párr. 287. 
306 CORTE IDH. Ibídem., párr. 270.  
307 CORTE IDH. Ibídem., párr. 245.  
308 CORTE IDH. Ibídem., párrs. 210 y 211.  
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"una acción administrativa […] es un recurso que se basa en la responsabilidad 

objetiva del Estado, en particular por actos ilícitos de sus agentes, cuya 

identificación no es, por definición, un pre requisito para promover una acción de 

esta naturaleza.  Sin embargo, las investigaciones que los Estados Partes están 

obligados […] a llevar a cabo en casos de agresión mortal deben ser capaces de 

conducir a la identificación y castigo de los responsables […].  Tal obligación no 

puede ser satisfecha mediante una simple indemnización de daños […].  De otra 

manera, […] la obligación del Estado de identificar a los responsables de la 

agresión mortal podría desvanecerse” (traducción de la Secretaría)309. 

 

Siguiendo este precedente, la Corte IDH determinó que “la reparación integral de una 

violación a un derecho protegido por la Convención no puede ser reducida al pago de 

compensación a los familiares de la víctima”310, y que por ende la acción en la jurisdicción 

contencioso administrativa no era eficaz para la reparación de víctimas de violaciones a los 

derechos consagrados en la Convención Americana. Por ello, pese a que a nivel interno la 

responsabilidad del Estado por los hechos del caso ya había sido declarada en la 

jurisdicción contencioso administrativa, la Corte IDH encontró responsable a Colombia por 

la violación de los derechos a la vida, a la integridad personal y libertad personal, entre 

otros. De esta manera, la Corte vario el precedente que fue fijado en el Caso de Las 

Palmeras.  

 

Este criterio se mantuvo por la Corte IDH, en casos como la Masacre de Pueblo Bello311 y 

La Masacre de La Rochela312, pero fue abordado con mayor profundidad en el Caso de Las 

Masacres de Ituango313, con ocasión de los peritajes que frente al tema de la jurisdicción 

                                                
 

309 CORTE EUROPEA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Yasa Vs. Turquía. Sentencia de 2 de 
septiembre de 1998: "an administrative-law action is a remedy based on the strict liability of the State, 
in particular for the illegal acts of its agents, whose identification is not, by definition, a prerequisite to 
bringing an action of this nature. However, the investigations which the Contracting States are obliged 
[…] to conduct in cases of fatal assault must be able to lead to the identification and punishment of 
those responsible […]. That obligation cannnot be satisfied merely by awarding damages […]. 
Otherwise, […] the State's obligation to seek those guilty of fatal assault might thereby disappear". 
310 CORTE IDH. Caso Masacre de Mapiripán Vs. Colombia. Op. Cit., párr. 214.  
311 CORTE IDH. Caso Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Op. Cit., párrs. 206 a 210.  
312 CORTE IDH. Caso Masacre de la Rochela vs Colombia. Op. Cit., párrs. 221 y 222.  
313 CORTE IDH. Caso Masacres de Ituango Vs. Colombia. Op. Cit., párr. 335 
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contencioso administrativa se rindieron durante el proceso, así como por las 

consideraciones que sobre el fondo y las reparaciones presentó la Corte IDH.  

 

En el peritaje rendido por el Profesor Rodrigo Uprimny Yepes, al analizar el alcance de la 

reparación directa frente a violaciones de derechos humanos, se consideró que no era un 

sustituto idóneo de la jurisdicción internacional de los derechos humanos debido a las 

limitaciones que tiene, las cuales determinó de la siguiente manera314:  

 

 Fundamento de la declaración de responsabilidad en la jurisdicción contenciosa 

administrativa. No se identifica si existió una violación a obligaciones del Estado 

en materia de derechos humanos, sino si se presentó un daño antijurídico –daño 

que la víctima no tenía que soportar y pudo venir tanto de una acción jurídica 

como antijurídica del Estado.  

 

 La declaratoria de responsabilidad en la jurisdicción contencioso administrativa no 

responde a un reproche en derechos humanos, sino a la constatación de la 

ocurrencia de un daño antijurídico que debe ser reparado. 

 

 La reparación en la jurisdicción contencioso administrativa es limitada frente a la 

noción de reparación del derecho internacional, que además de la indemnización, 

también comprende la  restitución, la reparación, la rehabilitación y la garantía de 

no repetición. 

 

 La jurisdicción contenciosa administrativa no establece garantías de no repetición.  

 

De igual manera, señaló como limitaciones funcionales la morosidad y congestión judicial 

en los procesos ante la jurisdicción contencioso administrativa, el hecho de que sea una 

justicia rogada la cual requiere de abogado y frente a lo cual no se cuenta con asistencia 

del Estado para suministrar un apoderado judicial, y que deba ser presentada ante 

                                                
 

314 Ibídem., párr. 111.  
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autoridades judiciales que sólo operan en capitales de departamento, toda vez que no se 

cuenta con jueces administrativos, pese a que se encuentran establecidos en la ley315.  

 

En atención a las consideraciones presentadas, así como a las medidas de reparación 

que ordena dicha instancia, las cuales se limitan a indemnización por daño material y 

moral, el perito concluyó que la acción de reparación directa no es una “acción idónea 

para la reparación integral de graves violaciones de derechos humanos” y, por ende “no 

constituiría un recurso judicial a ser agotado”316. 

 

Por su parte, la Corte IDH al analizar los alcances de la acción de reparación directa frente 

al cumplimiento de las obligaciones contenidas en los artículos 8 y 25 de la Convención 

Interamericana, si bien señaló que las indemnizaciones recibidas por algunos familiares de 

las víctimas en el Caso de Las Masacres de Ituango, serían tenidas en cuenta al momento 

de fijar las reparaciones, observó con preocupación que “las actas de conciliación suscritas 

no contienen una manifestación de responsabilidad estatal por la violación de derechos 

como la vida y la integridad personal, entre otros, que están consignados en la Convención. 

De igual manera, no contiene aspectos relativos a la rehabilitación, la verdad, la justicia, el 

rescate de la memoria histórica, como tampoco medidas de garantía de no repetición”317.  

 

De esta manera, al evaluar la eficacia de la acción de reparación directa en términos de 

reparación integral y acceso a las víctimas, la Corte IDH hizo referencia a lo restringido del 

alcance de reparaciones, en las que no se otorgan medidas de rehabilitación, satisfacción, y 

garantías de no repetición, sino que dicha instancia decreta como única forma de 

reparación, la indemnización económica318. Así mismo, llamó la atención en el deber que 

tiene el Estado de reparar, e indicó que si bien las víctimas y sus familiares deben tener 

amplias oportunidades en la búsqueda de una justa compensación, el deber a cargo del 

Estado no puede recaer directamente en la iniciativa procesal de las víctimas, y en el 

material aprobatorio que aporte al proceso. Por lo tanto concluyó que el “proceso 

                                                
 

315 Ibídem. 
316 Ibídem. 
317 Ibídem., párrs. 337 a 343.  
318 Ibídem., párr. 341.  
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contencioso administrativo no constituye per se un recurso efectivo y adecuado para 

reparar en forma integral”319. 

 

En el Caso Valle Jaramillo y otro vs Colombia, la Corte IDH abordó en el capítulo de 

reparaciones lo relativo a la acción de reparación directa, reiterando su posición, pero 

recogiendo apartes del peritaje presentado por el Dr. Alier Hernández, en este proceso, 

quien hizo referencia al impacto de las sentencias de la Corte IDH en los fallos del 

Consejo de Estado, y los avances que se habían dado al ordenar medidas de reparación 

adicionales a la indemnización. En este sentido señaló:  

 

“[E]l Consejo de Estado ha señalado desde el 2007 que “el resarcimiento 

económico no es suficiente, [lo cual] abre la posibilidad para que las víctimas 

en sus demandas [en procesos contencioso administrativos] formulen unas 

peticiones de reparación distintas del simple resarcimiento económico”. Lo 

anterior, según el perito, resulta ser “un momento de comienzo de 

penetración de la jurisprudencia de la Corte Interamericana en el derecho de 

Colombia”320.   

 

Frente a lo expuesto por el perito, la Corte IDH manifestó que de darse dicho avance en 

la jurisdicción contencioso administrativa, se complementaría las otras formas de 

reparación existentes en Colombia, con el fin de contar con una reparación integral y 

adecuada, que comprenda “medidas de rehabilitación, satisfacción, y garantías de no 

repetición”321. 

 

En este sentido, por ejemplo, en el Caso Manuel Cepeda Vargas, continuó con el 

precedente que ha trazado sobre la acción de reparación directa, al agregar que “de existir 

mecanismos nacionales para determinar formas de reparación que satisfagan criterios de 

objetividad, razonabilidad y efectividad para reparar adecuadamente las violaciones de 

derechos declaradas, tales procedimientos y sus resultados pueden ser valorados. No 

                                                
 

319 Ibídem., párr. 340. 
320 CORTE IDH. Caso Valle Jaramillo y otros Vs Colombia. Op. Cit., párr. 202.  
321 Ibídem. 
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obstante, si esos mecanismos no satisfacen tales criterios, corresponde a la Corte, en 

ejercicio de su competencia subsidiaria y complementaria, disponer las reparaciones 

pertinentes”322. 

 

En fallos recientes como el del Caso de la Masacre de Santo Domingo y el Caso Rodríguez 

Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia), la Corte IDH con ocasión de la 

excepción preliminar de falta de agotamiento de los recursos internos a efectos de solicitar 

reparaciones (acción de reparación  directa), analizó la idoneidad de ésta como un recurso 

a agotar antes de acudir al Sistema Regional de Protección de Derechos Humanos.  

 

Sobre el particular, indicó que si bien el proceso ante la jurisdicción contencioso 

administrativo puede ser relevante frente a alcances de la responsabilidad del Estado y 

medidas de reparación, no es un recurso que necesariamente deba ser siempre agotado, 

y que en el evento de no hacerlo ello no le impide a la Corte conocer del caso y determinar 

las reparaciones idóneas y adecuadas323.  

  

De esta manera, señaló que en los casos en los cuales se haya recurrido a la jurisdicción 

contencioso administrativa la Corte lo tendrá en cuenta respecto de la “determinación 

completa y adecuada de la responsabilidad estatal, así como en lo que corresponde a la 

fijación de una reparación integral a favor de las presuntas víctimas”324, y finalmente 

reiteró que la reparación integral no puede limitarse al pago de una indemnización a favor 

de las víctimas y de sus familiares325.  

 

Revisadas las consideraciones que frente a la acción de reparación directa ha realizado 

la Corte IDH en las diferentes sentencias proferidos en contra de Colombia, es 

importante mencionar que este Tribunal ha mantenido su precedente, después del Caso 

de La Masacre de Mapiripán, en el sentido de tomar en cuenta para efectos de tasar la 

                                                
 

322 CORTE IDH. Caso de la Masacre de Santo Domingo. Op. Cit., párr. 37; Caso Manuel Cepeda 
Vargas Vs. Colombia. Op. Cit. párr. 246. 
323 CORTE IDH. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia). Vs. 
Colombia. Op. Cit., párr. 549; y Caso de la Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia. Op. Cit., párr. 
37. 
324 CORTE IDH. Caso de la Masacre de Santo Domingo. Op. Cit., párr. 37 y 38.  
325 CORTE IDH. Caso Rodríguez Vera y Otros Vs. Colombia. Op. Cit., párr. 549. 
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justa compensación, lo resuelto a nivel interno en materia de indemnizaciones, 

atendiendo así al carácter coadyuvante y complementario326 de la jurisdicción 

internacional.  

 

Si bien el Estado ha venido insistiendo en los últimos años sobre la idoneidad de la 

acción de reparación directa debido a la evolución jurisprudencial que ha tenido la 

jurisdicción contencioso administrativo en cuanto al alcance de las reparación, la Corte 

IDH no ha tenido la posibilidad de conocer de un caso en donde se haya otorgado 

además de indemnización por daño material e inmaterial, otras reparaciones como 

medidas de satisfacción y garantías de no repetición.  

 

Sin perjuicio de ello, es de indicar que algunas de las limitaciones funcionales que fueron 

identificadas en el peritaje rendido por el Profesor Uprimny en el caso de La Masacre de 

Ituango continúan vigentes, tales como la congestión judicial y el tratarse de una justicia 

rogada. Sin embargo, las otras limitaciones han venido superándose a la largo de la 

evolución de la jurisprudencia de la jurisdicción contencioso administrativa, como tuvo la 

oportunidad de analizarse en el Capítulo III, en donde se relacionaron las medidas de 

reparación no pecuniarias que han sido ordenadas en las sentencias; y además se indicó 

que en el ejercicio judicial que hacen los jueces administrativos con ocasión al daño 

antijurídico, se toma considera la violación a los derechos de las víctimas que produjo la 

acción u omisión del agente estatal. 

 

En este sentido, será la Corte IDH, quien en ejercicio de su función contenciosa, 

determine si a su criterio las limitaciones que años atrás identificó en la acción de 

reparación directa, continúan vigentes, o si por el contrario, la acción de reparación 

directa es un recurso idóneo y efectivo para agotar antes de recurrir al Sistema 

Interamericano.  

 

                                                
 

326 CORTE IDH. Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia. Op. Cit. párr. 246. 
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4.2 Reparación administrativa y sentencias de la Corte 
Interamericana 

Con ocasión de la promulgación e implementación de la Ley 1448 de 2011 -Ley de 

Víctimas y Restitución de Tierras- y sus decretos reglamentarios, el Estado colombiano 

en diferentes espacios ha buscado demostrar la idoneidad de esta normatividad para la 

satisfacción del derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado.  

 

En este sentido, el Estado en el litigio de recientes casos ante la Corte IDH, como el 

Caso de las Comunidades Afrodescendientes desplazadas de la Cuenca del Río 

Cacarica (Operación Génesis), y el Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del 

Palacio de Justicia), presentó alegaciones respecto a la posibilidad de reparar a las 

víctimas en el marco de su política de atención y reparación integral a las víctimas, 

alegatos que permitieron que la Corte Interamericana se pronunciará sobre la 

mencionada legislación, reconociendo los avances que se ha tenido en materia de 

reparaciones a nivel interno. 

 

Así, durante el trámite del Caso de las Comunidades Afrodescendientes desplazadas de 

la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) ante la Corte IDH, se surtió un debate 

entre las partes respecto de la suficiencia o no de la Ley de Víctimas para reparar la 

parte lesionada en este caso. De manera particular, el debate se planteó en lo que a 

indemnizaciones compensatorias se trata.  

 

Al respecto, señaló el Estado que “el programa masivo administrativo de reparación 

integral […] es la única manera de satisfacer el derecho a la reparación adecuada, 

pronta y efectiva de las víctimas del desplazamiento en Colombia, incluyendo, si las 

hay, aquellas que la Corte reconozca como víctimas en del presente caso, dada la 

situación que afronta el país”327. (Negrilla fuera de texto) 

 

Por su parte los representantes manifestaron que “dicha ley es insuficiente, dada la 

magnitud de los daños causados, así como la naturaleza y cuantía de las 

                                                
 

327 CORTE IDH. Caso Comunidades Afrodescendientes desplazadas de la Cuenca del Río 
Cacarica (Operación Génesis). Op. Cit., párr. 463. 
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reparaciones que ella contempla. Argumentaron que se trata de una ley de carácter 

general, cuya indemnización para personas desplazadas es precaria y contiene rubros 

que no aplican al caso concreto; y que en ella se confunde la prestación de oferta dirigida 

a la población desplazada con las reparaciones. Concluyeron que, de aplicarse esta ley 

en el caso, se estaría atentando contra los derechos de acceso a la justicia e igualdad de 

las víctimas”328 (Negrilla fuera de texto). 

 

Asimismo, la CIDH consideró que “las reparaciones no pueden ser canalizadas y 

satisfechas mediante esta ley porque a) se trata de una ley muy nueva que está en 

proceso de implementación y ajuste, b) desvirtúa la naturaleza del sistema 

interamericano y sus alcances”329(Negrilla fuera de texto). 

 

Para abordar estas diferencias frente a la reparación en el marco de la Ley de Victimas y 

Restitución de Tierras, la Corte IDH hizo referencia a la manera en la que en escenarios 

de justicia transicional los Estados pueden abordan el deber de reparación a las víctimas 

de violaciones de derechos humanos. De esta manera, se indicó que si bien los Estados 

tienen el deber de reparar, también se enfrentan a dificultades al tener que reparar 

masivamente a una gran cantidad de personas por diferentes hechos, derecho que no 

pueden verse garantizado únicamente a través de una reparación judicial330.  

 

Sostuvo la Corte que en este tipo de escenarios, “los programas administrativos de 

reparación constituyen una de las maneras legítimas de satisfacer el derecho a la 

reparación”, si se complementan con otras medidas de verdad y justicia, y si cumple una 

serie de requisitos, entre ellos:  

 

 “Contar con legitimidad –en especial, a partir de la consulta y participación de las 

víctimas-. 

 Adopción de buena fe. 

 El nivel de inclusión social que permiten. 

                                                
 

328 Ibídem., párr. 464. 
329 Ibídem. 
330 Ibídem. 
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 La razonabilidad y proporcionalidad de las medidas pecuniarias. 

 El tipo de razones que se esgrimen para hacer reparaciones por grupo familiar y 

no en forma individual. 

 El tipo de criterios de distribución entre miembros de una familia (órdenes 

sucesorales o porcentajes), parámetros para una justa distribución que tenga en 

cuenta la posición de las mujeres entre los miembros de la familia u otros 

aspectos diferenciales tales como si existe propiedad colectiva de la tierra o de 

otros medios de producción”331.  

 

Frente a la reparación pecuniaria, sostuvo la Corte que “debe involucrar aspectos que, en 

el contexto específico, no resulten ilusorios o irrisorios y permitan una contribución real 

para que la víctima enfrente las consecuencias negativas que dejaron las violaciones de 

derechos humanos en su vida”332.  

 

Sin entrar a evaluar si la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, cumplía con los 

criterios anteriormente señalados, la Corte IDH resolvió que las víctimas de 

desplazamiento forzado que consideró como parte lesionada y por ende beneficiarias de 

las medidas de reparación, reciban una indemnización de conformidad con el programa 

de reparaciones administrativas. Esta reflexión se originó en el análisis del principio de 

complementariedad que rige el SIDH, el cual ha sido aplicado en cuanto a reparaciones 

se trata, al reconocer las indemnizaciones compensatorias que se han otorgado a nivel 

interno, por ejemplo, en el caso colombiano, a través de la acción de reparación directa. 

 

En este sentido, dispuso el Tribunal que:  

 

“La Corte dispone que el Estado colombiano garantice que todas las 

personas que hayan sido reconocidas como víctimas en esta Sentencia […] 

tengan acceso prioritario a las referidas indemnizaciones administrativas, y 

se proceda cuanto antes al pago de las mismas, independientemente de los 

                                                
 

331 Ibídem., párr. 470. 
332 Ibídem., párr. 471.  



Valoración de la Corte Interamericana de los mecanismos internos de 

reparación adoptados por el Estado colombiano 

135 

 

plazos que la legislación interna haya contemplado para ello, evitando 

obstáculos de cualquier índole”333. 

 

Por su parte, en el Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia), 

la Corte IDH se inhibió de pronunciarse respecto del programa de reparaciones 

establecido en la Ley 1448 de 2011 – Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, por la 

extemporaneidad de las alegaciones del Estado frente a esta legislación. No obstante, la 

Corte IDH advirtió que algunos aspectos del programa de reparaciones corresponde con 

pretensiones formuladas por los peticionarios, por lo que consideró que se pueden 

implementar las medidas a través de los programas de reparación, siempre y cuando 

estén conforme a lo que se ordene en la sentencia334.  

 

Es de indicar, que la decisión adoptada por la Corte IDH en el Caso de las Comunidades 

Afrodescendientes desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis), 

plantea varios interrogantes, respecto de la garantía del derecho a la reparación de las 

víctimas que acuden al SIDH, para que se les protejan sus derechos a la verdad a la 

justicia y a la reparación.  

 

El primer interrogante que se genera es si en el marco de un proceso judicial, como es el 

que se surte ante la Corte IDH, el juez puede abstenerse de establecer las 

indemnizaciones, y por ende, dejar en cabeza del Estado la potestad del reconocimiento 

de dicho derecho, sin que con ello se vean afectadas los derechos y las legítimas 

pretensiones de quienes acuden al Sistema Interamericano, y esperan por varios años 

que las violaciones a sus derechos sean reparados.  

 

Por ejemplo, en el caso de las Comunidades Afrodescendientes desplazadas de la 

Cuenca del Río Cacarica, los hechos ocurrieron en el febrero de 2007335, y su proceso 

ante el SIDH hasta el momento en que se profirió sentencia llevaba 9 años336.  

                                                
 

333 Ibídem., párr. 475.  
334 Ibídem., párr. 551. 
335 CORTE IDH. Caso Comunidades Afrodescendientes desplazadas de la Cuenca del Río 
Cacarica (Operación Génesis). Op. Cit., párr. 1 
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Frente al particular, y considerando que las reparaciones administrativas son diferentes a 

las reparaciones que se pueden otorgar en un proceso judicial, toda vez que con éstas 

no se busca reparar a las víctimas por cada uno de los daños sufridos, sino reparar 

masivamente a víctimas de la violencia, brindando el monto que por ley se ha fijado de 

conformidad con el hecho victimizante337, surge la duda de por qué, si la Corte IDH ha 

sostenido reiteradamente al momento de fijar las reparaciones que “éstas deben tener un 

nexo causal con los hechos del caso, las violaciones declaradas, los daños acreditados, 

así como con las medidas solicitadas para reparar los daños respectivo” 338, modificó su 

precedente, y determinó que las indemnizaciones a las que tienen derecho las víctimas 

con ocasión de lo establecido por la Corte IDH sean brindadas en el marco de un 

programa de reparaciones administrativas.  

 

Otro de los interrogantes que surge es, si las reparaciones administrativas pueden ser 

complementarias con las reparaciones judiciales, el por qué una autoridad judicial como 

es la Corte IDH, se abstuvo de ordenarlas, sin considerar que a nivel interno, las víctimas 

de desplazamiento forzado en el Caso de las Comunidades Afrodescendientes del 

Cacarica, no tienen la posibilidad de recurrir a la acción de reparación directa -debido a 

que ya se ha producido la caducidad de la acción-, para poder ser reparados por los 

daños generados, y las investigaciones penales por estos hechos no han avanzado de 

manera considerable.   

 

Otro de los interrogantes que surge es si con la decisión de la Corte IDH de garantizar 

una reparación de las víctimas a través de un programa administrativo de reparaciones 

como es el que establece la Ley 1448 de 2011 se desconoció el derecho a la igualdad y 

además se limitó a las víctimas al acceso a una reparación integral de conformidad con 

los estándares del SIDH, debido a que los montos de las indemnizaciones no se brindan 

de manera individual, sino por núcleo familiar. 

                                                                                                                                              
 

336 La petición fue presentada por los representantes de las víctimas ante la Comisión 
Interamericana el 1 de junio de 2004. CORTE IDH. Caso Comunidades Afrodescendientes 
desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis). Op. Cit., párr. 2. 
337 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia SU-254 de 24 de abril de 2013. 

Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva. Pág. 132 y 133.  
338 CORTE IDH. Caso Ticona Estrada y otros, supra nota 187, párr. 110; Caso Rosendo Cantú y 
otra, supra nota 45, párr. 204, y Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 24, párr. 262.  
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Por último, y con ocasión del estándar que fijo la Corte IDH, el otro interrogante que 

surge, es si las víctimas y los representantes que llevan casos ante el SIDH, consideran 

pertinente y acorde con los intereses de la víctima esperar varios años en que el caso 

llegue a la Corte IDH, con el riesgo de que las indemnizaciones ordenadas se reenvíen  

en el marco del programa interno de reparaciones, cuando los montos son muy inferiores 

a los que reconoce la jurisdicción contencioso administrativa, o la que pueden percibir en 

el evento en que decidan concluir el caso con un Informe de Fondo definitivo de la CIDH, 

de conformidad con lo establecido en el artículo 51 de la CADH.  

 

Frente a esta última hipótesis, es de recordar que de conformidad con el artículo 2 de la 

Ley 288 de 1996, en los cuales exista una decisión definitiva por parte de la CIDH, y se 

cuente con un concepto favor del Comité de Ministros del que habla la referida Ley, el 

Estado debe solicitar una audiencia de conciliación ante el Tribunal Contencioso 

Administrativo competente. Para tasar indemnizaciones, la misma Ley en su artículo 4 

determina que se realizará atendiendo a la jurisprudencia nacional vigente.  

 

El debate en el SIDH no se ha cerrado, y resulta de la mayor importancia, pues muy 

seguramente el Estado continuará presentando ante la Corte IDH argumentos con el fin 

de que las reparaciones que fije, se hagan conforme con los parámetros de la Ley de 

Víctimas y Restitución de Tierras. Será entonces la Corte IDH la encargada de 

determinar sí las víctimas que acuden a la jurisdicción internacional recibirán hacia el 

futuro el mismo tratamiento que las víctimas, que no habiendo acudido al sistema 

internacional, han sido beneficiarios de los programas de reparación administrativa.  



 

 

5. Conclusiones 

La jurisprudencia de la Corte IDH ha logrado permear los ordenamientos jurídicos 

internos de varios países, a raíz de las decisiones que ha proferido en el marco de su 

competencia contenciosa. Los ámbitos de injerencia han sido varios: a nivel de políticas 

públicas, expedición de marcos normativos, decisiones judiciales, adopción de normas 

administrativas, entre otros; y, las temáticas sobre los cuales se han producido estos 

desarrollos internos también son variadas: legislación penal en materia de tipificación de 

graves crímenes de derecho internacional como la desaparición forzada o la tortura; 

política criminal relacionada con la abolición de la pena de muerte; política penitenciaria 

respecto de las condiciones de detención de las personas privadas de la libertad; 

políticas migratorias en relación con los derechos de personas inmigrantes; acceso a la 

información pública en lo referente al derecho ciudadano a solicitar información y a 

obtener respuesta del Estado; entre muchos otros temas. 

 

Valga decir en este punto, que en materia de reparaciones el impacto de las decisiones 

de la Corte IDH ha sido significativo; después de los varios hallazgos expuestos en este 

documento respecto del caso colombiano -objeto de esta investigación-, es posible 

concluir que el grado de influencia de las decisiones de la Corte IDH en mecanismos 

internos de reparación adoptados por las instituciones en Colombia es muy alto, a nivel 

(i) del órgano legislativo, del (ii) poder administrativo y, de (iii) las autoridades judiciales. 

 

La influencia se ha visto reflejada en (i) decisiones del órgano legislativo: tanto en la 

exposición de motivos como en la sustentación de iniciativas legislativas relacionadas 

con aspectos de derechos humanos y reparaciones, la jurisprudencia de la Corte IDH es 

notoria y sus desarrollos permiten ilustrar y cualificar los proyectos presentados.  
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En los debates previos a la adopción de las leyes objeto de análisis en esta investigación: 

la Ley 975 de 2005 (Ley de Justicia y Paz) y la Ley 1448 de 2011 (Ley de Víctimas y de 

Restitución de Tierras), se hacen presentes las referencias a las normas del SIDH y se 

evidencia la inspiración en los evolutivos criterios de la Corte IDH. Y, en el producto 

obtenido, las leyes en sí mismas, v.gr. la Ley 1448 de 2011, es evidente la equiparación 

del contenido de las medidas estándar de reparación que ordena la Corte IDH, las 

categorías y sus enfoques, con las medidas previstas en la citada norma.  

 

A su vez, con las (ii) decisiones administrativas internas es posible evidenciar este mismo 

rasgo característico. Por una parte, las reglamentaciones a las leyes aludidas en 

precedencia (Decreto 1290 de 2008 o Decreto 4800 de 2011), están influidas por la 

concepción de “reparación integral” desarrollada por la Corte IDH y, los contenidos de las 

medidas de reparación son asimilables a las medidas que la Corte IDH ha ordenado al 

respecto. Claro, en diferentes niveles (el Decreto 1290 de 2008 está más enfocado en 

medidas pecuniarias), pero su la influencia en la concepción de ambas normas, es 

innegable. 

 

Y, por la otra, la creación y puesta en funcionamiento de la Unidad Administrativa para la 

Atención y Reparación Integral a Víctimas. El enfoque de trabajo de la Unidad -bajo el 

concepto de reparación integral-, la  concepción y naturaleza de los programas (v.gr. 

áreas de trabajo de reparación individual y, a su vez, de reparación colectiva), la 

orientación y directrices sobre el trato digno a las víctimas, entre otros aspectos, reflejan 

un comportamiento institucional aparejado con las orientaciones que ha trazado al 

respecto la Corte IDH. 

 

Con relación a las (iii) decisiones de las autoridades judiciales, la conclusión se acentúa 

mucho más, en el sentido de reafirmar una altísimo grado de influencia, tal como fue 

planteado en el Capítulo III, tanto en las decisiones de los tribunales de Justicia y Paz, 

como en las decisiones del máximo órgano de la jurisdicción contencioso administrativa: 

el Consejo de Estado. 

 

Los tribunales de Justicia y Paz, como son llamados los tribunales creados por la Ley 975 

de 2005, conocen de las investigaciones penales (y la consecuente declaración de 

responsabilidad individual y, la decisión sobre las reparaciones a las víctimas) en el 
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marco de los procedimientos de este mecanismo de justicia alternativa (de alguna 

manera, un tipo de justicia transicional). En el ejercicio de sus competencias 

jurisdiccionales, los tribunales de Justicia y Paz han proferido veinticinco (25) sentencias 

contra los miembros de grupos de autodefensa desmovilizados, declarando su 

responsabilidad penal y determinando las reparaciones a las víctimas: a cargo de los 

individuos responsables y, en subsidio a cargo del Estado (la mayoría de medidas se han 

dispuesto a cargo de autoridades públicas).  

 

En estas decisiones, como quedó en evidencia en el desarrollo de la investigación, las 

medidas adoptadas se han fundado en los criterios descritos por la Corte IDH e, incluso 

en las últimas etapas, los tribunales han ordenado medidas que van mucho más allá de 

lo que la propia Corte IDH ha decidido: solución de problemas estructurales de pobreza, 

falta de oportunidades de empleo, desarrollo y productividad, entre otras cuestiones 

decididas a favor de las víctimas, sobre las cuales, la Corte IDH aún no se ha 

pronunciado.  

 

Mientras tanto, el Consejo de Estado, que tradicionalmente había estudiado la 

responsabilidad estatal por daño antijurídico en perjuicio de los ciudadanos y había 

ordenado, como compensación, indemnizaciones pecuniarias, se ha inmiscuido en 

terrenos poco conocidos para esa jurisdicción dando pasos interesantes, en términos de 

mejores garantías para las víctimas que acuden por la vía de la acción de reparación 

directa.  

 

En efecto, el Consejo de Estado ha proferido, desde 2007 hasta la fecha, cincuenta y dos 

(52) sentencias en las que ha incorporado el concepto de reparación integral. Los 

progresos, se hacen más innegables con el paso del tiempo. Como quedó evidenciado 

en el Capítulo III, las referencias a la jurisprudencia de la Corte IDH van en aumento, 

pero sobretodo, el contenido de las medidas de reparación ordenadas por el Consejo de 

Estado van mucho más allá que la sola indemnización pecuniaria; ha incluido, como 

categorías de las medidas de reparación, los conceptos de medidas de satisfacción y 

garantías de no repetición y, ha instado al impulso de las investigaciones penales y 

disciplinarias por los hechos acaecidos. Todas estas medidas muy cercanas a lo que la 
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Corte IDH tradicionalmente ordena, y muy distantes, de la larga tradición pasada del 

Consejo de Estado. 

 

Este ejercicio, por supuesto, no está exento de obstáculos y riesgos para los jueces 

nacionales al ejecutar la incorporación de estándares internacionales. Tal como se 

expuso en el documento previamente, en el Capítulo III, el Consejo de Estado ha 

proferido algunas decisiones no tan afortunadas en su afán por hacer progresivo su 

criterio garantista; ha ordenado al Gobierno denunciarse a sí mismo ante la CIDH o ante 

los órganos de naciones unidas, con competencia en adelantar procedimientos 

individuales por peticiones o quejas de violación a derechos humanos.  

 

Esta circunstancia evidencia, quizás sí, una excelente disposición a desarrollar cada vez 

más la interacción entre la jurisdicción nacional y la internacional para promover una 

mejor protección de los derechos de las víctimas; sin embargo, ordenar este tipo de 

medidas (contrarias a la naturaleza misma de estos procedimientos internacionales) 

puede resultar siendo contraproducente.  

 

Sin embargo, las buenas intenciones del Consejo de Estado en este marco de decisiones 

y la calidad del proceso de incorporación de otras medidas, para integrar adecuadamente 

el concepto de reparación integral, animan a considerar una pronta corrección del camino 

de este órgano judicial respecto de este tipo de órdenes. 

 

En suma, los mecanismos internos de reparación en Colombia han avanzado 

significativamente en lograr una concepción de integralidad en las reparaciones en 

beneficio de las víctimas de violaciones a derechos humanos e infracciones al DIH. 

Seguramente las víctimas y las organizaciones que las representan, se plantearán con 

más ahínco hacia el futuro, la pregunta de a cuál mecanismo accederán para obtener 

reparación por sus derechos: si la jurisdicción interna y las posibilidades que ofrece o, la 

jurisdicción internacional, especialmente representada por la Corte IDH.  

 

Finalmente, con relación a la valoración que ha hecho la propia Corte IDH sobre los 

mecanismos internos de reparación: específicamente sobre la acción de reparación 

directa adelantada ante la jurisdicción contencioso administrativa y sobre la reparación 

administrativa prevista en la Ley 1448 de 2011, surgen un par reflexiones. 
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Por una parte, se destaca que la Corte IDH ha valorado el esfuerzo estatal de incorporar 

criterios más garantistas y comprensivos del concepto de reparación integral en sus 

mecanismos internos; esto se ha traducido en admitir y, homologar en algunos casos, 

decisiones adoptadas en el orden interno -por las dos vías aludidas supra: la judicial y la 

administrativa- respecto de reparaciones a favor de víctimas. 

 

Esta homologación sólo ha sido posible, hasta la fecha, en relación con el concepto de 

indemnización pecuniaria, dado que ninguno de los casos objeto de las cincuenta y dos 

(52) sentencias que ha proferido el Consejo de Estado usando el criterio de reparación 

integral, ha sido objeto de conocimiento por parte de la Corte IDH339.  

 

Esta circunstancia permite anticipar un futuro debate ante el SIDH, tanto ante la CIDH 

como ante la Corte IDH, cuando un caso decidido a nivel interno por el Consejo de 

Estado -fallado conforme al criterio de reparación integral y que haya incorporado 

medidas conforme a este criterio- llegue a conocimiento de estos órganos. Habrá que ver 

cuál es la reflexión que se planteará al respecto. Quizás no signifique una inadmisibilidad 

o la falta de consideración de la Corte IDH de dicho caso, pero probablemente implique 

una homologación de las decisiones del nivel interno que, sustraiga a la Corte IDH, de 

ordenar medidas de reparación en los puntos resolutivos de su sentencia respectiva. 

 

Y, por la otra, se hace notar que la Corte IDH ya ha tenido oportunidad de referirse a las 

disposiciones de la Ley 1448 de 2011 y, casi que en el mismo sentido anterior, si bien su 

consideración no ha implicado un rechazo del caso por parte de la Corte IDH, es 

creciente -tras los recientes casos contra Colombia, según el análisis elaborado en el 

Capítulo IV- el nivel de adaptabilidad del sistema interno de reparación, previsto en la 

aludida Ley, con las medidas ordenadas por la Corte IDH: esto se hizo evidente en el 

Caso de las Comunidades Afrodescendientes desplazadas de la Cuenca del Río 

                                                
 

339 El caso de las Masacres de Ituango, conocido a nivel interno por la jurisdicción contencioso 
administrativa y la jurisdicción de justicia y paz y, también por la Corte IDH no funciona como 
ejemplo, porque si bien es un caso prácticamente fundacional del Consejo de Estado en materia 
de consideraciones sobre el concepto de reparación integral, en los puntos resolutivos la decisión 
fue la tradicional: indemnización pecuniaria (aunque, valga decirlo, fue la sentencia fundante de 
las que se proferirían más adelante). 
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Cacarica (Operación Génesis) Vs. Colombia, en el cual, las personas que acudieron en 

demanda del Estado ante la Corte IDH fueron declaradas víctimas y; respecto de 

aquellos declarados víctimas de desplazamiento forzado, la Corte IDH consideró 

oportuno reenviarlos o remitirlos al orden interno para el inicio de los trámites previstos 

en la Ley 1448 de 2011 -su reconocimiento como víctimas y el otorgamiento de las 

medidas de reparación, particularmente en lo que se refiere a las indemnizaciones 

pecuniarias-. 

 

Este tipo de antecedentes plantean un debate similar al expuesto en las referencias de 

las decisiones de la jurisdicción contencioso administrativa, sobre futuros casos y la 

posible homologación que vuelva a presentarse sobre las medidas de reparación ya 

resueltas en el nivel interno (o, incluso por resolverse) y, a su vez, sobre la posición de la 

víctima que se preguntará sobre la utilidad de acudir al SIDH para que, después de 

varios años, sea reenviado a los procedimientos internos de la Ley 1448 de 2011, a los 

que hubiera podido acceder sin esperar el trámite internacional.  

 

Las anteriores cuestiones, sin duda, suscitan reflexiones y opiniones en diferentes 

sentidos: algunos serán partidarios del reconocimiento que ha hecho la Corte IDH de los 

mecanismos internos de reparación y, seguramente en esta misma opinión, quienes 

insistirían en una inadmisibilidad o rechazo de plano de una demanda contra el Estado 

por existir medidas internas que podrían ofrecer un remedio o reparación adecuados a 

las víctimas; sin embargo, habrá otros que seguirán insistiendo en la pertinencia, 

relevancia y vigencia del sistema internacional de protección de derechos humanos y de 

la competencia de órganos, como la Corte IDH e insistirán en el valor mismo de las 

decisiones de la Corte IDH, como justificación suficiente para acudir al SIDH. El debate 

está planteado en este punto.  

 

Como colofón, puede sostenerse que la Corte IDH, a través de sus decisiones en 

ejercicio de su competencia contenciosa, ha cualificado las medidas de reparación 

dispuestas a favor de las víctimas de violaciones a los derechos humanos e infracciones 

al DIH por el Estado colombiano: sin duda alguna, la evidencia más próxima se resume 

en el amplio desarrollo logrado del concepto de reparación integral en la jurisdicción 

contencioso administrativa, en la jurisdicción de justicia y paz y en la adopción de leyes 

internas, como la Ley 1448 de 2011 (Ley de Víctimas y de Restitución de Tierras). 
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Habrán futuros e interesantes debates sobre nuevos desarrollos en Colombia, en materia 

administrativa, legislativa o judicial; pero sobretodo, habrá interesantísimas discusiones 

sobre la valoración que la Corte IDH haga de estos mecanismos y sobre la opción de las 

víctimas para buscar su reparación integral por los daños causados, al conocer de 

nuevas decisiones de la Corte IDH -seguramente homologando decisiones internas-.



 

A. Anexo: Decisiones del Consejo de 
Estado con medidas de reparación 
no pecuniarias 

 

M.P. Fecha Datos de la Decisión  
Tipología de 

hechos  

1 
Enrique Gil 

Botero 
20.02.2008 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso “Desaparición 

forzada y ejecución extrajudicial de hermanos Carmona 

Castañeda”, Demandante: María Delfa Castañeda y Otros. 

Sentencia de 20 de febrero de 2008. C.P. Enrique Gil 

Botero. 

Desaparición 

forzada y 

Ejecución 

extrajudicial 

2 
Enrique Gil 

Botero 
26.03.2009 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso “Desaparición 

forzada Martínez Parrado y otros”. Demandante: Carmen 

Rosa Muñoz de Sarmiento. Sentencia de 26 de marzo de 

2009. C.P. Enrique Gil Botero. 

Desaparición 

forzada 

3 
Mauricio 

Fajardo 

Gómez 

18.02.2010 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso 

“Desplazamiento forzado Hacienda Bellacruz”. 

Demandante: Manuel Narvaez Corrales y Otros. Sentencia 

de 18 de febrero de 2010. C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 

Desplazamiento 

forzado 

4 
Mauricio 

Fajardo 

Gómez 

21.02.2011 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso “Ejecución 

extrajudicial, Galvis, Lora y Malaver”. Demandante: 

Mercedes Quimbay Galvis y Otros. Sentencia de 21 de 

febrero de 2011. C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 

Ejecución 

extrajudicial 

5 
Danilo 

Rojas 

Betancourth 

21.02.2011 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Ejecución 

extrajudicial, Martínez Vargas. Demandante: Odalinda 

Vargas de Martínez y Otros. Sentencia de 21 de febrero 

de 2011. C.P. Danilo Rojas Betancourth. 

Ejecución 

extrajudicial 

6 
Enrique Gil 

Botero 
04.05.2011 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Masacre del 

“Billar”, Cartagena del Chairá. Demandante: Jorge Lino 

Ortiz y Otros. Sentencia de 4 de mayo de 2011. C.P. 

Enrique Gil Botero. 

Masacre 
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7 

Jaime 

Orlando 

Santofimio 

Gamboa 

25.05.2011 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Muerte de y 

lesiones de soldados Ibáñez, Guzmán y Beltrán con 

ocasión del ataque de grupo armado insurgente a la Base 

Militar de Delicias I. Demandante: José Ignacio Ibáñez 

Díaz y Otros. Sentencia de 25 de mayo de 2011. C.P. 

Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 

Homicidio y 

lesiones 

personales 

8 

Jaime 

Orlando 

Santofimio 

Gamboa 

25.05.2011 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Muerte de 

soldado Molina Castro con ocasión del ataque de grupo 

armado insurgente a la Base Militar de Delicias II. 

Demandante: Dalila Castro de Molina y Otros. Sentencia 

de 25 de mayo de 2011. C.P. Jaime Orlando Santofimio 

Gamboa. 

Homicidio 

9 

Jaime 

Orlando 

Santofimio 

Gamboa 

08.06.2011 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Muerte de 

soldado Avilés Fajardo con ocasión del ataque de grupo 

armado insurgente a la Base Militar de Delicias III. 

Demandante: Telmo Avilés Bonilla y Otros. Sentencia de 8 

de junio de 2011. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 

Homicidio 

10 

Jaime 

Orlando 

Santofimio 

Gamboa 

08.06.2011 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Muerte de 

soldado Ramos González con ocasión del ataque de 

grupo armado insurgente a la Base Militar de Delicias IV. 

Demandante: Antonio Ramos Herrera y Otros. Sentencia 

de 8 de junio de 2011. C.P. Jaime Orlando Santofimio 

Gamboa. 

Homicidio 

11 

Jaime 

Orlando 

Santofimio 

Gamboa 

08.06.2011 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Muerte de 

soldado Martínez Gutiérrez con ocasión del ataque de 

grupo armado insurgente a la Base Militar de Delicias V. 

Demandante: José Rufino Cangrejo y Otros. Sentencia de 

8 de junio de 2011. C.P. Jaime Orlando Santofimio 

Gamboa. 

Homicidio 

12 

Jaime 

Orlando 

Santofimio 

Gamboa 

19.08.2011 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Lesiones a 

civil Díaz Higuita con ocasión del ataque de grupo armado 

insurgente al cuartel de Policía de Belén (Nariño). 

Demandante: Luz Dary Díaz Higuita y Otro. Sentencia de 

19 de agosto de 2011. C.P. Jaime Orlando Santofimio 

Gamboa. 

Lesiones 

personales 

13 

Jaime 

Orlando 

Santofimio 

Gamboa 

31.08.2011 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Muerte de 

Policía Escobar Fernández con ocasión del ataque de 

grupo armado insurgente a la Estación de Policía del 

Municipio de Barbacoas (Nariño). Demandante: Felisa 

Fernandez de Escobar. Sentencia de 31 de agosto de 

2011. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 

Homicidio 
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14 
Stella 

Conto Díaz 

del Castillo 

26.10.2011 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso “Ejecución 

extrajudicial Arenas, Hernández, Rendón y Rodríguez”. 

Demandante: María Eucaris del Socorro Arenas y Otros. 

Sentencia de 26 de octubre de 2011. C.P. Stella Conto 

Díaz del Castillo. 

Ejecución 

extrajudicial 

15 
Stella 

Conto Díaz 

del Castillo 

15.11.2011 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Privación 

injusta de la libertad de indígena por recolección de hoja 

de coca. Demandante: Luciano Quiguanas Cometa y 

Otros. Sentencia de 15 de noviembre de 2011. C.P. Stella 

Conto Díaz del Castillo. 

Privación injusta 

de la libertad de 

indígena 

16 

Jaime 

Orlando 

Santofimio 

Gamboa 

01.02.2012 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Muerte del 

Policía Marín García en traslado del Municipio de Ocaña a 

San Calixto (Norte de Santander). Demandante: Carlos 

Julio Marín y Otra. Sentencia de 1 de febrero de 2012. 

C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 

Homicidio 

17 
Olga Melida 

Valle de La 

Hoz 

15.02.2012 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso “Violencia de 

género, Sandra Catalina Vásquez”. Demandante: Sandra 

Catalina Vásquez. Sentencia de 15 de febrero de 2012. 

C.P. Olga Melida Valle de La Hoz. 

Violencia de 

género. Acceso 

carnal violento + 

homicidio 

18 

Jaime 

Orlando 

Santofimio 

Gamboa 

09.05.2012 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Caso de las 

muertes de los civiles Barrera, Taborda y Vásquez con 

ocasión del ataque de un grupo armado ilegal al 

Corregimiento de El Siete. Demandante: Luz Marina de 

Jesús Henao y Otros. Sentencia de 9 de mayo de 2012. 

C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 

Homicidios 

19 

Jaime 

Orlando 

Santofimio 

Gamboa 

07.06.2012 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Lesiones a 

civiles Guerrero y Montilla y destrucción de su bien 

inmueble con ocasión del ataque del grupo armado 

insurgente a la población de Villarrica (Tolima). 

Demandante: Efrén Guerrero Ramírez y Otros. Sentencia 

de 7 de junio de 2012. C.P. Jaime Orlando Santofimio 

Gamboa. 

Lesiones 

personales 

20 
Danilo 

Rojas 

Betancourth 

29.10.2012 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Ejecución 

extrajudicial, Madariaga Carballo. Demandante: Elida 

Rosa Carballo. Sentencia de 29 de octubre de 2012. C.P. 

Danilo Rojas Betancourth. 

Ejecución 

extrajudicial 

21 
Olga Melida 

Valle de La 

Hoz 

27.02.2013 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso Secuestro y 

muerte Tarazona Gallardo y Gallardo Jaimes. 

Demandante:Sandra Patricia Tarazona. Sentencia de 27 

de febrero de 2013. C.P. Olga Melida Valle de La Hoz. 

Violencia de 

género  



148 Aportes del Sistema Interamericano de Derechos Humanos en la Reparación 

Integral de Víctimas: Análisis del Caso Colombiano 

 

22 
Hernán 

Andrade 

Rincón 

02.04.2013 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso “Ejecución 

extrajudicial - Rodríguez Lombo”. Demandante: Nohora 

Nelly Villalobos Benavidez y Otros. Sentencia de 2 de abril 

de 2013. C.P. Hernán Andrade Rincón. 

Ejecución 

extrajudicial 

23 
Stella 

Conto Díaz 

del Castillo 

05.04.2013 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso “Ejecución 

extrajudicial Uni Gironza". Demandante: Mariela Gironza 

Ijaji y Otros. Sentencia de 5 de abril de 2013. C.P. Stella 

Conto Díaz del Castillo. 

Ejecución 

extrajudicial 

24 
Hernán 

Andrade 

Rincón 

17.04.2013 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso “Ejecución 

extrajudicial - Perea Fonseca”. Demandante: Blanca Stella 

Fonseca Barrero y Otros. Sentencia de 17 de abril de 

2013. C.P. Hernán Andrade Rincón. 

Ejecución 

extrajudicial 

25 
Mauricio 

Fajardo 

Gómez 

02.05.2013 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso “Homicidio y 

lesiones a fuerza pública en condiciones de indefensión y 

abandono estatal, municipio de Gutiérrez Cundinamarca”. 

Demandante: Olga Salamanca Ávila y Otros. Sentencia de 

2 de mayo de 2013. C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 

Homicidio y 

lesiones 

personales 

26 
Danilo 

Rojas 

Betancourth 

03.05.2013 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso 

Desplazamiento forzado, Peña Cubides. Demandante: 

Felix Andrés Peña Pineda y Otros. Sentencia de 3 de 

mayo de 2013. C.P. Danilo Rojas Betancourth. 

Desplazamiento 

forzado 

27 
Stella 

Conto Díaz 

del Castillo 

29.07.2013 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso “Ejecución 

extrajudicial Díaz Salza”. Demandante: Greis Salza 

Rodríguez. Sentencia de 29 de julio de 2013. C.P. Stella 

Conto Díaz del Castillo. 

Ejecución 

extrajudicial 

28 

Jaime 

Orlando 

Santofimio 

Gamboa 

12.08.2013 

Consejo de Estado. Sección Tercera. Caso “Muerte de 

juez de Cumbal, Nariño Salas Rodríguez”. Demandante: 

Teresita de Jesús Caicedo Castro y otro. Sentencia de 12 

de agosto de 2013. C.P. Jaime Orlando Santofimio 

Gamboa. 

Homicidio 

29 
Stella 

Conto Díaz 

del Castillo 

29.08.2013 

Consejo de Estado. Caso “Minas antipersona Sánchez 

Sarmiento”. Demandante: Miguel Ángel Sánchez 

Sarmiento y Otra. Sentencia de 29 de agosto de 2013. 

C.P. Stella Conto Díaz del Castillo. 

Minas 

antipersonal 

30 
Danilo 

Rojas 

Betancourth 

11.09.2013 

Consejo de Estado. Caso Ejecución extrajudicial, Cubides 

Chacón. Demandante: María del Carmen Chacón y Otros. 

Sentencia de 11 de septiembre de 2013. C.P. Danilo Rojas 

Betancourth. 

Ejecución 

extrajudicial 
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31 
Enrique Gil 

Botero 
25.09.2013 

Consejo de Estado. Caso “Masacre Sonsón, Antioquia”. 

Demandante: Inés del Socorro Gómez Agudelo y Otros. 

Sentencia de 25 de septiembre de 2013. C.P. Enrique Gil 

Botero. 

Masacre 

32 
Enrique Gil 

Botero 
21.11.2013 

Consejo de Estado. Caso “Desaparición forzada Jiménez 

Arroyave y otros”. Demandante: Edilia del Consuelo 

Jiménez Arroyave  y Otros. Sentencia de 21 de noviembre 

de 2013. C.P. Enrique Gil Botero. 

Desaparición 

forzada 

33 
Ramiro 

Pazos 

Guerrero 

06.12.2013 

Consejo de Estado. Caso “Homicidio causado por 

miembros de la fuerza pública, hermanos Burgos Carrillo”. 

Demandante: Luz Marina Burgos Carrillo y Otros. 

Sentencia de 6 de diciembre de 2013. C.P. Ramiro Pazos 

Guerrero. 

Homicidio 

34 
Ramiro 

Pazos 

Guerrero 

06.12.2013 

Consejo de Estado. Caso “Ejecución extrajudicial, Luis 

Alfonso Jaramillo”. Demandante: María Rosa Angela 

Gómez Restrepo y Otros. Sentencia de 6 de diciembre de 

2013. C.P. Ramiro Pazos Guerrero. 

Ejecución 

extrajudicial 

35 
Stella 

Conto Díaz 

del Castillo 

27.12.2013 

Consejo de Estado. Caso “Tortura, desaparición forzada y 

ejecución extrajudicial Lalinde Lalinde”. Demandante: 

Fabiola Lalinde de Lalinde y Otros. Sentencia de 27 de 

diciembre de 2013. C.P. Stella Conto Díaz del Castillo. 

Desaparición 

forzada 

36 

Jaime 

Orlando 

Santofimio 

Gamboa 

12.02.2014 

Consejo de Estado. Caso “Daños al inmueble de Abella 

Peña con ocasión del ataque del grupo armado insurgente 

FARC a Piendamó-Cauca”. Demandante: Johnson Agustín 

Abella Peña. Sentencia de 12 de febrero de 2014. C.P. 

Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 

Homicidio 

37 

Jaime 

Orlando 

Santofimio 

Gamboa 

12.02.2014 

Consejo de Estado. Caso “Muerte de la civil Pérez García 

durante ataque de grupo armado insurgente a Mesetas-

Meta”. Demandante: Durabio Pérez y otros. Sentencia de 

12 de febrero de 2014. C.P. Jaime Orlando Santofimio 

Gamboa. 

Homicidio 

38 
Hernán 

Andrade 

Rincón 

12.03.2014 

Consejo de Estado. Caso Desaparición, tortura y ejecución 

extrajudicial - Palacios López. Demandante: Clara Inés 

Gómez y Otra. Sentencia de 12 marzo de 2014. C.P. 

Hernán Andrade Rincón. 

Desaparición 

forzada, tortura y 

ejecución 

extrajudicial 

39 
Stella 

Conto Díaz 

del Castillo 

30.04.2014 

Consejo de Estado. Caso “Agresión por labor de 

asistencia humanitaria, Castro Valencia”. Demandante: 

Jesús Ernesto Castro Valencia y Otros. Sentencia de 30 

de abril de 2014. C.P. Stella Conto Díaz del Castillo. 

Agresión por 

labor de 

asistencia 

humanitaria 
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40 

Jaime 

Orlando 

Santofimio 

Gamboa 

14.05.2014 

Consejo de Estado. Caso “Daños a inmueble de Taquez 

Erazo durante el ataque del grupo armado insurgente 

FARC Leiva, Nariño”. Demandante:  Rigoberto Taquez 

Erazo. Sentencia de 14 de mayo de 2014. C.P. Jaime 

Orlando Santofimio Gamboa. 

Daños a bienes 

inmuebles 

41 
Danilo 

Rojas 

Betancourth 

26.06.2014 

Consejo de Estado. Caso Ejecución extrajudicial, Neusa y 

Neusa. Demandante: Arnoldo Neusa Pachón y Otro. 

Sentencia de 26 de junio de 2014. C.P. Danilo Rojas 

Betancourth. 

Ejecución 

extrajudicial 

42 
Danilo 

Rojas 

Betancourth 

26.06.2014 

Consejo de Estado. Caso Ejecución extrajudicial, Argote y 

Argote. Demandante: Alejandro Semanate y Otros. 

Sentencia de 26 de junio de 2014. C.P. Danilo Rojas 

Betancourth. 

Ejecución 

extrajudicial 

43 
Danilo 

Rojas 

Betancourth 

26.06.2014 

Consejo de Estado. Caso Masacre de Caloto. 

Demandante: Susana Collo de Caliz. Sentencia de 26 de 

junio de 2014. C.P. Danilo Rojas Betancourth. 

Masacre 

44 
Ramiro 

Pazos 

Guerrero 

26.06.2014 

Consejo de Estado. Caso “Infracción al DIH, ‘La 

Sorpresa’”: Demandante: Inversiones La Sorpresa Ltda. 

Sentencia de 26 de junio de 2014. C.P. Ramiro Pazos 

Guerrero. 

Infracción al DIH 

45 
Enrique Gil 

Botero 
09.07.2014 

Consejo de Estado. Caso “Masacre de Morroa, Sucre”. 

Demandante: María Calixta Villalba Martínez y Otros. 

Sentencia de 9 de julio de 2014. C.P. Enrique Gil Botero. 

Masacre 

46 
Ramiro 

Pazos 

Guerrero 

28.08.2014 

Consejo de Estado. Caso “Desaparición forzada y 

ejecución extrajudicial Zapata Montoya y Valle Ramírez”. 

Demandante: Felix Antonio Zapata González. Sentencia 

de 28 de agosto de 2014. C.P. Ramiro Pazos Guerrero. 

Desaparición 

forzada y 

Ejecución 

extrajudicial 

47 
Ramiro 

Pazos 

Guerrero 

09.10.2014 

Consejo de Estado. Caso “Violencia de género, Rodríguez 

Bustamante”. Demandante: Mónica Marisol Rodríguez 

Bustamante. Sentencia de 9 de octubre de 2014. C.P. 

Ramiro Pazos Guerrero. 

Violencia de 

género 

48 

Jaime 

Orlando 

Santofimio 

Gamboa 

20.10.2014 

Consejo de Estado. Caso “Muerte violenta del suboficial 

Hidalgo Benavides y de los soldados Caicedo Córdoba y 

Bermúdez Zambrano”. Demandante: Carlos Enrique 

Hidalgo Vargas y otros. Sentencia de 20 de octubre de 

2014. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 

Homicidio 
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49 

Jaime 

Orlando 

Santofimio 

Gamboa 

03.12.2014 

Consejo de Estado. Caso Muerte de civiles Urrego, Aros, 

Fernández, González, Janner, Delgado, Miranda, Cortés, 

Navarrete, Aguirre y Triana con ocasión del ataque de 

grupo armado ilegal en el Corregimiento de Frías. 

Demandante: María Acened Rubio de Aros y Otros. 

Sentencia de 3 de diciembre de 2014. C.P. Jaime Orlando 

Santofimio Gamboa. 

Homicidios 

50 

Jaime 

Orlando 

Santofimio 

Gamboa 

03.12.2014 

Consejo de Estado. Caso “Desaparición y muerte de los 

hermanos Salinas Castellanos en Murillo-Tolima”. 

Demandante: Luis Antonio Salinas Sánchez y otros. 

Sentencia de 3 de diciembre de 2014. C.P. Jaime Orlando 

Santofimio Gamboa. 

Desaparición 

forzada y 

homicidio 

51 
Stella 

Conto Díaz 

del Castillo 

12.12.2014 

Consejo de Estado. “Caso asesinato de sindicalista, 

Orozco Serrano”. Demandante: Neila de Jesús Bolívar 

Coba y Otra. Sentencia de 12 de diciembre de 2014. C.P. 

Stella Conto Díaz del Castillo. 

Asesinato de 

sindicalista 

52 
Stella 

Conto Díaz 

del Castillo 

12.12.2014 

Consejo de Estado. Caso de la masacre de Urrao, 

Antioquia. Demandante: Luz Dary Montoya Ramírez y 

Otros. Sentencia de 12 de diciembre de 2014. C.P. Stella 

Conto Díaz del Castillo. 

Masacre 

 



 

B. Anexo: Decisiones de la 
jurisdicción de Justicia y Paz 

 

M.P. Fecha Datos de la Decisión  

1 
Uldi Teresa 

Jiménez 
López 

24.02.2015 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
24 de febrero de 2015 contra Orlando Villa Zapata y Otros 
(Bloque Vencedores de Arauca), M.P. Uldi Teresa Jiménez López  

2 

María 
Consuelo 
Rincón 

Jaramillo 

02.02.2015 

Tribunal Superior de Medellín, Sala de Justicia y Paz. Sentencia 
de 2 de febrero de 2015 contra Ramiro Vanoy Jaramillo "Cuco 
Vanoy" (Bloque Mineros), M.P. María Consuelo Rincón Jaramillo 

Víctimas afectadas del municipio El Aro (Ituango) 

3 
Lester 

González 
20.11.2014 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
20 de noviembre de 2014 contra Salvatore Mancuso y Otros, M.P. 
Lester González 

4 
Alexandra 
Valencia 
Molina 

31.10.2014 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
31 de octubre de 2014 contra Salvatore Mancuso y Otros, M.P. 
Alexandra Valencia Molina 

5 
Gustavo 

Aurelio Roa 
Avendaño 

21.10.2014 

Tribunal Superior de Barranquilla, Sala de Justicia y Paz. 
Sentencia de 21 de octubre de 2014 contra Janci Peñaranda 
"Tornillo" (Bloque Resistencia Tayrona), M.P. Gustavo Aurelio 
Roa Avendaño 

6 
Uldi Teresa 

Jiménez 
López 

29.09.2014 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
29 de septiembre de 2014 contra Guillermo Pérez Alzate y Otros 
(Bloque Libertadores del Sur), M.P. Uldi Teresa Jiménez López  

7 
Eduardo 

Castellanos 
Roso 

01.09.2014 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
1 de septiembre de 2014 contra Luis Eduardo Cifuentes Galindo, 
M.P. Eduardo Castellanos Roso  

8 

Juan 
Guillermo 
Cárdenas 
Gómez 

27.08.2014 

Tribunal Superior de Medellín, Sala de Justicia y Paz. Sentencia 
de 27 de agosto de 2014 contra Bloque Elmer Cárdenas, M.P. 
Juan Guillermo Cárdenas Gómez 

9 
Gustavo 

Aurelio Roa 
Avendaño 

01.08.2014 

Tribunal Superior de Barranquilla, Sala de Justicia y Paz. 
Sentencia de 1 de agosto de 2014 contra Luis Carlos Pestaña 
alias "El Cachaco", M.P. Gustavo Aurelio Roa Avendaño 
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10 
Eduardo 

Castellanos 
Roso 

29.05.2014 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
29 de mayo de 2014 contra Ramón Isaza y Otros, M.P. Eduardo 
Castellanos Roso  

11 
Uldi Teresa 

Jiménez 
López 

19.05.2014 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
19 de mayo de 2014 contra Jhon Fredy Rubio Sierra y Otros, M.P. 
Uldi Teresa Jiménez López  

12 
Eduardo 

Castellanos 
Roso 

06.12.2013 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
6 de diciembre de 2013 contra José Balmodero Linares Moreno y 
Otros, M.P. Eduardo Castellanos Roso  

13 
Uldi Teresa 

Jiménez 
López 

06.12.2013 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
6 de diciembre de 2013 contra Armando Madriaga Picon y Jesús 
Noraldo Basto León, M.P. Uldi Teresa Jiménez López  

14 
Eduardo 

Castellanos 
Roso 

30.10.2013 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
30 de octubre de 2013 contra Hébert Veloza García "HH", M.P. 
Eduardo Castellanos Roso 

15 
Uldi Teresa 

Jiménez 
López 

30.08.2013 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
30 de agosto de 2013 contra Rodrigo Pérez Alzate (Bloque XXX), 
M.P. Uldi Teresa Jiménez López  

16 
Lester 

González 
04.09.2012 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
4 de septiembre de 2012 contra Gian Carlos Gutiérrez Suárez, 
M.P. Lester González 

17 
Uldi Teresa 

Jiménez 
López 

30.07.2012 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
30 de julio de 2012 contra Edison Giraldo Paniagua, M.P. Uldi 
Teresa Jiménez López  

18 
Eduardo 

Castellanos 
Roso 

16.04.2012 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
16 de abril de 2012 contra Orlando Villa Zapata, M.P. Eduardo 
Castellanos Roso 

19 
Uldi Teresa 

Jiménez 
López 

31.01.2012 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
31 de enero de 2012 contra José Barney Veloza García, M.P. Uldi 
Teresa Jiménez López  

20 
Uldi Teresa 

Jiménez 
López 

16.12.2011 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
16 de diciembre de 2011 contra Fredy Rendón Herrera, M.P. Uldi 
Teresa Jiménez López  

21 
Lester 

González 
07.12.2011 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
7 de diciembre de 2011 contra Edgar Ignacio Fierro Florez, M.P. 
Lester González 

22 
Lester 

González 
01.12.2011 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
1 de diciembre de 2011 contra José Rubén Peña Tobón y Otros, 
M.P. Lester González 

23 Alexandra 
Valencia 

29.06.2011 Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
29 de junio de 2011 contra Aramis Machado Ortíz, M.P. Alexandra 
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Molina Valencia Molina 

24 
Uldi Teresa 

Jiménez 
López 

02.12.2010 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
2 de diciembre de 2010 contra Jorge Iván Laverde Zapata, M.P. 
Uldi Teresa Jiménez López  

25 
Uldi Teresa 

Jiménez 
López 

29.06.2010 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 
29 de junio de 2010 contra Edwar Cobos Téllez "Diego Vecino", 
M.P. Uldi Teresa Jiménez López  
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